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INTRODUCCION 

 

 

El presente documento, constituye el informe final de la investigación realizada 

sobre el exequátur en la legislación salvadoreña y su eficacia para garantizar la validez 

de la sentencia de divorcio decretado por un país extranjero. 

 

Siendo el objetivo general, demostrar que la validez de la sentencia de divorcio 

decretada en el extranjero es garantizada eficazmente por la legislación salvadoreña a 

través del exequátur, siempre que se cumplan los requisitos contemplados en nuestro 

ordenamiento jurídico. Teniendo como uno de los objetivos específicos, el determinar si 

la legislación salvadoreña actual es suficiente para agilizar la ejecución de la sentencia 

decretada en el extranjero y que esta produzca efectos en nuestro país. 

 

Los propósitos del grupo de trabajo se plantearon en realizar una investigación 

doctrinaria, bibliográfica de los diversos libros, tratados y manuales concernientes al 

Derecho de Familia, Derecho Procesal Civil, Derecho Internacional Privado y el 

Derecho Comparado; y por otro lado tomando en cuenta también el aspecto legal para lo 

cual se utilizó el Código de Familia, el Código de Procedimientos Civiles, la Ley 

Orgánica Judicial, y los diferentes tratados y convenios ratificados por El Salvador. 

 

Para todo lo anterior el presente documento está desarrollado en cinco capítulos; 

siendo el primero de ellos el que se refiere a la sentencia extranjera, en el cual se hace un 

recorrido general sobre la sentencia que es dictada por un tribunal extranjero, 

enfocándose  a la forma de hacerlas ejecutar. De igual manera se señalan los diferentes 

sistemas que los autores de Derecho Internacional Privado mencionan acerca de la 

ejecución de la sentencia extranjera y cual es el sistema adoptado por nuestro país. 

 

 

 



El  segundo  capítulo  contiene lo referente a la institución jurídica del exequátur,  

en él se desarrolla y analiza dicha institución jurídica de cómo ésta da fundamento a la 

validez de una sentencia decretada en el extranjero dentro del ordenamiento jurídico en 

la nación que se quiere hacer valer. 

 

En el tercer capítulo se desarrolla lo que es el exequátur y la sentencia de 

divorcio decretado en el extranjero, en el que se señala el desarrollo histórico en el cual 

ha estado inmerso la validez de una sentencia dictada por un país extranjero, la 

importancia de ésta en pro de la seguridad jurídica al hacer efectivo el divorcio para que 

este surta efectos en El Salvador; sin dejar de lado las posibles circunstancias que 

provocan sea tardío y engorroso dicho procedimiento. 

 

El cuarto capítulo, contiene la síntesis de las entrevistas realizadas a personas con 

carácter especializado  y a un usuario que fue parte en un procedimiento de exequátur; 

los gráficos con su interpretación y sus respectivas conclusiones. Además la verificación  

de las hipótesis con relación a los datos recabados de las entrevistas, y los casos de 

estudio que nos fueron proporcionados. 

 

Finalmente en el capítulo quinto, se encuentran  las conclusiones a las que ha 

llegado el grupo de trabajo con el proceso de investigación realizado. 
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CAPÍTULO I. 

 

 

LA SENTENCIA EXTRANJERA 

 

En el presente capítulo se hará un recorrido general sobre la sentencia que es 

dictada por un Tribunal Extranjero, enfocándonos a la forma de hacerlas ejecutar. De 

igual manera se señalan los diferentes sistemas que los autores de Derecho Internacional 

Privado mencionan acerca de la ejecución de la sentencia extranjera y cual es el sistema 

adoptado por nuestro país. 

 

1.1 GENERALIDADES. 

 

Por razones de conveniencia y de solidaridad, casi todas las leyes procesales 

vigentes en el mundo, reconocen, bajo ciertas condiciones, la eficacia de sentencias 

pronunciadas en el extranjero y autorizan a promover su ejecución dentro de los 

respectivos territorios. 

 

A partir de la mitad del siglo XVIII, la sentencia no solo tiene validez y eficacia 

dentro del territorio del Estado que la ha dictado. Por el contrario la función de soberanía 

que ella supone, ha tenido que ceder frente a factores de índole política, económica y en 

definitiva jurídica, admitiendo la necesidad de aceptar la sentencia emanada de órganos 

extranjeros. Generalmente es  aceptado que  la ejecución de la sentencia extranjera  le 

antecede un trámite preparatorio, que culmina con el exequátur
1
, que es la declaración en 

cuya virtud las sentencias extranjeras adoptan la misma eficacia que revistan las 

sentencias dictadas por los jueces nacionales. 

                                                 
1
 INFRA, Capítulo II. 
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 La ejecución de las sentencias extranjeras se establecen dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico en el Artículo 182 en su ordinal 4º de la Constitución
2
 de 1983, 

que al efecto señala que dentro de las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia se 

encuentra la de conceder conforme a la ley y cuando fuere necesario, el permiso para la 

ejecución de sentencias extranjeras pronunciadas por los tribunales extranjeros. Y en 

nuestro ordenamiento jurídico secundario en el Artículo 451 del Código de 

Procedimientos Civiles, se reconoce la ejecución de la sentencia extranjera, 

estableciendo que aquellas tendrán en El Salvador la fuerza que establezcan los tratados. 

 

1.1.1. Concepto. 

 

Para poder definir el concepto de lo que es una sentencia extranjera, es 

importante saber el concepto de sentencia tanto en nuestro ordenamiento jurídico como 

en el de los diferentes autores especialistas en esta temática. En la Legislación 

salvadoreña se encuentra regulado en el Artículo 417 del Código de Procedimientos 

Civiles
3
, estableciendo que es  “la decisión del juez sobre la causa que ante el se 

controvierte…”. El vocablo sentencia como lo expresa Couture sirve para denotar, a un  

mismo tiempo un acto jurídico procesal, este autor la define como el acto procesal 

emanado de los órganos jurisdiccionales que decidan las causas o puntos sometidos a su 

conocimiento, Alsina, por el contrario lo define como el modo normal de reflexión de la 

relación procesal. Eduardo Pallares, la considera como la decisión legitima del juez 

sobre la causa controvertida en su tribunal.
 4

 

 

                                                 
2
 CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, San Salvador, Cuarta Edición, UTE, 

1999. Pág. 145. 
3
 VÁSQUEZ LÓPEZ, Luis. Código de Procedimientos Civiles, San Salvador, Editorial Lis, 1998. Pág. 65. 

4
 PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil, México, Vigésima Quinta Edición, 

Editorial Porrúa, 1999. Pág. 724. 
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 Existen diferentes definiciones de lo que es sentencia  pero la gran mayoría de 

autores coinciden que esta es la decisión final del juez es decir son aquellas resoluciones 

judiciales que deciden definitivamente las cuestiones del pleito en una instancia, o en un 

recurso extraordinario. Las sentencias  son firmes cuando no quepa contra ellas recurso 

alguno ordinario ni extraordinario, ya por su naturaleza, ya por haber sido consentida por 

las partes. 

 

 Tan sólo las sentencias firmes producen efectos definitivos, que, 

fundamentalmente son los siguientes: 1° Valor probatorio; 2° Constituir un título de 

ejecución de lo ordenado en el fallo; 3° Cosa juzgada formal: inatacabilidad e 

inmutabilidad de la sentencia en el mismo proceso, y 4° Cosa juzgada material: 

vinculación para el juez que entienda en otro proceso por la parte dispositiva de la 

sentencia. 

 

 Prescindiendo de la cosa juzgada formal,  que no interesa al derecho 

internacional privado, los otros tres efectos de la sentencia no puede garantizarlos el 

Estado en cuyo nombre se ha dictado más que dentro de los límites de su propio 

territorio. Sin embargo, la existencia de una comunidad internacional exige que dichos 

efectos alcancen eficacia extraterritorial cuando de otra manera quedaría incumplida la 

voluntad de la ley a favor del triunfante en el pleito. De ahí la necesidad de un 

reconocimiento de la sentencia extranjera en cuanto a su fuerza probatoria y a sus 

efectos de cosa juzgada material en otro Estado, y de la ejecutoriedad en un país de las 

sentencias dictadas en otro. Este último aspecto es el más importante de todos los que 

envuelve la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras.  

 

 De acuerdo a Guillermo Cabanellas, “la sentencia extranjera, es para cada país la  

pronunciada en otro. Y con mayor interés procesal y político, es la resolución judicial 
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que debe ser ejecutada en territorio nacional distinto”.
5
 

 

 Según Moretti, “La sentencia extranjera es un acto jurídico, una declaración de 

voluntad mediante la cual un Estado extranjero, por intermedio de un órgano, apropiado 

ejercita un poder jurisdiccional. La sentencia es un acto de soberanía de un Estado, cuya 

eficacia y efectos se encuentran regulados por un acto jurídico”. Para Albónico, la 

sentencia extranjera “es aquella que ha sido dictada por un tribunal dependiente de una 

soberanía extranjera, y se considera como nacional no sólo la expedida por una 

autoridad competente dentro del territorio sino también la emanada de jueces nacionales 

con autoridad suficiente en el extranjero”. Mario Casarino Viterbo, estima que “por fallo 

extranjero debe entenderse todo aquel que ha sido pronunciado por un tribunal que 

escapa a la soberanía del Estado que desee ejecutar”.
6
 

 

 Con lo anterior concluimos que sentencia extranjera es: la resolución 

pronunciada por tribunales extranjeros de cualquier naturaleza ya sea ordinarios, 

arbitrales o especiales, sobre cualquier materia, que traten de ser cumplidos en la nación 

donde se les quiera dar validez, y que impongan la ejecución o cumplimiento de una 

obligación. 

  

1.1.2. Naturaleza. 

 

 Con respecto a la naturaleza jurídica de la sentencia extranjera en la obra de 

Derecho Internacional de Adolfo Miaja de la Muela
7
, existen los siguientes puntos de 

vista: 

a. La sentencia, prueba de la obligación de Derecho material que declara. 

                                                 
5
 CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo VII, Editorial Heliasta, 

Argentina, 1989. Pág. 377. 
6
 GUZMÁN LATORRE, Diego. Tratado de Derecho Internacional Privado, Editorial Jurídica de Chile, 

Santiago de Chile, 1989. Pág. 565. 
7
 MIAJA DE LA MUELA, Adolfo. Derecho Internacional Privado, Madrid, Tomo II, Editorial Lope de 

Vega, 1982. Págs. 594-595. 
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Corresponde a la postura de los defensores de la Comity, en donde la ejecución o 

no de la sentencia es por razones de cortesía internacional y de propia 

convivencia del Estado; lo que da como consecuencia la posibilidad de un nuevo 

proceso en el país donde se trata de ejecutar la sentencia. 

 

b. La sentencia extranjera, como acto creador de una nueva obligación. La 

ejecución de la sentencia extranjera se logrará mediante el ejercicio de la acción 

nacida de esta obligación, contra la que serán oponibles las excepciones que se 

refieren a la propia sentencia extranjera, no a la obligación primitiva. 

 

c. Equiparación de la sentencia extranjera a la nacional. Aceptada en toda su 

pureza, esta tesis conduce a la ejecutoriedad de toda sentencia extranjera, aunque 

solución tan avanzada pueda mitigarse por una revisión de la regularidad del 

fallo y de su conformidad con el orden público del Estado que ha de ejecutarla. 

 

En síntesis para puntualizar lo referente a la naturaleza de las sentencias 

extranjeras, y retomando las palabra de Pietro Castro, podemos decir que “Los Estados, 

al reconocer -cuando lo hacen-, las sentencias extranjeras, no aceptan la jurisdicción 

extranjera ni los efectos de su ejercicio, pues ello sería contrario a la soberanía, 

simplemente les dan valor de un hecho jurídico consumado que, según los sistemas, se 

aceptan sin más, con tal que se den en cada sentencia las condiciones exigidas por la ley 

extranjera, o solo el caso de que reúnan los requisitos establecidos en la ley nacional, y 

cuyos requisitos son examinados en un procedimiento de exequátur o de 

homologación”.
8
 

 

1.2. EL CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS EXTRANJERAS ENTRE SUS 

                                                 
8
 GOWLAND, Norberto. Ejecución de Sentencias Extranjeras, España, tomado de Revista de Derecho 

Procesal, Instituto Español de Derecho Procesal, Publicación Iberoamericana y Filipina, Año 1996, 

Segunda Época, N° 3. Págs. 327-328. 
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ASPECTOS INTERNACIONAL Y PROCESAL 

 

Las cuestiones que se suscitan con relación al cumplimiento de la sentencia 

extranjera constituyen una materia mixta tratada en el Derecho Procesal y en el Derecho 

Internacional Privado. 

 

 En el Derecho Procesal se retoman los requisitos que se exigen de las sentencias 

extranjeras para que estas tengan valor fuera del territorio de donde se dictaron, 

requisitos que van desde el respeto de las garantías del proceso y el ajuste que aquellas 

observen dentro del orden público del país del cual surgen, para la correspondiente 

viabilidad de ejecuciones, es decir, para que proceda la admisión de la ejecutabilidad de 

las sentencias en un país distinto que será ejecutor.  

 

Por su parte el Derecho Internacional Privado tiene como objeto el ordenar el 

tráfico jurídico que excede de los límites territoriales de las naciones, con el fin ideal de 

conseguir una armonía de soluciones en la diversidad de distintas legislaciones; es decir, 

corresponde a este derecho el dotar de eficacia suficiente a las sentencias extranjeras o si 

deben de rechazarse sin entrar a considerar a aquellas como un acto de autoridad de otro 

país, sino más bien la necesidad de colaboración y buena voluntad recíproca entre todas 

las naciones del mundo. 

 

 Refiriéndonos a las palabras de Santiago Sentis Melendo, podría decirse que 

“todo aquello que se refiere a la determinación de “por qué” se da valor a la sentencia 

extranjera, pertenece al Derecho Internacional; y todo aquello que corresponda a la 

determinación de “cómo” se les da valor pertenece al Derecho Procesal. Se da valor 

dentro del territorio nacional a una sentencia extranjera, o se procede a su ejecución, 
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porque se entiende que a ello  obliga la coexistencia de los Estados o al menos, que ello 

es conveniente en virtud de la misma…”
9
 

 

 Por lo anterior consideramos que se le da valor dentro del territorio nacional a 

una sentencia extranjera, porque se entiende que a ello obliga la vida internacional, la 

solidaridad e interdependencia entre los países, y el estado de seguridad jurídica. Por lo 

que es menester respetar en todas partes los derechos y obligaciones reconocidos por una 

sentencia, a fin de posibilitar el tráfico internacional y la vida de relaciones 

internacionales. Es evidente que en las diferentes legislaciones de los países, las reglas 

de cómo se da valor a una sentencia extranjera y de cómo se pone en práctica esa validez 

se encuentran en los Códigos Procesales. 

 

1.3 LOS SISTEMAS DE CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA EXTRANJERA. 

 

 Las legislaciones extranjeras resuelven de maneras diferentes los problemas que 

provocan el cumplimiento de los fallos extranjeros. Dichas actitudes pueden reducirse a 

dos grupos, que de acuerdo a Diego Guzmán Latorre, en su Tratado de Derecho 

Internacional Privado, son los siguientes: 1. “sistema avalorativo”, que niega todo valor 

a la sentencia extranjera sin perjuicio de reconocerle ciertos efectos secundarios; y el 

otro, “sistema valorativo”, que le reconoce eficacia. 

 

1.3.1. Sistema Avalorativo o Negativo. 

 

 Este sistema niega toda eficacia a las resoluciones dictadas por tribunales 

extranjeros, no admitiendo su cumplimiento. “La fuerza de la cosa juzgada- dicen 

Troplon y Brocher- es la obra artificial de la ley y no se extiende naturalmente fuera de 

los limites del Estado. Debe admitirse que si el derecho de un Estado determinado, como 

                                                 
9
 SENTIS MELENDO, Santiago. Revista de Derecho Procesal, Buenos Aires,  Segunda Parte, Compañía 

Argentina de Editores, S.R.L., Año 1944.  Pág. 281. 



 8 

tal, debiere y pudiera ser puesto en ejercicio en otro Estado, se extendería el poder 

legislativo y judicial de un Estado en otro Estado, anulándose así los poderes públicos de 

este último que son la manifestación del supremo derecho de soberanía”.
10

 

  

 El sistema presenta, sin embargo, graduaciones. Por una parte, ciertos países no 

reconocen efecto alguno a la sentencia extranjera: es el sistema de la avaloración 

absoluta. En cambio, otros países, si bien tampoco dan cumplimiento a los fallos 

extranjeros en cuanto tales sí les reconocen algunos efectos secundarios, que pueden 

consistir en facilitar en una u otra forma la posición procesal de la parte que obtuvo en el 

extranjero una sentencia favorable a ella: es el sistema de avaloración relativa. 

 

 El sistema en estudio, que al desconocer valor a toda sentencia extranjera tiende, 

en realidad, a la negación del Derecho Internacional Privado, se ha ido abandonando 

poco a poco y hoy en día son escasos los países que todavía lo mantienen. Por ejemplo 

el país de Holanda, que si bien prohíbe en su Código de Procedimiento Civil el 

cumplimiento de las resoluciones emanadas de Tribunales extranjeros, paulatinamente 

ha ido reconociéndoles valor, basada principalmente en principios de equidad. 

 

1.3.2. Sistema Valorativo. 

 

  Este sistema da valor a la sentencia extranjera cuando esta reúne los requisitos 

señalados por la legislación del país en que ha de aplicarse. Presenta dos subgrupos, 

según sea o no necesaria la comprobación judicial o administrativa de las condiciones de 

reconocimiento establecidas por la ley interna para hacerla valer, los que se denominan 

de “valoración absoluta” y de “valoración relativa”. 

 

                                                 
10

 TROPLON Y BROCHER, Citado por Pedro Roffe Rosenfeld: El Exequátur, Santiago, Editorial 

Universitaria, 1963, Pág. 16, Citado por GUZMÁN LATORRE, Diego, Op. Cit. Pág. 562. 
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 El primero de ellos se caracteriza, según Morelli, “por la existencia de una norma  

en virtud de la cual la sentencia extranjera, siempre que responda a las condiciones 

exigidas, está automáticamente provista de eficacia”
11

, excluyendo así “la necesidad de 

una intervención cualquiera de los órganos judiciales nacionales”. Por el solo hecho, 

pues, de cumplir con los requisitos establecidos, la sentencia queda apta para desplegar 

sus efectos en el ordenamiento en que ha de recibir aplicación. 

 

 El segundo subgrupo, “valoración relativa”, requiere como condición para que la 

sentencia extranjera adquiera eficacia,  de una declaración judicial previa en que se 

establezca que posee las condiciones exigidas por la lex fori. “Nada… impide -dice 

Bustamante- que cada estado tome las precauciones necesarias para estar seguro que no 

se invade su campo propio”.
12

 Esta posición es aceptada por el Artículo 424 de la 

Convención sobre el Derecho Internacional Privado o  Código  Bustamante
13

 ratificado 

por El Salvador en 1931: “La ejecución de la sentencia deberá solicitarse del juez o 

tribunal competente para llevarla a efecto, previas las formalidades requeridas por la 

legislación interior”. Disposición que se ve reflejada en el Artículo 182 Ordinal 4° de la 

Constitución de la República de El Salvador.  

 

 El sistema de valoración relativa presenta dos variantes importantes, atendiendo, 

por una parte, al contenido de condiciones de reconocimiento, y por la otra a la autoridad 

y poder llamado a concederlo. Las cuales son: 

a) En cuanto al contenido de las condiciones de reconocimiento, podemos advertir 

la existencia de tres tendencias fundamentales: 

                                                 
11

 MORELLI, Derecho Procesal Civil Internacional, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 

1953,  Pág. 101-102, Citado por GUZMÁN LATORRE, Diego, Op. Cit. Pág. 563. 
12

 SANCHEZ DE BUSTAMANTE Y SIRVEN,  Antonio. Derecho Internacional Privado, Habana, Tomo 

III, Carasa y Cía., 1931. Pág. 306. 
13

 MENDOZA ORANTES, Ricardo. Convenciones de Derecho Internacional Privado, San Salvador, 

Primera Edición, Editorial Jurídica Salvadoreña, 1995. Pág. 54. 
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1. Sistema de Ejecución previo examen de la forma y el fondo de la 

resolución: Reconoce en principio la validez y eficacia de las sentencias 

extranjeras; pero subordina su cumplimiento a los resultados a que se 

llegue en la revisión de forma y fondo a que la someten los tribunales 

nacionales, quienes aun quedan autorizados para modificar dicha 

sentencia. Por consiguiente los que adoptan este criterio no se limitan a 

seguir una serie de requisitos superficiales, sino que analizan también la 

justicia o injusticia del contenido de la sentencia.  

 

Este sistema es muy criticado, porque supone una desconfianza respecto 

de la rectitud y hasta pericia de los jueces extranjeros, conduce en realidad a 

negar valor a los fallos foráneos, ya que se lo concede sólo cuando están 

conformes con la ley del país en que han de ejecutarse. Y lo que en realidad se 

cumple en este último país no es, entonces, la sentencia extranjera, sino la 

sentencia nacional recaída en el mismo asunto en virtud de un juicio de revisión. 

Algunos autores sostienen que a este sistema se impone un nuevo juicio a fin de 

que las autoridades judiciales encargadas de otorgar el exequátur formen criterio 

de acuerdo con su legislación del derecho controvertido y de las partes que hagan 

valer sus pretensiones y aduzcan sus pruebas de acuerdo con el sistema 

procedimental del mismo Estado. En otros términos no se trata de cumplir el 

fallo extranjero, sino de dictar un fallo nacional, de modo que la autoridad de 

cosa juzgada se le reconoce a la sentencia extranjera y el nuevo fallo puede ser 

contrario a dicha sentencia lo que desquicia el mecanismo del derecho procesal 

universal, cuya base tiene que reposar en la autoridad de cosa juzgada. Este 

sistema es seguido por Francia, Bélgica, Luxemburgo, entre otros. 

 

2. Sistema de la Reciprocidad: En  conformidad a este sistema las sentencias  
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tienen en un país -país A- la misma fuerza que en el país de donde proceden -

país B-; se reconoce a las sentencias que el país A dicte. Esta reciprocidad 

puede  ser  diplomática,   esto  es,   pactada  en   tratados   internacionales,   o  

legislativa, que condiciona la ejecución a lo que dispongan las leyes del 

Estado cuyos tribunales dictaron la sentencia. Lo  más frecuente es la 

combinación de ambas formas de reciprocidad. 

  

Este sistema se práctica, entre otros, en los siguientes países: Alemania, 

Austria, Bulgaria, Colombia, Costa Rica, Checoslovaquia, Chile, Egipto, España, 

Mónaco, Perú, Guatemala, Honduras, Hungría, México, Rumania, Rusia, 

Turquía, Venezuela, y algunos Estados norteamericanos. 

 

 3. Sistema de la Regularidad Internacional de Fallos, llamado 

también Sistema Moderno o de la Aplicación Regulada: consiste en 

aceptar el cumplimiento de resoluciones extranjeras, siempre que 

cumplan con ciertos requisitos mínimos señalados previamente por la 

legislación y jurisprudencia del país en que aquellas se van a ejecutar con 

el fin de percatarse de las irregularidades internacionales de dichas 

resoluciones. 

  

Este sistema, es el que ha obtenido mayor acogida en el derecho 

comparado, es seguido en Brasil, Chile, España, Inglaterra, Italia, Portugal, entre 

otros. 

 

En la legislación salvadoreña se combinan dos tendencias en cuanto al contenido 

de las condiciones del reconocimiento de las sentencias extranjeras, es así, que en primer 

lugar y de acuerdo a los Artículos 451 y 452 del Código de Procedimientos Civiles, 

donde se establecen los requisitos que deben seguir dichas sentencias, se ha acogido al  



 12 

Sistema de Regularidad Internacional o Moderno o de la Aplicación Regulada; y en un 

segundo lugar, en defecto de no poder seguir el Sistema Moderno se opta en la práctica 

conforme al criterio de la Corte Suprema de Justicia por el Sistema de la Reciprocidad, 

tratando de lograr de esta manera el bienestar internacional con la ejecución de la 

sentencia extranjera, sin dañar el orden público salvadoreño. 

 

b) Atendiendo la autoridad de la cual emana la autorización previa para que la 

resolución extranjera adquiera eficacia, cabe hablar de dos sistemas: 

 

1) Sistema Judicial: el Poder Judicial es el llamado a otorgar o negar la 

autorización. Generalmente asume la forma de un procedimiento contencioso en 

el que se exige la citación de la parte contra la cual se pretende hacer valer la 

sentencia. 

 

Este sistema judicial y contencioso es el procedimiento normal; es el más          

aceptado y esta consagrado en la mayoría de textos positivos. 

 

2) Sistema Administrativo: el Poder Ejecutivo es quien concede o deniega 

la autorización previa por medio de uno de sus órganos. 

 

El empleo de este sistema es excepcional. Se le conoce en Suiza y en el 

Principado de Mónaco. Antiguamente se aplico en Montenegro, cuya existencia 

política como Estado independiente termino con la Primera Guerra Mundial. 

También puede hacerse referencia a Brasil cuyo Gobierno Imperial declaro en 

decreto numero 7,777 del 27 de julio de 1880, que “a falta de la reciprocidad…la 
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sentencia extranjera se tomaría ejecutable en el Brasil si el Gobierno le concedía 

el exequátur equivaliéndose este al cúmplase del Poder Judicial”.
14

 

 

 En El Salvador atendiendo a la autoridad de la cual emana la autorización previa 

para que la resolución extranjera adquiera eficacia, adopta el sistema judicial pues de 

acuerdo al Artículo 424 del Código Bustamante establece que la ejecución de la 

sentencia deberá solicitarse del Juez o Tribunal competente para llevarla a efecto, siendo 

en nuestro caso  la Corte Suprema de Justicia, el órgano competente; lo cual esta 

regulado en el Artículo 182 ordinal 4° de la Constitución que dice: “Son atribuciones de 

la Corte Suprema de Justicia: ...4° -Conceder, conforme a la ley y cuando fuere 

necesario, el permiso para la ejecución de sentencias pronunciadas por los tribunales 

extranjeros”,  así mismo consideramos pertinente aclarar que en nuestro país el 

procedimiento por el cual se hace ejecutar una sentencia extranjera  es de jurisdicción 

voluntaria, pero por el requisito de la citación de la parte contra la cual se pretende hacer 

valer la sentencia, adquiere el carácter de un procedimiento contencioso aunque no 

exista conflicto entre las partes.  

 

1.4 SISTEMAS DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA EXTRANJERA. 

 

 “La ejecución de toda sentencia implica la acción y efecto de realizar, satisfacer, 

hacer efectivo o realidad un hecho. La ejecución de la sentencia debe distinguirse de su 

cumplimiento voluntario por parte del obligado”.
15

 La sentencia, presupone actos 

jurisdiccionales que son manifestaciones de la soberanía del Estado en cuyo territorio 

tiene lugar la ejecución. Por tal circunstancia las sentencias pronunciadas en el 

extranjero carecen de fuerza ejecutiva mientras no se les otorga una resolución de los 

tribunales nacionales. 

                                                 
14

 SENTIS MELENDO, Santiago. La Sentencia Extranjera, Pág. 124. Citado por GUZMÁN LATORRE, 

Diego, Op. Cit. Pág. 564. 
15

 PALLARES, Eduardo. Op. Cit. Pág. 313. 
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 Según Adolfo Miaja de la Muela, en su obra de Derecho Internacional Privado, 

establece varias tesis o teorías en las que se trata de dar explicación al porque de la 

ejecución de fallos dictados en otro país, entre las cuales están:  

a. Teorías de la Comity: ejecución o no de la sentencia por razones de cortesía 

internacional y de propia conveniencia del Estado. 

b. Teoría de la integración de la sentencia extranjera en el Derecho nacional 

(Carnelutti). Es correlativa a la tesis de la incorporación formal en el derecho 

extranjero, al admitir que lo que hace el órgano que declara en ejecutiva la 

sentencia extranjera es construir con elementos extranjeros. 

 

c. Cabe una última posición que es la de Apellániz, que consiste en derivar la 

ejecutoriedad de la sentencia extranjera de un principio superior al de la 

soberanía del Estado: el bien común de una entidad más alta, la comunidad 

internacional. 

 

Según Sperl,
16

 se distinguen los siguientes sistemas de ejecución de sentencia 

extranjera en derecho comparado: 

1. Negación de ejecutar toda sentencia extranjera. (Holanda, Bélgica, Rusia, 

Bulgaria, Noruega, Suecia, Polonia). En muchos de ellos este rigor aparece 

atenuado por la reciprocidad diplomática o legislativa.  

2. Sistema de concesión discrecional de ejecutoriedad por el Jefe del Estado u otro 

alta autoridad (Mónaco, Brasil). 

3. Falta de norma legislativa, lo que deja en cada caso la ejecutoriedad de las 

sentencias al arbitrio de cada Tribunal (Inglaterra, Estados Unidos). 

                                                 
16

 MIAJA DE LA MUELA, Adolfo. Op. Cit., Págs. 594-596. 
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4. Sistema de la norma autónoma: la materia está regulada en las leyes nacionales, 

sin tener en cuenta la actitud con que respecto a sus propios fallos adopte el país 

donde la sentencia procede (Código de procedimiento civil italiano de 1865). 

5. Sistema de reciprocidad (Alemania, Austria, Hungría, Rumania, México, Egipto 

y algunos Estados Norteamericanos). De este sistema se ha hecho referencia en 

el apartado de “Los Sistemas de Cumplimiento de la Sentencia Extranjera” 

dentro de los sistemas valorativos. 

 

Desde otro punto de vista existe un notable contraste entre las legislaciones que 

desconocen el exequátur y las que lo practican. El que una legislación conozca o no el 

exequátur no es razón suficiente para calificarla de más o menos amplia respecto a la 

eficacia de la sentencia extranjera. Entre los países que no practican el exequátur pueden 

distinguirse dos grupos: uno, Continental europeo, más restrictivo en general que en el 

de las legislaciones con exequátur, y otro, angloamericano, que otorga mayores 

facilidades para la ejecución de sentencias extranjeras. 

 

Según Pascual Fiore, en su obra Ejecución de la sentencia extranjera de los 

tribunales extranjeros, publicada en 1998, establece que en las legislaciones de los 

diversos países en que se ha provisto por medio de leyes a la ejecución de las sentencias 

extranjeras pueden reducirse a cuatro los sistemas que da la ejecución de dicha sentencia 

perteneciendo a la primera categoría todas aquellas leyes que niegan a la sentencia 

extranjera la autoridad de la cosa juzgada como en: Suecia, Noruega, Portugal, Francia, 

Bélgica, y en las demás naciones que se admite la revisión del asunto, porque en dichos 

países se ejecutan las sentencias del juez natural que las pronuncia, admitiendo a las 

partes a discutir de nuevo y defender sus respectivos derechos. 

 

A la segunda categoría corresponden todas las leyes que subordinan la eficacia 

de la sentencia extranjera a la reciprocidad legislativa y diplomática como sucede en el  

Derecho español, austriaco y otros países. 
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En la tercera categoría las leyes de aquellos estados que niegan el exequátur a la 

sentencia extranjera cuando se pronuncia contra un ciudadano, esto sucede en Grecia. 

 

A la cuarta categoría pertenece al sistema que distingue en la sentencia la 

autoridad de la misma, en lo que se refiere a la cosa juzgada, y su autoridad como título 

ejecutivo que sirve para legitimar los actos consiguientes. 

 

El sistema sancionado en la legislación salvadoreña (Artículos 452 del Código de 

Procedimientos Civiles y 423 del Código  Bustamante) se distingue de todos los demás 

en que admite como principio que la sentencia extranjera reúna los requisitos para ser 

considerada como tal, dándole validez a través del exequátur, reconociendo tanto la 

autoridad de cosa juzgada, como todos los derechos y obligaciones que se derivan de la 

sentencia. 

 

1.5 CONDICIONES A LAS QUE DEBE ESTAR SUBORDINADA LA EFICACIA DE 

LA SENTENCIA EXTRANJERA. 

 

Los fallos de los tribunales de otros países tienen posible ejecución en el propio 

siempre que se ajusten a los trámites de homologación previstos en las leyes procesales 

o, con más frecuencia, en los tratados especiales, basados en la reciprocidad y 

concedentes de ciertas facilidades al respecto. En cuanto al fondo se entrecruzan a veces 

problemas por disparidad en los estatutos, personal o real, en cuyo caso suele haber 

trabas a la ejecución admitida en principio, por atravesarse principios de orden público.  

 

 Son diversas las condiciones  que deben estar sujetas a la eficacia extraterritorial  

de las sentencias extranjeras, dependiendo así el punto de vista bajo el que se quiera 

considerar. “Toda sentencia debe reunir ciertos requisitos extrínsecos e intrínsicos: Los 

primeros conciernen a la forma de la sentencia, a su autenticidad y a las formalidades 
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exigidas respecto a su inscripción, firma, registro, trascripción entre otras. Ahora bien 

correspondiendo a cada soberanía establecer por leyes propias los requisitos extrínsecos 

que debe reunir un acto para que se pueda reputar como tal la sentencia, por lo que las 

formalidades extrínsecas de la sentencia debe prevalecer la regla general locus regit 

actus (ley que debe regir la forma de los actos), es decir la forma de la sentencia debe 

regirse por la ley del lugar en donde se ha estipulado”.
17

 

 

Los requisitos intrínsecos los cuales deben observarse como garantías legales 

indispensables de toda sentencia extranjera siempre que se trate de pedir su eficacia 

fuera del Estado en que aquella fue pronunciada. Estos requisitos deben considerarse 

indispensables porque son necesarios para proteger el derecho de la soberanía, la 

autonomía, los intereses de los litigantes en el extranjero, el respeto al derecho público 

territorial y extraterritorial y al derecho social. 

 

El principal requisito de toda sentencia es de la competencia del juez que la dicta 

por lo que sólo puede ser eficaz cuando ha sido dictada por un tribunal competente 

según la ley del lugar en que se siguió el litigio, también hay quienes sostienen que “la 

competencia debe depender de la ley del lugar en que se dictó el fallo y la ley de aquel 

en que la sentencia haya de ser ejecutada; habiendo entre aquellos algunos que llegan a 

considerar competente al juez siempre que su competencia se derive de la lex fori”.
18

  

 

Para resolver la cuestión del tribunal extranjero y determinar la ley de la cual 

debe decidirse dicha cuestión conviene advertir que la cuestión de la jurisdicción puede 

                                                 
17

 FIORE, Pasquale. Ejecución de las Sentencias Extranjeras de los Tribunales Extranjeros, Madrid, 

Centro Editorial de Góngora, 1898. Pág. 34. 
18 “LEX FORI: Cualquier demanda ó diligencia que haya de enjuiciarse en una nación, sea entre propios ó 

extraños, sea el acto celebrado dentro o fuera, y aunque haya que aplicarse su validez y cumplimiento las 

leyes del lugar de su celebración no puede llevarse a cabo sino con arreglo al procedimiento local, al que 

será preciso sujetarse en lo relativo a la tramitación que tiene por fin esclarecer el punto disputado. Estas 

reglas han de ser las mismas para todos.” ACOSTA, Cecilio. Estudios del Derecho Internacional, Madrid, 

Editorial América, 1960. Pág. 19 y 23. 
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surgir en relación al derecho interior y con relación al internacional; en arreglo al 

derecho internacional no puede resolverse de conformidad a la ley interior de un Estado, 

porque, no pudiendo una soberanía fijar y proclamar con sus leyes los principios de 

derecho internacional, no puede tampoco establecer las reglas de jurisdicción 

correspondiente. Por lo que si toda soberanía es y debe ser autónoma para fijar las 

jurisdicciones territoriales y los límites de cada una es necesario considerar por tanto, 

como dictada por juez competente la sentencia pronunciada por el declarado con 

relación a la lex fori. 

 

Por último para que un juez pueda ser considerado competente en las relaciones 

internacionales se requieren dos condiciones: “que tenga jurisdicción con arreglo al 

derecho internacional, y que tenga jurisdicción y competencia con arreglo a la ley 

territorial, faltando unas u otra de estas condiciones la sentencia deberá considerarse 

destituida del principal requisito para su eficacia extraterritorial”.
19

 

 

No puede decirse con esto que es solución al problema porque siempre queda en 

pie la cuestión de investigar con arreglo a que principios deberá decidirse a cual de los 

tribunales de los diversos Estados deberá atribuirse el derecho de juzgar cada asunto, es 

decir a cual deberá corresponder la jurisdicción. 

 

Para resolver esta cuestión especial, El Salvador por medio de la ratificación el 

30 de marzo de 1931, del Convenio de la Sexta Conferencia Internacional Americana 

(Código Bustamante, celebrado en la Habana, Cuba, 1928) establece que toda sentencia 

extranjera tendrá fuerza y podrá ejecutarse en nuestro país reuniendo las siguientes 

condiciones: 1. Que tenga competencia el juez o tribunal que la haya dictado, 2. Que las 

partes hayan sido citadas, 3. Que el fallo no contravenga el orden público, 4. Que sea 

ejecutoriada en el estado en que se dicte, 5. Que el documento en que conste reúna los 

                                                 
19

 FIORE, Pasquale. Op. Cit. Pág. 43. 
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requisitos necesarios para ser considerado como auténtico en el estado de que procede, y 

los que requiera para que haga fe en nuestra legislación, aspirando así el cumplimiento 

de la sentencia. Mismos que son regulados en Artículo 452 del Código de 

Procedimientos Civiles. Con respecto al Artículo 451 del mismo cuerpo de ley establece 

que las sentencias pronunciadas en países extranjeros tendrán fuerza legal en nuestro 

país siempre que lo establezcan los tratados respectivos. 

  

De lo anterior se entiende que el legislador da la posibilidad de reconocer la 

fuerza legal que suscita la adopción de los tratados en cuanto a la ejecutabilidad de las 

sentencias extranjeras y dependiendo que dicha fuerza trascienda o se incorpore en 

dichos tratados, es decir si existe reserva o no por parte del Estado suscriptor, así será la 

fuerza que se le reconozca en el país  donde se ejecutará. Esto se ve reflejado en nuestra 

Constitución en su Artículo 144, inciso 1º: “Los tratados internacionales celebrados por 

El Salvador con otros Estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la 

República al entrar en vigencia, conforme a las disposiciones del mismo tratado y de 

esta Constitución.”; precepto que sienta la base legal para la aplicabilidad de los tratados 

en la ejecutabilidad de una sentencia extranjera los cuales deben ser ratificados por 

nuestro país con otro similar; es decir que estos tratados deben ser bilaterales, pues la 

sentencia solo será ejecutable si es reconocida por el país suscriptor del tratado en donde 

se pretende ejecutar y en el país de donde procede. 

 

No obstante la inexistencia de tratados internacionales no es obstáculo para que 

en nuestro país no sean ejecutables las sentencias extranjeras, ya que a falta de estos, 

está la vía que nos establece el Código de Procedimientos Civiles cumpliendo los 

requisitos contemplados en su Artículo 452: “Si no hubiere tratados especiales con la 

nación en que se haya pronunciado, tendrán fuerza en El Salvador si reúnen las 

circunstancias siguientes:  

1°. Que la ejecutoria haya sido dictada a consecuencia de una acción personal; 

2° Que no haya sido dictada en rebeldía; 
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3° Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido sea lícita en El 

Salvador; 

4° Que la ejecutoria reúna los requisitos necesarios en la nación en que se haya dictado  

para ser considerada como auténtica, y los que las leyes salvadoreñas exigen para que 

haga fe en El Salvador”. En defecto de estos requisitos se hará ejecutar la sentencia 

extranjera bajo la condición de reciprocidad, que en nuestro país tiene vigencia 

solamente en la práctica y al ser respetuoso de las costumbres internacionales, optan por 

otorgar el exequátur a la sentencia extranjera siempre y cuando el país que dictó dicha 

sentencia reconozca fallos salvadoreños. 
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CAPÍTULO II. 

 

 

INSTITUCIÓN JURÍDICA DEL EXEQUÁTUR 

 

En este capítulo se desarrolla y analiza la institución jurídica del exequátur, como 

ésta da fundamento a la validez de una sentencia decretada en el extranjero dentro del 

ordenamiento jurídico en la nación que se quiere hacer valer. Señalando así la 

importancia de esta figura para dar paso a que se pueda ejecutar una sentencia de 

divorcio decretada en el extranjero. 

 

2.1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS. 

 

Durante mucho tiempo se discutió acerca de si las resoluciones emanadas de 

tribunales extranjeros podían o no ejecutarse en otro país determinado. Y de acuerdo al 

principio de independencia de las naciones, dichas resoluciones atentaban a la soberanía 

nacional de un país, pero dada la esencia universal de la justicia no se podía mantener 

este principio ya que los intereses humanos provenientes del comercio de las relaciones 

de familia y de la propiedad se establecían constantemente entre personas de diferentes 

naciones. De ahí que el respeto que merece la autoridad de los fallos judiciales de un 

país extranjero no pueda considerarse de interés público solamente en el Estado que 

fueron emitidos, sino que debe atribuírseles también un interés universal, puesto que 

desaparecería la seguridad de los derechos si las sentencias en las cuales se les reconoce 
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no tuvieren autoridad en todas partes.
20

  Por ello se hizo necesario el establecimiento en 

las diferentes legislaciones a nivel internacional de la institución jurídica del exequátur 

para reconocer y ejecutar en un país determinado la sentencia extranjera. 

La necesidad del exequátur surge del requisito que los estados establecen para 

aceptar el cumplimiento de fallos extranjeros los cuales  deben tomar ciertas medidas en 

orden a resguardar su esfera de acción, teniendo en cuenta tanto su jurisdicción personal 

y territorial, como al orden público.  

 

 En el libro de Derecho Internacional Privado de Sánchez de Bustamante y 

Sirven, se establece el interés de los Estados para desarrollar la figura del exequátur. 

 

 El Instituto de Derecho Internacional se ha ocupado reiteradamente de como 

ejecutar las sentencias extranjeras por medio del exequátur. En su sesión de París de 

1878, después de recomendar para esos casos como preferente a las leyes interiores la 

concertación de acuerdos internacionales, resolvió que esas leyes y convenciones debían 

establecer reglas uniformes sobre la competencia relativa de los tribunales (competencia 

ratione personae o territorio, por oposición a la competencia ratione materiae, que 

resulta de la organización judicial de cada país), y estipular un mínimo de garantías en 

cuanto a las formalidades del procedimiento, especialmente en lo que concierne a la 

citación y al plazo para comparecer. 

 

 En dicha sesión, se estableció que entre las condiciones bajo las cuales se 

concedería el exequátur, sin revisión de fondo, a los fallos extranjeros por los tribunales 

del país en que deban ejecutarse, se estipuló que el solicitante tenía que  probar, que el 

fallo era ejecutorio donde se había dictado, probando que tenía fuerza de cosa juzgada, 

en todos los casos en que la legislación de su procedencia no considerara como 

ejecutorias sino las resoluciones contra las cuales no quepa recurso. Si se ha dictado por 
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el tribunal de un país cuya ley nacional no haya adoptado, con carácter general y para 

todos los litigios, las reglas uniformes de competencia relativas  a los tribunales  el 

demandante tenía que probar que el fallo extranjero procede de un juez competente 

según el convenio entre ambos Estados. 

 

 En la misma sesión de París de 1878 se estipuló que el exequátur no se debía de 

conceder si la ejecución del fallo implicara la realización de un acto contrario al orden 

público o prohibido por una ley cualquiera del Estado en que dicho exequátur se solicita. 

 

 En la sesión de Bruselas de 1923 y en la de Viena de 1924,  el Instituto de 

Derecho Internacional vuelve a ocuparse de este asunto, consignando las dos veces en la 

primera de sus nuevas reglas que un fallo extranjero no puede ejecutarse forzadamente 

sino en virtud de decisión del juez del país en que haya de llevarse a efecto, bien bajo la 

forma de un exequátur, bien bajo la de un nuevo fallo fundado en el primero. Esto 

último responde a las prácticas de algunos países cuyo derecho procesal ha tomado ese 

camino.
21

 

 

 En el número 7° del Acuerdo de Viena se consigna que el juez de quien se 

solicite el exequátur o la autoridad que haya de asegurar la ejecución de un fallo 

extranjero, examinarán si el testimonio que se les exhibe reúne condiciones de 

autenticidad según la ley del país en que se dictó y si la parte contra la cual se pide la 

ejecución fue debidamente citada y ha tenido efectivamente la posibilidad de defenderse. 

Basta que el fallo sea ejecutorio, aunque quepa algún recurso contra él, exigiéndose en 

ese caso las garantías necesarias. 

 

 La Conferencia de Derecho Internacional Privado de la Haya, en su reunión de 

1925, preparó un Proyecto de convenio bilateral para la ejecución de sentencias 
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extranjeras, reconociendo en él su necesidad y refiriéndose a las condiciones que deben 

concurrir. Por lo que toca a la competencia exigió únicamente que no la excluyeran las 

reglas admitidas por el Estado del que se solicitara el exequátur. También se refirió a 

que la sentencia tuviera fuerza de cosa juzgada, no contrariara el orden público del lugar 

de la ejecución, y, de haberse dictado en rebeldía, se comprobara que había sido citada 

en forma la parte rebelde. 

 

 En la codificación colectiva americana se comienza a regular sobre el exequátur 

con el tratado no ratificado suscrito en Lima en el año 1878 por  Perú, Argentina, Chile, 

Bolivia, Ecuador, Venezuela y Costa Rica, donde se exigía que la sentencia pendiente de 

ejecución no se oponga a la jurisdicción nacional y haya sido pronunciada de acuerdo 

con las leyes del país de que proceda y habiéndose citado legalmente a las partes. 

 

 Es más completo el Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo, 

que se adoptó en el Congreso boliviano que se reunió en Caracas el año de 1911 con 

asistencia de Delegados del Ecuador, Bolivia, Perú, Colombia y Venezuela. Que en el 

Artículo 5°  señaló que: “Las sentencias y fallos arbitrales dictados en asuntos civiles y 

comerciales en uno de los Estado signatarios, tendrán en los territorios de los demás la 

misma fuerza que en el país en que se han pronunciado si reúnen los requisitos 

siguientes: a) Que la sentencia o fallo haya sido expedido por tribunal competente en la 

esfera internacional; b) Que tenga el carácter de ejecutoriado o pasado en autoridad de 

cosa juzgada en el Estado en que se ha expedido; c) Que la parte contra quien se ha 

dictado haya sido legalmente citada y representada o declarada rebelde, conforme a la 

ley del país donde se ha seguido el juicio; d) Que no se oponga a las leyes de orden 

público del país de su ejecución”. 

 

 El Artículo 6° del mismo Tratado exige como documentos indispensables para 

solicitar el cumplimiento de esos fallos: a) Copia íntegra de la sentencia o fallo arbitral; 

b) Copia de las piezas necesarias para acreditar que las partes han sido citadas; c) Copia 
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auténtica del auto en que se declare que la sentencia o laudo tienen el carácter de 

ejecutoriado o pasado en autoridad de cosa juzgada y de las leyes en que dicho auto se 

funda. 

 

 Los anteriores antecedentes señalan la importancia que ha concedido el mundo 

americano a la ejecución de sentencias extranjeras por medio del exequátur y sus 

continuos esfuerzos por lograrla en las mejores condiciones. 

 

 Actualmente, en muchos países americanos rigen las disposiciones del Código de 

Derecho Internacional Privado de 1928 (Código  Bustamante
22

), éste se ocupa ante todo 

de la ejecución de sentencias de Tribunales extranjeros en materia civil, y en su Artículo 

423 dispone que  “toda sentencia civil o contencioso-administrativa dictada en uno de 

los Estado contratantes, tendrá fuerza y podrá ejecutarse en los demás si reúne las 

siguientes condiciones: 1. Que tenga competencia para conocer del asunto y juzgarlo, de 

acuerdo con las reglas de este Código, el Juez o Tribunal que la haya dictado; 2. Que las 

partes hayan sido citadas personalmente o por su representante legal, para el juicio; 3. 

Que el fallo no contravenga el orden público o el derecho público del país en que quiere 

ejecutarse; 4. Que sea ejecutorio en el Estado en que se dicte; 5. Que se traduzca 

autorizadamente por un funcionario o intérprete oficial del Estado en que ha de 

ejecutarse, si allí fuere distinto el idioma empleado; 6. Que el documento en que conste 

reúna los requisitos necesarios para ser considerado como auténtico en el Estado de que 

proceda, y los que requiera para que haga fe la legislación del Estado en que se aspira a 

cumplir la sentencia”. Como es fácil observar, ni se circunscribe a los casos en que se 

haya ejercitado una acción personal, ni se excluyen los fallos en rebeldía. Respecto de lo 

primero basta con que el juez tenga competencia internacional de acuerdo con el 

Código, y en cuanto a lo segundo que la parte haya tenido conocimiento oficial del 
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juicio y oportunidad para personarse y defenderse. Estas condiciones son las que se 

comenzaron ha aplicar en El Salvador a partir de la ratificación de la Convención de 

Derecho Internacional Privado en 1931, a todas las sentencias de países extranjeros que 

ratificaron dicha Convención. 

 En la legislación salvadoreña el exequátur se establece a partir del Código de 

Procedimientos Civiles del año 1857  desde el Artículo 456 al 458; disposiciones que 

están relacionadas con los Artículos que establece el Código Bustamante acerca de la 

ejecución de las sentencias extranjeras y que aún continúan vigentes en la edición del 

Código de Procedimientos Civiles de 1881, en los Artículos 451 al 454.  

 

2.2 GENERALIDADES. 

 

2.2.1 Concepto de Exequátur. 

  

Para que una sentencia decretada en el extranjero tenga validez, nuestro 

ordenamiento jurídico ha tomado en cuenta todas aquellas condiciones y requisitos 

necesarios para ejecutar estas, siendo imprescindible un examen minucioso, exhaustivo 

y necesario que se traduce en el procedimiento llamado exequátur, de homologación o 

pareatis. 

 

El vocablo de exequátur proviene del latín exsequatur, que significa que ejecute o 

cumplimente, de exsequi, ejecutar… En las monarquías se utiliza el sinónimo de pase 

regio. En el Derecho Canónico, pase u autorización que el gobierno concede para que las 

bulas y rescriptos pontificios sean observados como legislación nacional. En ciertos 

países como Francia se tomaba como una fórmula para hacer posible la ejecución de 

fallos y resoluciones dictadas en países extranjeros. Asimismo, autorización o fuerza 

ejecutiva que los presidentes de los Tribunales Civiles y de Comercio conceden a las 
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sentencias arbitrales o laudos ajustados al compromiso y a lo legal.
23

 

 

En el Diccionario de Derecho Procesal de Víctor de Santo, se define a exequátur 

como el procedimiento que conduce a admitir judicialmente la fuerza obligatoria de una 

sentencia dictada en país extranjero. 

 

En el Diccionario de Derecho Procesal Civil de Eduardo Pallares, la define 

como: La resolución judicial por la cual se ordena a los tribunales de un país ejecuten la 

sentencia pronunciada por tribunales extranjeros. 

 

 Según Adolfo Miaja de la Muela en su Manual de Derecho Internacional, 

denomina al exequátur como la resolución judicial que atribuye fuerza ejecutoria a una 

sentencia extranjera, que de otra manera carecería de ella.  

 

Para Albónico, “es el visto bueno o pase dado a la sentencia extranjera que tiene 

por objeto darle la fuerza ejecutiva que le falta”. De acuerdo a Weiss, “es la decisión por 

la cual la autoridad judicial reviste de la fórmula ejecutoria una sentencia extranjera y 

presta a dicha sentencia sobre el territorio del Estado en cuyo nombre administra justicia 

el concurso de la ley y el apoyo de las autoridades”.
24

 

 

 De los diferentes conceptos vertidos por los autores, consideramos como el más 

completo el que proporciona Carlos Vicco, que define al exequátur como: “el acto que 

recae sobre la propia sentencia extranjera, y que enviste a ésta como tal de la forma en 

que ha sido dictada, de los mismos efectos que tienen las sentencias de los jueces 

nacionales sin necesidad de entrar a la revisión del juicio”, ya que el exequátur, llamado 

también juicio de reconocimiento o procedimiento de delibación, no es otra cosa que ese 
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trámite que enviste a la sentencia extranjera de los mismos efectos que la sentencia 

nacional, cuando ella cumple  con ciertos requisitos superficiales, sin que mediante él 

deba entrarse a la revisión del juicio seguido en el extranjero. Por lo que el exequátur es, 

un procedimiento autónomo, independiente del juicio anterior en que se revisa 

solamente si la sentencia extranjera cumple o no con determinados requisitos.  

La sentencia extranjera por lo tanto no es examinada en su fondo; jamás se 

resuelve la materia ya sometida al litigio ante la jurisdicción extraña. En El Salvador, la 

Corte Suprema de Justicia, no autoriza que se pongan en tela de juicio los puntos que 

fueron ya solucionados por la sentencia extranjera, es decir, el fondo mismo del asunto. 

 

2.2.2 Concepto de Acción de Exequátur. 

 

 De acuerdo a Diego Guzmán Latorre, la acción de exequátur es el derecho al 

proceso  de reconocimiento, por lo que esta acción debe estar preceptuada dentro de la 

ley nacional, ordenando al juez aceptar la sentencia extranjera siempre que reúna 

determinados requisitos. En nuestra legislación están reflejados en el Artículo 452 del 

Código de Procedimientos Civiles.
25

  

 

 La acción de exequátur se caracteriza, principalmente por ser autónoma, es decir, 

distinta e independiente de la acción primitiva que engendró a la sentencia extranjera.
26

 

Se trata de determinar si la sentencia extranjera presenta unas determinadas 

características; y ello implica que no existe ninguna vinculación procesal directa con la 

acción que antes se haya ejercitado para conseguirla. La independencia y, sobre todo, la 

heterogeneidad son absolutas; aunque la primera  sentencia pueda ser presupuesto o 

materia de la segunda.  
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Por lo antes dicho es aceptado el carácter de independencia de la acción de 

exequátur; pero, ¿qué es lo que se pretende mediante el ejercicio de la acción de 

exequátur? Se pretende, pues, que se reconozca el valor de cosa juzgada a la sentencia 

extranjera o que se acuerde su ejecución. Esa pretensión es totalmente distinta a la que 

originó el proceso extranjero. Entonces, ¿qué significación jurídica tiene este 

reconocimiento o este acuerdo de ejecución? se trata de nacionalizar la sentencia 

extranjera, de convertirla en un elemento jurídico nacional. 

 

2.2.3 Titulares de la Acción de Exequátur. 

 

Según Morelli
27

, la acción de exequátur sólo corresponde a aquel a cuyo favor se 

ha pronunciado la sentencia extranjera, persona que es, pues, el titular del derecho 

reconocido por el ordenamiento extranjero.  

 

 Pero este autor no toma en cuenta que podría ocurrir que la parte en contra de la 

cual se ha pronunciado la sentencia, tenga interés en llevarla a ejecución o en promover 

su reconocimiento. Así por ejemplo, uno de los casos citados por Federico Pino Salazar, 

en su obra titulada “Derecho de Familia en el Derecho Internacional Privado 

Salvadoreño”; el sujeto que ha iniciado la acción de exequátur es aquel a quien no se 

dictó a favor la  sentencia. Este ha podido invocar posteriormente esa sentencia de 

divorcio, con el objeto de contraer nuevas nupcias en El Salvador o de defenderse de una 

acción de nulidad que eventualmente se ejercitare en contra de este segundo matrimonio. 

Es así “El señor Agustín Castillo se ha presentado a este tribunal pidiendo permiso para 

la ejecución de la sentencia definitiva  pronunciada por el oficial de la Suprema Corte 

del Distrito de Columbia de la ciudad de Washington, Estados Unidos de América, para 

lo cual presenta certificación de dicha sentencia debidamente autenticada, acompañando 
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su respectiva traducción legal, la cual fue dictada en juicio de divorcio seguido por la 

señora Blanca A. Castillo, contra el peticionario señor Castillo…”.
28

 

 

En síntesis, la acción de exequátur la puede entablar todo aquel a quien la 

sentencia no reconocida le ocasione un perjuicio o le impida un beneficio que sólo la 

declaración de reconocimiento pueda hacer cesar. Por lo que, es necesario que la 

persona, natural o jurídica, que se presente solicitando el exequátur tenga interés en el 

reconocimiento de la sentencia o en su ejecución forzada; este interés debe ser presente 

y actual. 

 

En el Artículo 1299 del Código de Procedimientos Civiles se determina que el 

juez de oficio no puede ordenar la continuidad o impulso de ejecución de la sentencia 

sino que se hará por solicitud de partes.  

 

2.2.4 Naturaleza Procesal de la Acción de Exequátur.  

 

Se ha producido una controversia entre los que califican a esta acción como una 

acción constitutiva, y los que le atribuyen el carácter de acción declarativa.  

 

Autores como Chiovenda y Liebman
29

 estiman que la acción tendiente a obtener 

el exequátur es constitutiva. Y ello porque solamente mediante la intervención del juez 

nacional se pueden obtener en el país los efectos de la sentencia extranjera. Según 

Liebman, “la ley italiana no declara eficaz en Italia a la sentencia extranjera, sino que la 

considera capaz de adquirir eficacia; y como tal eficacia sólo la puede adquirir en virtud 

de la sentencia de reconocimiento, ésta debe definirse como sentencia constitutiva”. 
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Se estima que los efectos de la sentencia extranjera se producen con anterioridad 

a toda sentencia de reconocimiento y con independencia de ella. Dice Fusinato: “La 

sentencia extranjera es… plenamente eficaz a todos los efectos, salvo aquellos de la 

ejecución forzada, para los cuales se requiere juicio de delibación (reconocimiento), pero 

éste no crea la sentencia, sino que solamente declara que nada obsta a que la misma se 

ejecute…”.
30

 

 

 En El Salvador, de acuerdo al Código de Procedimientos Civiles en cuanto a los 

requisitos para hacer valer la sentencia extranjera, se puede observar que únicamente es 

necesario examinar los requisitos extrínsecos, declarándola valida una vez cumpla con 

estos, sin cuestionar el fondo del  litigio extranjero; por lo que la naturaleza procesal de 

la acción del exequátur es constitutiva y no declarativa. 

 

2.3 EFECTOS DE LA SENTENCIA EXTRANJERA POR MEDIO DEL 

EXEQUÁTUR. 

 

La sentencia considerada en general, presenta distintos aspectos o 

manifestaciones de eficacia. Por eficacia de una sentencia de acuerdo a Carnelutti, se 

entiende como los efectos legales que produce la sentencia en las relaciones jurídicas 

que sean conexas a la que fue objeto o materia de la sentencia
31

. Por lo anterior 

entendemos que eficacia de la sentencia extranjera son “los efectos que ella puede 

producir en un país distinto del que fuera dictada”. Pero estos efectos son el producto del 

reconocimiento de la validez de esa sentencia extranjera dentro de un país determinado. 

Por validez de acuerdo a Manuel Ossorio, en su Diccionario de Ciencias Jurídicas, 

Políticas y Sociales; se entenderá como aquella producción de efectos, es decir, la 

cualidad para surtir los efectos legales propios según la naturaleza de la sentencia.  Y de 
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acuerdo a las palabras de Eduardo Pallares, sin dicha validez no sería eficaz la sentencia 

extranjera, es decir, no produciría los efectos jurídicos que debe producir. 

 

En el orden internacional, de acuerdo a la doctrina tradicional, son tres los 

efectos fundamentales  de las sentencias extranjeras: fuerza ejecutiva, fuerza de cosa 

juzgada y fuerza probatoria.
32

 

 

 A partir de esta distinción, cabe preguntarse ¿es necesario solicitar el exequátur 

para que éstos se hagan  efectivos? La doctrina y la jurisprudencia  de los distintos 

países suelen ser contradictorias en orden al valor de la sentencia extranjera. Solamente 

cuando se trata de la ejecución de las sentencias extranjeras existe acuerdo en el sentido 

de la necesidad del exequátur, bien marcadas son las discrepancias en cuanto al valor de 

la cosa juzgada; y no dejan de existir en lo que se refiere al valor probatorio. Por lo que 

en toda sentencia pueden reconocerse dos efectos primordiales: el efecto de cosa juzgada 

y el efecto documental de la sentencia, o sea, su valor probatorio. 

 

Cosa juzgada es “autoridad y eficacia que adquiere la sentencia judicial  que 

pone fin a un litigio y que no es susceptible de impugnación, por no darse contra ella 

ningún recurso o por no haber sido impugnada a  tiempo convirtiéndola  en firme”.
33

 La 

autoridad, según Couture, es la calidad o atributo propio de fallo que emana de un 

órgano jurisdiccional cuando ha adquirido carácter definitivo. La eficacia significa la 

inimpugnabilidad, la inmutabilidad y la coercibilidad. La coercibilidad consiste en la 

eventualidad de ejecución si el acreedor la pide.
34

 De este concepto podemos desprender 

que la cosa juzgada, o sea, la autoridad y eficacia de la sentencia, reúne en si los efectos 

de ejecución  y de cosa juzgada propiamente tal. 
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Creemos que el exequátur es imprescindible cada vez que se trate de invocar la 

eficacia de una sentencia extranjera, esto es, su fuerza ejecutiva o su fuerza de cosa 

juzgada; y que no es necesario, en cambio, cuando la sentencia se hace valer como 

documento. 

 

Los tres efectos que consideramos que pueden producir las sentencias por medio 

del exequátur  son los siguientes: 

 

2.3.1 Efecto Ejecutivo 

 

La legislación, doctrina y jurisprudencia están de acuerdo en estimar que, 

tratándose de la ejecución de las sentencias extranjeras- entendiendo por ejecución la 

posibilidad de exigir su cumplimiento mediante un procedimiento de apremio-, es 

necesario el exequátur para que se produzca dicho efecto.
35

 Y la razón es clara: la fuerza 

ejecutiva extraña una fuerza positiva, en cuanto confiere el derecho de requerir el auxilio 

de la fuerza pública del Estado para exigir el cumplimiento compulsivo de la sentencia; 

y sabemos que es un principio indiscutible que el poder coercitivo no puede aplicarse 

sino en el territorio del Estado que lo ejerce. Las autoridades o funcionarios públicos de 

un país no pueden actuar sino por mandato de sus propios poderes públicos. Y si se 

pretende  que actúen por mandato de poderes públicos extranjeros, es necesario que 

exista una previa calificación del órgano jurisdiccional de control.  

 

De acuerdo a Lino Palacios en su obra de Derecho Procesal Civil, establece 

dentro de los criterios legales de la sentencia extranjera que todos los ordenamientos 

procesales vigentes fieles al generoso espíritu  de los antecedentes legislativos 

hispánicos admiten una vez verificado el cumplimiento de determinados requisitos, la 
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eficacia de la sentencia pronunciada en el extranjero, sea para posibilitar, previa la 

concesión del exequátur, su conversión en títulos ejecutorios y la consiguiente ejecución 

dentro del territorio nacional. 

2.3.2 Fuerza de Cosa Juzgada 

 

¿Es o no necesario el exequátur para que surta el efecto de cosa juzgada en la 

sentencia extranjera? En efecto se considera que el exequátur, es necesario para que la 

sentencia tenga valor de cosa juzgada fuera de los límites del Estado en que ha sido 

pronunciada.  Ya que una sentencia extranjera, por emanar de un poder público 

extranjero, es un nada jurídico, un simple hecho y, por lo tanto, no produce ningún 

efecto  mientras no ha sido reconocida, vale decir, mientras no han obtenido el 

exequátur. 

 

 Por lo que la eficacia de cosa juzgada debe estimarse como la principal y general 

de las sentencias, de la cual la ejecución material resulta un aspecto o una derivación. Es 

decir, tanto la fuerza ejecutiva como la fuerza de cosa juzgada son, pues, aspectos de la 

eficacia de una sentencia, en ambos casos se trata de que los pronunciamientos en 

derecho de un juez extranjero obliguen al juez en donde se invoca la sentencia. 

 

2.3.3 Valor Probatorio 

 

La eficacia de una sentencia extranjera se manifiesta esencialmente en los dos 

sentidos: fuerza de cosa juzgada y efecto ejecutivo. Pero ella también puede ser utilizada 

como medio de prueba.  

 

El efecto probatorio, corresponde  a la eficacia de la sentencia como acto 

jurisdiccional auténtico, en su calidad de documento público.
36

 De esta forma la 
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sentencia extranjera puede hacerse valer como prueba de una declaración testimonial, de 

un peritaje o de una confesión, y en tal caso la sentencia es la prueba documental, con 

abstracción de su eficacia extraterritorial. La fuerza probatoria se desprende, pues, del 

carácter de acto auténtico que da fe de los hechos constatados directamente por 

funcionario competente. 

 

Para que a una sentencia extranjera se le reconozca valor probatorio, no es 

necesario el exequátur previo. Las razones son obvias: cuando se invoca una sentencia 

extranjera solamente como documento, no se están invocando los pronunciamientos en 

derecho del juez extranjero. Como documento público, el fallo vincula al juez ante el 

cual se invoca en cuanto al hecho de haberse otorgado, a su fecha y a la determinación 

de los hechos ocurridos ante el magistrado extranjero. Pero su valor no lo obliga  

apreciar soberanamente el valor de este medio probatorio de acuerdo a las reglas de 

apreciación de la prueba. 

 

2.4 FORMAS DE INICIAR EL PROCESO DE EXEQUÁTUR. 

 

 Tres son los sistemas conocidos para iniciar el procedimiento de exequátur: la 

carta rogatoria, la vía diplomática
37

 y la demanda judicial. Las dos primeras maneras de 

provocar el reconocimiento de una sentencia extranjera son extrañas a la casi totalidad 

de las legislaciones; la demanda judicial, en cambio es la forma ordinaria o normal de 

iniciar el procedimiento de exequátur. 

 

 De acuerdo a Natalio Chediak
38

, entiende que en Cuba la validez o ejecución de 

las sentencias extranjeras puede lograrse a través de dos vías a saber: 
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 1. El incidente de convalidación y 

 2. El exequátur. 

 El primero conduce a la declaración de la validez y el segundo a la ejecución 

propiamente dicha por lo que no existe incompatibilidad entre ellos.  

 

 En nuestra legislación, se retoma el exequátur como vía para dar fuerza y 

ejecutabilidad a todas las sentencias extranjeras, esto de acuerdo al Artículo 423 del 

Código  Bustamante que es de obligatorio cumplimiento, por considerarse ley de la 

República, Artículo 144 de la Constitución: “Los tratados internacionales celebrados por 

El Salvador con otros Estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la 

República al entrar en vigencia, conforme a las disposiciones del mismo tratado y de 

esta Constitución”. 

 

 Y las cartas rogatorias o exhortos se aplican en procesos en materia civil o 

comercial, que tengan por objeto la realización de actos procesales de mero trámite, 

como notificaciones, citaciones o emplazamientos en el extranjero; la obtención de 

pruebas y resoluciones en el extranjero, en base al Artículo 2 de la Convención 

Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias. 

 

2.4.1 Finalidad del juicio de reconocimiento. 

 

El objeto o finalidad del juicio de delibación es determinar si una sentencia 

extranjera reúne las condiciones exigidas por la ley interna o el tratado competente para 

que ella pueda ser aplicada, esto es, para considerarla igual que una sentencia nacional, 

reconociéndole al fin su efecto o valor de ejecución o de cosa juzgada.
39
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 El juicio de reconocimiento, tiene por objeto entonces, no la relación jurídica 

controvertida, sino la sentencia extranjera como tal; es decir,  el exequátur jamás alterará 

el contenido sustancial de la sentencia  extranjera, ya que el magistrado encargado de 

darlo no tiene, el derecho de estatuir sobre los puntos que hayan sido sometidos al juez 

extranjero. Así, el juez nacional examina la sentencia del extranjero, atribuyéndole 

eficacia, con la cual ya contaba en su país de origen. Es, pues, una operación puramente 

procesal. 

 

2.4.2 Naturaleza del exequátur. 

 

Se ha presentado el problema de determinar si el exequátur es un juicio de 

ejecución o de cognición o reconocimiento. Debido a que en muchos Códigos como en 

el nuestro, los preceptos que regulan la materia relativa al exequátur están colocados al 

lado de aquellos que se refieren a la ejecución de las sentencias nacionales, por lo que da 

lugar a pensar que el exequátur es un juicio de ejecución. Pero la verdad es que aquel  

nada tiene de ejecución ya que la situación de la sentencia extranjera es muy distinta a la 

de una sentencia nacional. En efecto, la sentencia extranjera antes de ser reconocida no 

produce ningún efecto; así es que mal podría ser calificado de ejecutivo. Ya que se ha 

descartado, la posibilidad de que el proceso de exequátur sea un juicio de ejecución, es 

necesario ubicarlo entre los procesos de cognición  o de reconocimiento. 

 

En nuestro ordenamiento jurídico, la naturaleza del exequátur es de un juicio de 

reconocimiento o cognoscitivo, ya que, la sentencia extranjera antes de ser reconocida 

por medio de este procedimiento no produce efecto alguno; únicamente, como se ha 

mencionado,  solo posee valor probatorio. 

 

Otros autores opinan que el juicio de exequátur es un juicio especial sui géneris, 

regulado por normas propias y especiales, que lo hacen distinto a cualquier otro proceso.  
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Según Anzilotti, “se trata de un instituto por si bien delimitado y disciplinado por reglas 

especiales, que no  puede tener lugar de un modo diverso del establecido por el 

legislador”.
40

 Pero en El Salvador,  no cabe determinar al exequátur como un juicio 

especial sui géneris, ya que  no se encuentra delimitado y disciplinado por reglas 

especiales, sino se encuentra establecido en forma dispersa en diferentes  leyes 

nacionales, como en nuestra Constitución, Código de Procedimientos Civiles, Ley 

Orgánica Judicial, Convención sobre Derecho Internacional Privado (Código 

Bustamante), Convenio de la Haya sobre Eliminación del Requisito de Legalización de 

Documentos Públicos Extranjeros (APOSTILLE). 

 

El exequátur lo consideraremos con el carácter de Jurisdicción Voluntaria, ya que 

no existe controversia entre las partes. De acuerdo con Eduardo Pallares, Jurisdicción 

Voluntaria “es la que ejercen los tribunales en los asuntos que no sean litigiosos”. 

Además esta se ejerce a solicitud o por consentimiento de las dos partes, precisamente 

por que entre ellos no hay cuestión jurídica a resolver; según Chiovenda “la jurisdicción 

voluntaria es diversa a la contenciosa no por que en una haya controversia y en otra no, 

sino porque en la jurisdicción voluntaria falta el elemento del juicio, la cuestión entre 

partes. Más aún, no hay partes aunque sean varias personas las que promuevan; en la 

jurisdicción existen una o mas solicitantes pero no partes”.
41

 

 

2.4.3 La Sentencia del Exequátur 

 

 Del exequátur surge, claramente, una sentencia independiente de la sentencia 

extranjera, pero una sentencia plena, con todos sus atributos, sentencia que pone término 

al juicio de reconocimiento o cognición. 
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 Cabe preguntarse si la sentencia de reconocimiento es una sentencia 

condenatoria, declarativa o constitutiva. Anzilotti afirma  que “la sentencia de 

reconocimiento es de condena, de declaración, de certeza o constitutiva, según sea 

condenatoria, constitutiva o declarativa la sentencia extranjera a que se refiere”.
42

 Esta 

dirección  implica en el fondo una confusión entre la sentencia primitiva y la de 

exequatorización  al asimilar la primera integrante a  la segunda, haciéndola perder de 

esta forma su autonomía.  

 

 Otros autores opinan, y con razón, que la sentencia de exequátur es constitutiva, 

o sea, que ella constituye un requisito indispensable  para que adquiera valor y eficacia 

la sentencia extranjera. Chiovenda, por ejemplo, expresa que “sólo cuando el juez ha 

pronunciado  el reconocimiento tiénese un acto de voluntad actual de nuestro Estado que 

presenta por contenido de la sentencia extranjera, tiénese una sentencia constitutiva, no 

de ejecutoriedad de la sentencia extranjera, sino de una voluntad de nuestro Estado, de 

contenido conforme a ésta, sentencia cuyos efectos, precisamente por esta conformidad 

de contenido, se retrotraen al día  que remontan los efectos de la sentencia extranjera”.
43

 

Con lo cual no se quiere decir que antes del exequátur la sentencia extranjera no 

existiese; existía como acto efectuado en territorio extranjero.  

    

La sentencia de reconocimiento no pronuncia un mandato de contenido idéntico 

al de la sentencia extranjera, sino que pronuncia un mandato aceptando la idoneidad de 

ésta para producir efectos en el propio Estado; y de ello deriva que los efectos se 

produzcan desde el momento en que nacieron los de la sentencia extranjera; porque, de 

no ser así, al postergarse la producción de los efectos, podrían estimarse que ya no eran 

los mismos y, por consiguiente, que la incorporación o la nacionalización era absoluta. 
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CAPÍTULO III. 

 

 

EL EXEQUÁTUR Y LA SENTENCIA DE DIVORCIO DECRETADO EN EL 

EXTRANJERO 

 

 

En este capítulo se señala el desarrollo histórico en el cual ha estado inmerso la 

validez de una sentencia dictada por un país extranjero, la importancia de esta en favor 

de la seguridad jurídica al hacer efectivo el divorcio para que este surta efectos en El 

Salvador. Y concluyendo si es o no eficaz el procedimiento actual del exequátur, al 

garantizar dicha validez de la sentencia de divorcio, señalando así las posibles 

circunstancias que provocan sea tardío y engorroso dicho procedimiento.  

 

3.1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS. 

 

Hasta la promulgación del Código de Procedimientos Civiles de 1857
44

, el 

Código Civil de 1860, y la ratificación de la Convención sobre el Derecho Internacional 

Privado en 1931 (Código de Bustamante), la ejecución de la sentencia  extranjera no se 

aceptaba en El Salvador por estimarla contraria a la soberanía nacional. Anteriormente, 

en ninguna de las leyes salvadoreñas vigentes en la época se autorizaba la ejecución de 

sentencias extranjeras, ni tampoco se  habían celebrado tratados internacionales sobre la 

materia; de manera que nuestros tribunales no estaban facultados para otorgar el 
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exequátur a ninguna clase de resoluciones extranjeras, mucho menos a la sentencia de 

divorcio decretada por un país extranjero.  

 

         El divorcio
45

, como ruptura  o destrucción del vínculo familiar, ha tomado 

diferentes formas y diversos efectos, regulándose en distintos ordenes jurídicos a lo 

largo  de la historia humana tomando en consideración los principios normativos de cada 

pueblo. En Roma
46

 tuvo gran influencia la doctrina cristiana, que predicaban la 

sacramentalidad del matrimonio, por ello Justiniano estableció causales de divorcio 

específicas para el hombre y la mujer, llegándose a prohibir incluso el divorcio por 

mutuo acuerdo, pero su sucesor el emperador Justino, lo restableció. Con el  

advenimiento de la nueva doctrina cristiana, que ha considerado siempre la 

indisolubilidad del vínculo matrimonial, el derecho romano se ve influenciado por ella y 

declara el matrimonio indisoluble en Roma y en los demás estados sometidos a su 

imperio. 

 

  En el Derecho Canónico por su parte, reguló el llamado divorcio separación que 

consiste en la separación de lecho, mesa y habitación con persistencia del vínculo. Las 

causas para pedir la separación son varias entre ellas el adulterio.  

 

En el Derecho Francés, se introducen tres tipos de divorcio: el divorcio por 

consentimiento mutuo, el divorcio por falta, el divorcio por ruptura de la vida en común. 

La mayor parte de los códigos civiles que se orientaron por la legislación francesa 

aceptaron el divorcio  vincular (disolución del vínculo matrimonial mediante sentencia 

judicial). En los pueblos precolombinos el divorcio no estaba legalmente establecido, 

pero a decir de los cronistas, existía de hecho, tolerado por la sociedad, probablemente 

ese divorcio era una simple separación de cuerpos semejantes a la separación del 
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divorcio relativo.   

Y en la Legislación salvadoreña antes del Código Civil de 1860  se reconocía  el 

matrimonio como indisoluble, por lo que, el divorcio estaba considerado en una forma 

tímida y la razón de ello era  que la institución del divorcio pertenecía a la autoridad 

eclesiástica, para que surtiera efectos civiles los cónyuges pedían al juez el 

reconocimiento del divorcio, presentando copia autentica de la sentencia que lo había 

decretado, este divorcio no disolvía el vinculo matrimonial ya que este era perpetuo e 

indisoluble; por ende era imposible aceptar  el  reconocimiento de la  validez de una 

sentencia de divorcio decretada en el extranjero. 

 

 Entonces, cual sería la posible razón que motivo a los legisladores en reconocer 

la figura del divorcio decretado en el extranjero dentro de un marco normativo.  A la 

mitad  del siglo XVIII,  El Salvador como otros países a nivel internacional fueron 

motivados para tener una relación estrecha entre los estados, con el fin de realizar una 

verdadera comunidad internacional, tanto a nivel comercial, tecnológico y normativo, 

evitando así contradicciones entre estados, tomando como medida principal la 

coordinación del derecho interno de cada estado, el cual no debía de contradecir o 

menoscabar el bienestar de la comunidad internacional; por lo que dio, posibilidad  que 

un  divorcio decretado en un país, podría ser reconocido en otro, dándole validez y 

teniendo efectos tanto jurídicos como sociales dentro de este segundo país. A nivel 

internacional esto, significaría reconocer la autoridad de otros países en concordancia 

con la autonomía y soberanía de otros.  

 

           En el Código Civil de 1860 (Artículos 122 y 123)
47

  se reconoció así, la figura del 

divorcio decretado en el extranjero, dando su validez siempre y cuando este entrara de 
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conformidad a las leyes del  país. Pero en el caso, que el divorcio decretado en el 

extranjero  estuviere en contradicción con la legislación salvadoreña no habilitaba a los 

cónyuges para casarse. El conflicto que generaba esta regulación, era que contradecía las 

reglas del Derecho Internacional, ya  que, no distinguía cuales cónyuges estaba 

regulando la norma; si era entre salvadoreños o entre extranjeros, dejando creer que esta 

regulación afectaba a ambos, por lo que se interpretaba, que en el caso de cónyuges 

extranjeros, casados y divorciados según leyes de otros países, El Salvador también 

tendría que reconocerlos para que sean válidos en nuestro país; pero por razón lógica, y 

de acuerdo a la Lex Fori de otros Estados, estos actos son reconocidos 

internacionalmente por los otros estados, excepto cuando estos no son  contrarios al 

orden público del país.  

 

Por lo anterior se concluye que, aunque la regulación de la institución del 

divorcio decretado en el extranjero  se estableció desde 1860 en el Código Civil, esta no 

era aplicable ya que el divorcio  no disolvía el vínculo matrimonial; y es hasta con la ley 

del divorcio absoluto del 20 de Abril de 1894 que se restablece el divorcio absoluto 

disolviendo el vinculo matrimonial, dando lugar a la ejecución de sentencias extranjeras 

sin poner en peligro el orden público salvadoreño. 

 

Desde entonces la sentencia de divorcio decretado en el extranjero ha estado 

regulada en nuestro país y ahora pertenece esta institución al ordenamiento familiar a 

partir de la entrada en vigencia del Código de Familia en 1994, el cual da una solución 

diferente a la prevista en sus inicios en el Código Civil de 1860, tomando en 

consideración únicamente el matrimonio contraído bajo el imperio de la ley salvadoreña 

no importando la nacionalidad de los casados. En el Código de Familia Actual
48

, el 

divorcio únicamente producirá efectos, si la causal invocada, es igual o semejante a 

alguna de las reconocidas en nuestro ordenamiento jurídico, sin importar la nacionalidad 
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de los casados. Si el matrimonio se contrajo bajo el imperio de la ley extranjera y el 

divorcio se decretó también en el extranjero, el  estado de divorciados debe de respetarse 

en nuestro país y estos estarán aptos para contraer nupcias en El Salvador, por que no 

tienen impedimento alguno. Estos plenos efectos en nuestra legislación son en base al 

principio LOCUS REGIT ACTUS
49

. Ahora bien, si se decreta un divorcio en el 

extranjero  de un matrimonio celebrado en nuestro país;  este se regirá por la ley del 

domicilio conyugal, pero para producir efectos jurídicos de disolución del acto 

matrimonial  en nuestro país,  la causal que lo determino debe ser  admitida por la ley 

salvadoreña, siempre que el demandado haya sido notificado personalmente y 

emplazado según la  ley de su domicilio. 

 

Es de vital importancia mencionar que la ratificación del Código de Derecho 

Internacional Privado o  Bustamante, por El Salvador el treinta de marzo de 1931, 

contribuyó para que el divorcio decretado en el extranjero se desarrollara en nuestro 

ordenamiento jurídico. El Código  Bustamante examina ésta figura en la Sección V 

denominada “Separación de cuerpos y divorcio”, en sus Artículos 52 al 56. 

Disposiciones que tienen plena eficacia en El Salvador únicamente en el acaecimiento 

de que sea indispensable solucionar conflicto de leyes con la finalidad de especificar la 

jurisdicción del Tribunal que pronunció la sentencia de divorcio o separación. 

 

A raíz de las situaciones de guerra, pobreza, desempleo, y con el avance de las 

comunicaciones, entre otras, que se han dado en la mayoría de países en el transcurso de 

su historia, se ha generado la migración de personas a otros países, por lo que sus 

ordenamientos jurídicos se han visto en la  necesidad de reconocer las sentencias 

decretadas en países extranjeros por medio del exequátur. 
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 El Salvador, ha sufrido diferentes crisis económico-político-sociales, que son en 

parte, una manifestación de la dependencia estructural que ha caracterizado a las 

formaciones sociales latinoamericanas. Estas, a pesar de sus especificidades tienen una 

historia común que arranca desde la época colonial, ya que las formas de producción que 

se implantaron en estos países los llevaron al sometimiento del modo de producción de 

los países dominantes. 

 

 Para la década de los 70, comienza a generarse violencia, se empieza a dar una 

serie   de secuestros, asesinatos y desaparecidos, todo como producto de la crisis  que 

enfrentaba El Salvador; en 1978 cuando se incrementa más la violencia, empieza a 

aumentar la salida de personas del territorio salvadoreño. Así en 1977, salieron más de 

600.000  personas; en los años 1978  y 1979 salieron más 700.000 personas.  Por lo que, 

en las últimas décadas, las causas que inducen a la población salvadoreña a emigrar del 

territorio de El Salvador son de la estrechez del territorio nacional, alta tasa de  

natalidad, gran densidad demográfica, mala distribución de la tierra, concentración de la 

riqueza nacional en pocas manos, desarrollo de las comunicaciones y el desempleo
50

. 

 

 Como consecuencia de las causas antes mencionadas, en el ámbito familiar se ha 

forzado la separación del vinculo familiar, o por otro lado, también cabe la idea de la 

migración de toda una familia, la cual siguen adelante en un país extranjero, con la 

posibilidad de la  ruptura del vinculo familiar y que sea sujeto de regulación de la ley en 

donde estos emigrantes domicilian, dando lugar, a  una mayor utilidad del  divorcio 

decretado en país extranjero para  reconocer la validez de esa sentencia  en nuestro país. 

 

3.2 FUERZA O EFICACIA INTERNACIONAL DEL DIVORCIO. 
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 La validez de un divorcio pronunciado con observancia a las leyes de un Estado 

determinado queda por regla general, bajo el imperio jurisdiccional de ese país 

únicamente, y ello por la diversidad de criterios que se aplican en las distintas leyes 

positivas, con respecto a esta institución. 

 

 De acuerdo a Federico Pino Salazar en su obra de Derecho de Familia en el 

Derecho Internacional Salvadoreño; se ha aceptado en forma unánime por la doctrina 

que para que el divorcio adquiera eficacia internacional esta debe sujetarse a los 

siguientes factores: 

    

 a. Tratados vigentes sobre la materia; 

b. La similitud que exista en las distintas legislaciones para evaluar y calificar las 

causales y los efectos del divorcio; y, 

 c. El orden público interno de cada país. 

 

Asimismo, no sólo es requisito indispensable que el divorcio, reconocido como 

eficaz en otro, se logre los factores antes vistos, sino que también deberán cumplir con 

ciertos requisitos de índole procesal a fin de que la sentencia de divorcio pueda ser 

ejecutada y cumplida en este último Estado. En el caso de El Salvador, se deberá 

cumplir con los requisitos que ordena los Artículos 451 al 454 del Código de 

Procedimientos Civiles y 423 y siguientes del Código  Bustamante.  

 

Los factores antes mencionados así como los requisitos de índole procesal se 

retomarán detalladamente en desarrollo de este capítulo. 

 

3.3 REQUISITOS PARA LA VALIDEZ DE LA SENTENCIA DE DIVORCIO 

DECRETADA EN EL EXTRANJERO. 

 

3.3.1 Consideraciones Generales 
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 Los requisitos exigibles a la sentencia extranjera pueden clasificarse en tres 

grupos fundamentales. El primer grupo incluye aquellos que tienen por propósito 

acreditar la existencia de una sentencia extranjera de divorcio dotada de eficacia jurídica 

en el sistema sentenciador (el país que dictó la sentencia). El segundo grupo comprende 

aquellos que, por razones lógicas inexcusables, deben reunir la mencionada sentencia 

para que pueda considerarse como una sentencia extranjera regular, susceptible de 

producir efectos en el sistema jurídico receptor (país donde se quiere hacer valer la 

sentencia). El tercer grupo se refiere a aquellos requisitos que responden a una 

manifiesta desconfianza u hostilidad del Estado receptor frente al Estado sentenciador, 

ya en su manera de administrar justicia, lo que origina la revisión de la sentencia, ya en 

su actitud genérica frente a las sentencias del sistema receptor, lo que da lugar a la 

exigencia de reciprocidad.
51

 

 

 Así, la comprobación de la existencia de una sentencia extranjera dotada de 

eficacia en el sistema jurídico sentenciador requiere, en primer término acreditar que, de 

acuerdo con las normas del mencionado sistema, ha sido pronunciada una sentencia 

firme, esto es, con autoridad de cosa juzgada, que disuelve o modifica el vínculo jurídico 

conyugal. 

 

 Este punto puede desembocar en los más complejos problemas de calificaciones, 

cuando difieren sustancialmente los dos sistemas jurídicos interesados y resulta difícil 

encajar los actos del sistema que ha decretado el divorcio en las categorías  procesales 

del sistema receptor. No obstante, sólo en forma excepcional suscita problemas entre 

sistemas jurídicos que concuerdan en los rasgos generales de la organización estatal; y 

tiene por ello un interés práctico secundario en el problema de la eficacia de las 
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sentencias de divorcio extranjeras. 

  

 La comprobación de la existencia de la sentencia de divorcio extranjera requiere, 

en segundo término, que se otorgue autenticidad, ante el sistema receptor, mediante la 

traducción y la legalización correspondiente, al instrumento público en el cual se 

materializa la sentencia. En nuestra legislación esto está contemplado en el Artículo 261 

y 452, Ordinal 4° del Código de Procedimientos Civiles.  

 

 De acuerdo a Joaquín Sánchez-Covisa en su obra, “La Eficacia de las Sentencias 

Extranjeras de Divorcio”; los requisitos que son indispensables para asegurar,  ante el 

sistema receptor, la regularidad de la sentencia extranjera se dividen en: requisitos 

relacionados con la actuación del tribunal extranjero, y los requisitos relacionados con el 

contenido material de la sentencia. Los cuales son la solución, según este autor, a los 

cuatro conflictos que surgen al darle eficacia internacional a una sentencia, éstos se 

mencionarán a continuación: 

 

3.3.2 Requisitos relacionados con la actuación del tribunal extranjero. 

 

 1. La sentencia debe haber sido dictada por un tribunal competente, lo cual 

da solución a un conflicto de jurisdicciones. 

 

  El problema del conflicto de jurisdicciones surge en las sentencias extranjeras de 

divorcio cuando los cónyuges, en razón de su nacionalidad, de su domicilio o de 

cualquiera de los criterios posibles de jurisdicción, están vinculados con distintos 

sistemas jurídicos.  

 

Tal hipótesis hace que el país receptor aprecie, de acuerdo con sus propias 

normas, si la sentencia ha sido dictada por un tribunal competente. Esa competencia es 

la jurisdicción o competencia jurisdiccional del sistema o país extranjero, y no la 
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competencia específica que, en el seno del respectivo país, tiene el tribunal concreto  que  

 

conoció del divorcio. Tal principio, que hoy tiende a recibir general aceptación, 

desinteresa, en consecuencia, al país receptor de las normas de competencia interna del 

país sentenciador. En efecto, si la infracción de tales normas afecta a la eficacia de la 

sentencia en el país sentenciador, la sentencia carecerá de eficacia urbi et orbe
52

. Si ese 

incumplimiento, por el contrario, no afecta a su validez originaria, carece de sentido que 

el país receptor, otorgue mayor importancia a esas normas que el propio sistema en el 

cual se encuentran integradas.
53

 

  

 Todos los sistemas jurídicos exigen, por obvias razones, la competencia del 

Tribunal del país sentenciador, como un requisito indispensable para la eficacia de la 

sentencia extranjera. Así lo contemplan expresamente el Código  Bustamante (Ordinal 

1° del Artículo 423) y el Código de Procedimientos  Civiles  Artículo 452, como un 

requisito sin el cual no puede darse ejecutoria a la sentencia extranjera. 

 

 2. La sentencia debe haber sido dictada en un procedimiento regular, la cual 

soluciona un conflicto entre la legislación material sobre divorcio del sistema 

sentenciador y los principios fundamentales que mantienen, en el orden procesal, el 

sistema receptor. 

 

 Constituye un requisito material indispensable para la eficacia de la sentencia 

extranjera que el procedimiento seguido por el tribunal no  infrinja los principios que, de 

acuerdo con las normas del país receptor, son esenciales para la regularidad del 

proceso.
54
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 Tales principios se reducen a las garantías que, en relación con una razonable 

posibilidad de defensa y, en particular, con la citación deben otorgarse necesariamente al 

demandado, para que pueda hablarse de procedimiento y de sentencia. Se encuentra 

consagrado de  una u otra manera, en todos los sistemas positivos. En el Código de 

Bustamante (Artículo 423, Numeral 2°) y en El Código de Procedimiento Civiles 

Artículos 452 numeral 2°, los cuales exigen que se haya citado a las partes de acuerdo 

con las leyes del Tribunal sentenciador y del lugar de citación y que se haya concedido 

tiempo bastante al demandado para concurrir a su defensa.  

 

Este  requisito tiene un estrecho parentesco con el que se refiere al control del 

orden público y constituye, en cierto modo una simple aplicación del mencionado 

principio al campo específicamente procesal. Sin embargo, la aplicación del orden 

público al  fondo de la sentencia sirve generalmente para proteger principios que 

presentan notables divergencias en los distintos sistemas positivos y es una fuente 

inevitable de soluciones internacionales discordantes, en tanto que la aplicación del 

orden público al procedimiento afirma unos principios en los cuales concuerdan todos 

los sistemas que sustentan una análoga concepción cristiana y liberal de la vida y del 

proceso. De ahí que su afirmación no sea solamente un requisito técnico indispensable, 

sino una consagración de principios jurídicos comunes y una fuente positiva de armonía 

en el orden internacional. 

 

3.3.3 Los requisitos relacionados con el contenido material de la decisión: 

 

  1. La sentencia debe haber aplicado una ley competente, lo cual soluciona 

un conflicto de leyes. 

 

  El problema del conflicto de leyes se presenta, de modo paralelo al conflicto de 

jurisdicciones, cuando los cónyuges a quienes afecta la sentencia están conectados, por 
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su nacionalidad o su domicilio, con diversos sistemas jurídicos.
55

 

  

   La competencia del tribunal sentenciador y la competencia de la ley aplicada en  

la sentencia, es un principio que no suele aparecer consagrado, en forma general y 

expresa en las normas sobre eficacia de las sentencias extranjeras de los sistemas 

jurídicos positivos. 

  

 El rechazo de la sentencia extranjera dictada de acuerdo con una ley que el país 

receptor estima incompetente se basa, en el Derecho, en la razón de que la aplicación de  

esa ley infrinja el orden público del país receptor. 

  

 El problema del conflicto de leyes consiste esencialmente en la siguiente 

pregunta: ¿Debe someterse la eficacia de la sentencia extranjera al requisito de que el 

divorcio se haya pronunciado de acuerdo con la ley que declara competente las normas 

de Derecho Internacional Privado del Estado Receptor? 

 

 Si se tiene en cuenta los efectos constitutivos que produce la sentencia en el 

campo de las relaciones jurídicas privadas, es justificado entender que tales efectos sólo 

valen en el país receptor en la medida que se ajustan a sus propias normas de Derecho 

Internacional Privado. Dada la importancia que en la sentencia de divorcio tienen los 

efectos mencionados, es particularmente valedera para la eficacia internacional de esta 

clase de sentencias. 

 

 La imposibilidad de lograr una solución que sea teórica y prácticamente 

satisfactoria muestra la grave y casi insuperable repercusión que tiene en nuestro 

problema la diversidad de los sistemas nacionales de Derecho Internacional Privado. 
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 Una solución general es el enfoque del common law, una posición decisiva al 

problema de la jurisdicción y considerar eficaz la sentencia dictada por el Tribunal que 

tenga jurisdicción, sin entrar en el examen  de la ley aplicada.
56

  

 

Esta solución está estrechamente vinculada al criterio que otorga jurisdicción 

exclusiva, en materia de divorcio, a un sistema jurídico determinado, como ocurre en el 

Derecho Angloamericano con el país del domicilio y no resulta fácil de conciliar,  sin 

constituir un inexcusable aliciente para el fraude a la ley, con el principio que consagra 

la existencia simultánea de una pluralidad de jurisdicciones válidas. 

  

Otra solución según Sanchez-Covisa, es procurar la adopción de normas que 

unifiquen o armonicen en lo posible en materia de divorcio, los principios contrapuestos 

de la ley nacional y la ley del domicilio. 

 

 Es también difícil, por obvias razones históricas, concebir perspectivas 

favorables para la adopción de esas normas en los derechos latinos, europeos y 

americanos, máxime si consideramos que las normas que regulan el divorcio están 

teñidas de poderosos tintes morales y religiosos, que las legislaciones materiales son 

extremadamente diversas y que el divorcio constituyen uno de los campos más fértiles 

para la evasión fraudulenta de la ley. 

 

 En todo caso, a los efectos de disminuir, en lo posible, en la compleja realidad 

del mundo actual, las más duras consecuencias prácticas, es aconsejable, de un lado, 

tener debidamente en cuenta que la aplicación de la ley competente no significa la 

aplicación formal de esa ley, sino la simple concordancia de la decisión extranjera con 

los principios que en ella se sustentan y de otro lado, restringir el control de la ley 

aplicada en las sentencia extranjeras a los casos en que existan motivos morales o 
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religiosos suficientemente poderosos para considerar que la aplicación de esa ley afecta 

el orden público internacional del país receptor. 

 

2. La sentencia no debe infringir el orden público del sistema jurídico receptor, lo 

cual soluciona un conflicto entre la legislación material sobre divorcio del sistema 

sentenciador y los principios fundamentales que sustentan, al respecto, el sistema 

receptor, cuya salvaguarda exige la apreciación de este requisito. 

 

 El control del orden público responde a la evidente necesidad de impedir la 

eficacia de una sentencia de divorcio, que por el contenido mismo de la decisión, 

infringe los principios éticos- jurídicos esenciales del país receptor.
57

  

 

Está por eso consagrado, en una u otra forma, en todos los sistemas jurídicos 

positivos, al menos en aquellos que pertenecen a entidades políticas soberanas y para los 

cuales la sentencia extranjera responde a una legislación emanada de una soberanía 

distinta. Lo encontramos expresamente contemplado, en el Código Bustamante (Artículo 

423 Numeral 3°) y en las reglas del Código de Procedimientos Civiles que establecen los 

requisitos necesarios para declarar la ejecución de la sentencias extranjera (Artículos 

451, 452),  y su debido procedimiento como lo establece el Artículo 453 que 

literalmente dice: “Para la ejecución de las sentencias pronunciadas en naciones 

extranjeras, se obtendrá previamente permiso del Supremo Tribunal de Justicia, quien 

para concederlo o negarlo oirá por tercero día a la parte contraria. Si está se opusiere 

alegando la falta de alguna de las circunstancias que requiere el artículo anterior, se 

recibirá la causa a prueba por el término ordinario, si fuere  necesario, y concluido se 

resolverá según corresponda, devolviéndose la ejecutoria con la Certificación de lo 

resuelto por el tribunal”. 
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 El orden público que limita la eficacia de la sentencia extranjera es el mismo 

principio y responde a las mismas razones que el principio de orden público 

internacional que limita en los conflictos de leyes, la aplicación de las  leyes extranjeras. 

Como tal debe diferenciarse del orden público interno integrado por las normas de 

carácter imperativo que no se pueden renunciar ni relajar por convenios particulares, el 

orden público internacional está constituido, en efecto por aquel sector específico de 

principios contenidos en las normas imperativas del país receptor que, por su especial 

trascendencia para la colectividad, no pueden resultar menoscabados ni por la aplicación 

de una ley extranjera competente ni por los efectos de una sentencia extranjera 

regularmente pronunciada.
58

 

 

El orden público es, en el Derecho Internacional Privado fruto de un conflicto de 

valores. Cuando la norma de conflicto ordena al Juez aplicar una ley extranjera y esa ley 

extranjera infringe principios esenciales del orden jurídico del Juez, es lógico anteponer 

a la concreta aplicación de la norma de conflicto la defensa de esos principios esenciales. 

Ahora bien, cuando el acto jurídico, sentencia de divorcio u otro cualquiera, ha sido 

validamente realizado en el extranjero y ha surtido efectos en el mundo real, puede 

resultar más injusto negar eficacia a un acto definitivamente consolidado, que 

desconoce, en ese caso, la vigencia de los mencionados principios. Así, en el campo del 

divorcio, los Tribunales de los sistemas jurídicos que aplican al divorcio la ley nacional 

de los cónyuges entienden generalmente que la LEX FORI, al establecer determinadas 

causales, impone limites de orden público internacional a la aplicación de la ley 

extranjera; y en consecuencia exigen para decretar el divorcio que la posibilidad de 

divorcio y la causal que lo permita existan, tanto en la ley nacional de los cónyuges 

como en la propia ley del Estado que la va a reconocer. Por el contrario a la hora de 

apreciar la eficacia de una sentencia extranjera, reconocen la eficacia del divorcio 

decretado por causales no contempladas en su propia legislación siempre que ellas no 
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ofendan sus principios morales esenciales. 

  

El control del orden público, incluye en un sentido amplio como casos 

esenciales, el control de la regularidad del procedimiento, que se refiere al orden público 

en materia procesal, y el control de la ley competente, el cual solo se justifica, en la 

medida que esa aplicación afecte el orden público del país receptor. 

  

En conclusión, como lo establece Joaquín Sánchez-Covisa, el orden público 

desempeña en el campo de la eficacia de las sentencias extranjeras una función 

igualmente necesaria y peligrosa que el campo de la aplicación de las leyes extranjeras. 

De un lado, constituye un freno indispensable, ya que ningún país puede firmar el 

arriesgado cheque en blanco que significaría remitir en sus normas de conflicto a las 

decisiones contenidas en leyes y sentencias extranjeras, sin reservarse un cierto control 

material de lo que en ellas se dispone. Mas de otro lado, un uso abusivo de ese 

instrumento puede hacer que el principio de orden público, fruto natural de las normas 

de Derecho Internacional Privado, venga a devorar a las propias normas que lo 

engendraron. 

 

3.3.4 Requisitos en nuestro ordenamiento jurídico. 

 

En lo relativo al estado de las personas y a las obligaciones y derechos que nacen 

de las relaciones de familia, nuestro ordenamiento jurídico en el Código de Familia 

(Artículo 10)  establece que el nacional, no  obstante  su residencia o domicilio  en   país 

extranjero, queda  siempre sujeto a las disposiciones de este Código, lo que implica que 

si el matrimonio se contrajo en El Salvador y el divorcio se decreto bajo ley extranjera, 

el nuevo estado familiar del nacional debe respetarse en el país siempre y cuando las 

causales del divorcio sean iguales o similares por lo que los divorciados están aptos para 

contraer nuevas nupcias en nuestro territorio ya que no tienen impedimento de ligamen.  
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Así las causales reguladas en el Artículo 106 del Código de Familia, constituyen 

el requisito principal para que una sentencia extranjera de divorcio sea válida en nuestro 

país por medio del procedimiento del exequátur.  

 

Es en el Artículo 117 del Código de Familia,  es el que regula esta disposición: 

“El divorcio decretado en el extranjero de quienes se hubieren casado conforme a las 

leyes salvadoreña, solo producirá efectos en El Salvador, cuando la causal invocada sea 

igual o semejante a las que este Código reconoce”. En esta disposición se considera 

únicamente que el matrimonio se haya contraído bajo el imperio de ley salvadoreña, sin 

importar la nacionalidad de los casados, es decir, se refiere al divorcio decretado en el 

extranjero celebrado al amparo de la ley salvadoreña sin tomar en cuenta la nacionalidad 

de los cónyuges.  

 

La figura del divorcio decretado en el extranjero se encuentra regulada en el 

Código Bustamante, en la Sección V denominada “Separación de cuerpos y divorcio”, el 

Artículo 52; regula la normativa del divorcio decretado en el extranjero con respecto al 

principio de Derecho Internacional Privado en el que esta contemplado lo siguiente: “El 

derecho a la separación de cuerpos y al divorcio se regula por la ley del domicilio 

conyugal, pero no puede fundarse en causas anteriores a la adquisición de dicho 

domicilio si no las autoriza con iguales efectos la ley personal de ambos cónyuges”. Esto 

quiere decir que el divorcio decretado en el extranjero producirá efectos, si la causal 

invocada, es igual o semejante a alguna de las reconocidas en nuestro ordenamiento 

jurídico, sin importar la nacionalidad de los casados.  

 

En el Código de Familia se ha regulado en el Artículo 106 las causales que 

operan en El Salvador para poder disolver el vínculo matrimonial y se establece que 

podrá decretarse: 

1. Por mutuo consentimiento de los cónyuges. Es considerado como aquel en el  

 



 57 

       que se pretende que las parejas cuyo matrimonio ha fracasado no tengan que   

       recurrir a procedimientos y pruebas simuladas para obtener el divorcio. 

2. Por separación de los cónyuges durante uno o más años consecutivos. Es 

considerado como un divorcio contencioso basado en la teoría del divorcio 

remedio, en el cual se disuelve el vínculo matrimonial a petición de un 

cónyuge por el hecho de que uno de los esposos se marcha, deja el domicilio 

común abandonando, a su cónyuge y eventualmente a los hijos; es decretado 

por la autoridad competente.  

3. Por ser intolerable la vida en común entre los cónyuges. Se entiende que 

concurre este motivo, en caso de incumplimiento grave o reiterado de los  

deberes del matrimonio, mala conducta notoria de uno de ellos o cualquier 

otro hecho grave o semejante. Es un divorcio contencioso, en el cual se 

utiliza la teoría del divorcio remedio, se decreta por autoridad competente 

cuando se hace intolerable la vida en común, es decir cuando existe 

imposibilidad de continuar conviviendo como esposos, por diversas razones 

que van desde la violación grave o reiterada de los deberes y obligaciones 

derivados del matrimonio como las relaciones extramatrimoniales, maltrato 

en el hogar faltando al deber de respeto y consideración hasta la violencia 

física  y verbal, entre otros. 

 

Se procede a conceder el permiso que se solicita por medio del exequátur para 

darle  validez, es decir, que pueda producir en nuestro país los efectos de esa sentencia 

de divorcio dictada en el extranjero; siempre y cuando esta haya sido pronunciada bajo 

las causales  anteriormente mencionadas; y para que dicha sentencia sea válida, tiene 

que llenar otros requisitos, que están regulados en el Código de Procedimientos Civiles 

en su Artículo 452 y el Artículo 423 del Código  Bustamante. Los cuales son: 
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 a) La ejecutoria haya sido dictada a consecuencia del ejercicio de una acción 

personal. Es decir, “aquella que le corresponde a alguno para exigir a otro el 

cumplimiento de cualquier obligación contraída o exigible,  ya diname ésta de contrato o 

cuasicontrato, de delito o cuasidelito o de la ley”.
59

  Además, que tenga competencia 

para conocer del asunto y juzgarlo el juez o tribunal que  haya dictado la sentencia. 

b) Que no haya sido dictada en rebeldía.  Ya que, “la declaración de rebeldía  es 

un auto que causa gravamen  irreparable en la sentencia definitiva; y representa que la 

parte no ha tenido conocimiento suficiente del juicio ni oportunidad para defenderse”.
60

  

Por lo que las partes, debieron haber sido citadas personalmente o por su representante 

legal para el juicio. 

c) Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido sea lícita en El 

Salvador. Esto  de acuerdo a la protección del orden público de nuestro país. “El 

respecto a la autoridad extranjera, así legislativa como judicial, no puede llegar hasta el 

punto de que borre o inutilice los fundamentos cardinales en que descansa la 

organización nacional de un Estado”.
61

 

d) Que la ejecutoria reúna los requisitos necesarios en la nación en que se haya 

dictado para ser considerada como auténtica y los que las leyes salvadoreñas exigen para 

que haga fe en El Salvador. La sentencia además tiene que ser ejecutoria en el país 

donde se dictó, puesto que resultaría absurdo poderla cumplir en el extranjero y no en el 

lugar de que procede. Y ese cumplimiento requiere su traducción al idioma del primero, 

por un funcionario o intérprete oficial del Estado en que ha de ejecutarse y, aunque sea 

el mismo del segundo, las garantías de autenticidad indispensables tanto en el Estado de 

que procede como los que requiera para que haga fe en la legislación del Estado en que 

se aspira a cumplir la sentencia. 
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3.4 EFICACIA DE LA SENTENCIA DE DIVORCIO DECRETADA EN EL 

EXTRANJERO EN NUESTRO ORDENAMIENTO JURÍDICO. 

 

3.4.1 Surgimiento de los efectos de la sentencia extranjera. 

 

Como se ha establecido en los capítulo anteriores, la sentencia extranjera puede 

tener eficacia  inmediata en el país receptor o puede estar sometida a un procedimiento  

previo encaminado a comprobar que reúne los requisitos materiales indispensables. 

 

 Este último sistema, comprende una comprobación y declaración formal previa 

de las autoridades del país receptor, esa  exigencia procesal puede consistir en el 

ejercicio de una nueva acción ordinaria, en la cual se demanda la ejecución o efectividad 

de la decisión contenida en la sentencia extranjera; o en la adopción de un procedimiento 

especial de homologación que tiene por finalidad específica la declaración de 

ejecutoriedad o eficacia de la sentencias extranjeras (exequátur). 

 

El procedimiento especial de homologación es el que ha sido incorporado en 

general, al menos en relación con los efectos ejecutorios de la sentencia a los países de 

Europa Continental y de América Latina como lo es el caso de El Salvador. 

 

 La decisión de la autoridad judicial del país receptor es, en consecuencia, en el 

sistema de la homologación o exequátur, a diferencia de lo que ocurre en el sistema de la 

eficacia inmediata, un acto de naturaleza constitutiva. Sin embargo, es lógico interpretar 

que la expresada eficacia constitutiva es solamente formal o procesal y no afecta, por lo 

tanto, al contenido material de la sentencia extranjera, que surte efectos ex tunc
62

  en el 
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 Desde siempre, desde un principio. Con efecto retroactivo. Esta expresión, cuando consta en un acto o 
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negocio jurídico produce, en principio, sus efectos ex tunc, o sea, desde el instante en que lo realizó la 
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país receptor. 

 

El sistema procesal de los efectos de la sentencia extranjera varía necesariamente 

en función de la distinta naturaleza de tales efectos y requiere, por lo tanto, una 

consideración analítica de los mismos.  Ahora bien los efectos de la sentencia de 

divorcio deben clasificarse en: efecto ejecutorio, efecto de cosa juzgada, efectos 

constitutivos y efectos de la sentencia como supuesto de hecho.
63

 

 

 El efecto ejecutorio de acuerdo a Joaquín Sánchez-Covisa, implica la facultad de 

requerir al órgano estatal competente la ejecución coactiva de la decisión contenida en la 

sentencia. Por lo que, en nuestro ordenamiento jurídico tiene importancia en las 

sentencias de divorcio, en la medida que contienen decisiones sobre las personas o sobre 

los bienes cuya efectividad  pueda exigir la intervención de la fuerza coactiva del Estado 

de El Salvador. 

 

 El efecto de cosa juzgada interesa principalmente, en las sentencias de divorcio 

extranjeras, como cosa juzgada material y no como cosa juzgada formal ya que de 

acuerdo a Eduardo Pallares, “la cosa juzgada material supone la inmutabilidad del 

contenido de la sentencia, el cual se convierte en norma imperativa que vincula a 

cualquiera de las autoridades del país que conozcan de la situación jurídica 

correspondiente. La cosa juzgada formal, se refiere al efecto preclusivo que se deriva de 

la inimpugnabilidad de la sentencia”. En consecuencia es un problema procesal que 

afecta al país sentenciador y sólo interesa al país receptor en al medida que sirve para 

condicionar la existencia de una sentencia extranjera firme, y por lo tanto, susceptible de  

eficacia internacional. 

  

                                                                                                                                                
persona cuya actividad ha sido ratificada (v. ex nunc). CABANELLAS, Guillermo. Op. Cit. Págs. 612 y 

613. 
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El efecto constitutivo consiste en la modificación jurídica que es consecuencia 

directa de la sentencia. Esto es, la disolución del vínculo conyugal o, en general, la 

modificación de la situación jurídica de los cónyuges, esto lo regula nuestro Código de 

Familia, Artículo 115, Ordinal 1º. Así, en la medida que la sentencia de divorcio es 

dictada por un órgano jurisdiccional, tal efecto se produce conjuntamente con el efecto 

de cosa juzgada; impulsa a involucrar el efecto constitutivo, que implica la modificación 

de ese estado de derecho, en el efecto de cosa juzgada, que se refiere al carácter 

inmutable e indiscutible que adquiere en  nuestro ordenamiento  jurídico la 

correspondiente situación.  

 

 Por último los efectos de la sentencia como supuesto de hecho o como tipo legal, 

se refieren a las consecuencias que en virtud de normas jurídicas especiales, se derivan 

indirectamente de la decisión jurisdiccional como son, por ejemplo, en nuestro derecho 

la disolución de la sociedad conyugal. A fin de simplificar esta exposición incluiremos 

este último grupo de efectos en el efecto constitutivo, ya que unos y otros implican una 

modificación de estados y situaciones de derechos producidos por la decisión 

jurisdiccional; y por ende un mismo tratamiento en el orden de su repercusión 

internacional. 

 

3.4.2  Efecto ejecutorio y de cosa juzgada. 

 

 “El efecto ejecutorio y el efecto de cosa juzgada implican mandatos que vinculan 

con la organización de Derecho Público del Estado. Mediante el primero, se pone en 

marcha la fuerza coercitiva estatal. Mediante el segundo, se impone a todos los órganos 

estatales el forzoso acatamiento del contenido material de una decisión”.
64

 Tienen, por lo 

tanto, un alcance necesario y exclusivamente territorial y no pueden producirse en 

nuestro país, en el caso de la sentencia de divorcio como en el caso de cualquier otra 
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sentencia extranjera, sin una decisión formal y expresa de la Corte Suprema de Justicia 

que compruebe la regularidad material de la sentencia, cumpliendo con los requisitos 

que exige el Código de Procedimientos Civiles; los cuales se retomarán más adelante en 

lo relativo al procedimiento actual en el país. 

 

 Debe notarse que la sentencia extranjera de divorcio no produce cosa juzgada, 

esto es que no adquiere carácter de indiscutible e inmutable, en tanto no exista una 

declaratoria de un órgano jurisdiccional del país receptor que comprueben su regularidad 

material, declaratoria que puede ser pronunciada en el procedimiento especial de 

exequátur. 

 

3.4.3 Efectos constitutivos 

 

 Teniendo en cuenta que los efectos constitutivos de la sentencia son simples 

modificaciones de situaciones jurídicas privadas, tales efectos deben ser 

internacionalmente reconocidos, en igual medida y por las mismas razones que se 

reconocen cualesquiera modificaciones de situaciones jurídicas individuales si, según las 

normas del país en el cual se invocan, no infringen el orden público y han sido creadas 

de acuerdo con el sistema jurídico competente. En consecuencia la sentencia extranjera 

siempre que reúna los requisitos materiales indispensables, tienen en lo que respecta a 

sus efectos constitutivos, eficacia inmediata en el país receptor; y pueden por lo tanto, 

invocarse, sin necesidad de ningún procedimiento especial, las consecuencias de orden 

jurídico-privado que de tales efectos se derivan.
65

 

 

 Es lógico aceptar la validez general del expresado resultado, a no ser que exista 

en el país receptor, como lo es en El Salvador, una norma positiva que lo modifique 

expresamente, pues de la misma manera que los efectos típicamente procésales 
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(ejecutoriedad y cosa juzgada) no pueden producirse sin una decisión formal y expresa 

de las autoridades del estado receptor; como lo establece nuestra Carta Magna, Artículo 

182, numeral 4º.
66

 

  

En consecuencia, en El Salvador o cualquier otro país, la autoridad ante quien se 

invoquen los mencionados efectos, podrá y deberá, si existen dudas razonables sobre la 

regularidad de la sentencia, negarse a reconocer su eficacia, la cual solo se impondrá en 

forma coactiva, cuando la autoridad judicial del país receptor, mediante el examen de la 

sentencia, le haya otorgado, en una decisión de acertamiento puro, el carácter de cosa 

juzgada. 

 

Los efectos constitutivos de la sentencia, según hemos expuesto, son resultado 

directo de la decisión jurisdiccional  y sólo pueden tener eficacia en la medida que la 

sentencia  reúna  los requisitos materiales adecuados. 

 

En conclusión, se niega certeramente que el efecto constitutivo constituya un 

simple efecto probatorio del instrumento que materializa la sentencia, partiendo de la 

clasificación tripartita de los efectos de la sentencia, y se entiende, en consecuencia que 

separar a los efectos constitutivos del efecto de cosa juzgada y de la necesidad del 

exequátur, equivale a considerarlos como simples efectos probatorios del instrumento 

público en el  cual se materializa la sentencia. 

  

3.4.4 Efectos de la sentencia extranjera de divorcio en El Salvador. 

 

  El principal efecto con relación a la persona de los cónyuges después de haber 

obtenido ante la Corte Suprema de Justicia a través del exequátur, la Certificación de la 
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sentencia de divorcio extranjera, es que disuelve el vínculo matrimonial y extingue el 

régimen patrimonial que hubiere existido.  En cuanto a la aptitud nupcial en el Artículo 

115 del Código de  Familia, los cónyuges la recobran, el hombre inmediatamente y la 

mujer después de los trescientos días subsiguientes, o después de haber dado a luz si 

estaba embaraza, y en cualquier tiempo si demuestra que no está embarazada o si el 

divorcio se decreta por separación. 

 

En relación con los hijos, la sentencia de divorcio no suspende ni hace perder la 

autoridad parental a ninguno de los cónyuges, excepto que los hechos que hicieron  

intolerable la vida en común de los cónyuges que  motivó el divorcio, y se establecieran 

también como causas de suspensión o pérdida de la autoridad parental haciendo que el 

Tribunal extranjero lo dictare de esa forma en la sentencia, constituyendo pues otro 

posible efecto de la ejecutoriedad de la sentencia de divorcio extranjera. Conforme a lo 

establecido en el Artículo 111 inciso último del Código de Familia. 

 

 Disuelto el matrimonio por cualquiera de las causas establecidas en la ley, como 

se ha mencionado con anterioridad,  produce el rompimiento de la unidad matrimonial 

que conlleva necesariamente a la producción de efectos jurídicos entre los cónyuges  de 

carácter personal y patrimonial, pero éstos se producen también desde la ejecutoria de la 

sentencia que decreta el divorcio por medio del exequátur. 

 

 3.4.4.1 Efectos Personales 

 

 La disolución del vínculo matrimonial produce en consecuencia efectos jurídicos 

accesorios de carácter personal, frente a los cónyuges y frente a los hijos. 

 

  Entre los cónyuges: pierden el estado familiar de casados y adquieren otro: el de  
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divorciados (Artículo 115 numeral 1° del Código de Familia), se extingue el 

impedimento para contraer matrimonio, se extinguen los deberes de cohabitación, 

fidelidad, ayuda mutua y socorro, respeto y consideración; y los demás derechos y 

deberes propios de la comunidad de vida, se extingue igualmente, la obligación de 

suministrarse alimentos; salvo la excepción consagrada en el Artículo 107 del Código de 

Familia en favor del cónyuge que adoleciere de discapacitación o minusvalía  o hubiere 

sido incapaz  y no tuviere medios de subsistencia suficientes, siempre y cuando  no haya 

participado en los hechos que originaron el divorcio, el parentesco de afinidad surgido 

en virtud del matrimonio. 

 

  Frente a los hijos: La autoridad parental no se pierde salvo cuando la causal 

alegada y aprobada es además constitutiva de pérdida o suspensión de la misma, y ha 

sido declarada por el juez Artículo 115 numeral 3 y 116 inciso final, Código de Familia, 

subsisten por tanto todos los deberes y derechos de los padres frente a los  hijos y 

viceversa, tales como: La cuota  alimenticia ( Artículo 211, 248 y 251 del Código de 

Familia), el deber de educarlos  (Artículo 214 del Código de Familia), ejercicio de la 

autoridad parental (Artículo 207 del Código de Familia) derecho a visitarlos y a 

mantener con ellos relaciones afectivas y el trato personal que favorezca el desarrollo 

normal a su personalidad (Artículo 217 del Código de Familia). 

 

3.4.4.2 Efectos Patrimoniales 

 

La disolución del vínculo matrimonial produce efectos patrimoniales respecto de 

los cónyuges: el primer efecto jurídico es la disolución del régimen patrimonial del 

matrimonio, que trae como consecuencia, la liquidación del régimen adoptado y las 

compensaciones a que hay lugar, la pensión compensatoria (Artículo 113 del Código de 

Familia),  el  uso  de   la   vivienda  familiar  (Artículo 46 del Código de Familia),  y   los  
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efectos patrimoniales respecto de los hijos:  se conserva el derecho a suceder a sus 

padres (Artículo 203 numeral 4° del Código de Familia). 

 

3.5. PROCEDIMIENTO ACTUAL 

 

  El Código de Procedimientos Civiles en su Artículo 451, establece  

primeramente que la Corte Suprema de Justicia atenderá a los tratados que existan  con 

el país de donde procede la sentencia cuyo exequátur se trata de obtener. Así si existe, 

pues, un tratado que regule la materia, debe  aplicarse éste en plenitud, esto es, que todo 

lo relativo al exequátur debe ajustarse a sus dispocisiones, aunque éstas no sigan lo 

dispuesto ordinariamente por la legislación nacional. Es decir, si existe un tratado 

especial se aplica éste, pues el Artículo 144 de la Constitución nos da la facultad para 

que si existiere contradicción del tratado con la ley, prevalecerá el tratado. Los artículos 

del Codigo de Procedimientos Civiles solo operan a falta de tratados y por tanto, si de 

acuerdo a lo prescrito por un tratado, una sentencia extranjera tiene valor en nuestro 

país, esta sentencia no necesita reunir los requisitos señalados por el Artículo 452 de este 

Código para ejecutarse en El Salvador. Podemos concluir por tanto, en que el Código de 

Procedimientos Civiles da preferencia a los tratados internacionales por sobre la 

legislación interna salvadoreña, la que solo rige a falta de ellos. 

 

 Hasta hoy en día  el único  tratado celebrado por El Salvador referente al 

reconocimiento de la sentencia extranjera es el Código de Derecho Internacional Privado 

o “Código  Bustamante”, en lo que concierne a los requisitos para darle validez a dicha 

sentencia. En consecuencia si la sentencia extranjera que se trata de cumplir en nuestro 

país proviene de un país signatario de la Convención, su ejecución se regirá por las 

normas en él establecidas. No obstante en el mismo cuerpo legal (Artículo 53) se 

encuentra plasmado que cada Estado contratante tiene el derecho de permitir o reconocer 

o no el divorcio o el nuevo matrimonio de personas divorciadas en el extranjero, en 

casos con efectos o por causas que no admitan su derecho personal, defendiendo así El 
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Salvador como estado contratante su orden público, por lo que al querer darle 

reconocimiento a una sentencia de divorcio extranjera la Corte Suprema de Justicia debe 

examinar si dicha sentencia llena los requisitos establecidos en el Artículos 452 del 

Código de Procedimientos Civiles y necesariamente el requisito del Artículo 117 del 

Código de Familia que establece que la causal de divorcio debe ser igual o semejante a 

la de nuestra legislación. Siguiendo el procedimiento regulado en el Artículo 453 del 

Código de Procedimientos Civiles  donde se establece que las sentencias pronunciadas 

en naciones extranjeras se obtendrá previo permiso del Supremo Tribunal de Justicia, 

quien  para concederlo o negarlo oirá por tercero día a la parte contraria; plazo que no se 

cumple si el emplazamiento se realiza  por medio de exhorto (Artículo 427 Código  

Bustamante
67

), y  es inoperante cuando  la parte quien  solicita el exequátur, es a la que 

le fue  desfavorable  la sentencia de divorcio decretada en el extranjero. En el Código  

Bustamante en el Artículo 426 establece que se oirá a la parte contraria por el término de 

veinte días, disposición que es contraria al plazo establecido en el Código de 

Procedimientos Civiles.  En virtud  a la disposición constitucional (Artículo 144 inciso 

segundo de la Constitución), el término que se tendría que aplicar es el de veinte días, ya 

que lo establece un Tratado Internacional el cual es ratificado por El Salvador, y en 

consecuencia, se convierte ley de la República a seguir.   

 

A continuación se explicará el procedimiento utilizado por la Corte Suprema de 

Justicia para conceder la validez de la sentencia de divorcio extranjera el cual como se 

podrá observar varia al establecido en nuestra legislación pues dicho Tribunal Supremo 

ha tratado de suplir en la práctica las inconveniencias (moras procesales, plazos no 

regulados, falta de requisitos en la solicitud, entre otros) causadas por la insuficiente 

regulación salvadoreña que en vez de agilizar dicho trámite se vuelve tardío. 
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 PROCEDIMIENTO: 

 

1° Se interpone la solicitud ante la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia 

por la parte intersada. Por razones estrictamente jurídicas acorde al Artículo 104 del 

Código de Procedimientos Civiles se necesita la firma y sello de abogado director ya que 

este constituye un procedimiento legal.  

Esta solicitud deberá llevar la siguiente documentación:  

 La sentencia de divorcio decretada en el extranjero. 

 Diligencias de Traducción de la sentencia de divorcio decretada en el extranjero 

si  ésta no estuviere en idioma castellano. Según lo dispuesto en el Artículo 24 de 

la Ley del Ejercicio Notarial de la Jurisdicción Voluntaria y de Otras Diligencias, 

que nos dice: “Cuando un instrumento o sus auténticas estuvieren escritos en 

idioma extranjero, el interesado podrá concurrir ante notario, quien nombrará 

perito a un interprete de su conocimiento, al que juramentará. Hecha la 

traducción, el notario pondrá su firma y sello en cada folio del instrumento y 

auténticas traducidos y del dictamen del traductor; y entregará originales las 

diligencias al interesado, para los efectos legales”. 

 Poder General Judicial, Poder General con Cláusula Especial o Poder Especial, 

en caso de quien lo tramita sea un mandatario de la parte interesada. 

 Certificación de la Partida de Nacimiento de los cónyuges, de los hijos si existen 

y Partida de Matrimonio. 

 Diligencias de la autenticidad de la sentencia de divorcio decretada en el 

extranjero, conforme lo establecido en el Artículo 261 del Código de 

Procedimientos Civiles, que nos dice: “Para que haga fe el instrumento público o 

auténtico, emanado de país extranjero, la firma que lo autoriza debe estar 

autenticada por el Jefe de la Misión Diplomática, Cónsul, Vice-Cónsul o 

Encargado de los Asuntos Consulares de la República, o en su defecto, por los  
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funcionarios correspondientes del Ministerio de Relaciones Exteriores de donde 

proceden tales documentos, y la firma que autoriza tal legalización habrá de ser 

autenticada también por el Ministro o Subsecretario de Relaciones Exteriores de El 

Salvador, o por el funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores que, por 

medio de acuerdo ejecutivo en el mismo ramo, haya sido autorizado de modo 

general para ello. 

También harán fe los instrumentos auténticos emanados del país extranjero 

extendidos   por medio de fotocopias, siempre que por razón puesta al reverso de las 

mismas se haga constar la fidelidad de tales fotocopias y que se han llenado las 

formalidades exigidas por la ley del país donde se han extendido. Esta razón deberá 

ser firmada por el funcionario competente del país donde procede, y la firma de este 

autenticada de manera prevenida en el inciso anterior. 

Si los instrumentos a que se refiere el presente artículo estuvieren escritos en idioma 

extranjero, vertidos que sean al castellano por interprete nombrado por el juez 

competente, no hay necesidad de nueva versión para que obren en los demás 

tribunales de justicia, u otras oficinas gubernativas, y tampoco habrá necesidad de 

esta versión cuando los instrumentos hayan sido ya traducidos de acuerdo con la ley 

del país de donde procede y la traducción de este debidamente autenticada. 

Siempre que el juez o tribunal, o el jefe de la oficina gubernativa donde el 

instrumento o instrumentos vertidos en el extranjero fueren presentados, creyeren 

convenientes una nueva versión, podrán de oficio acordarla, como también en caso 

de solicitarlo persona interesada en ello; y esa nueva versión practicada en forma 

legal por juez competente, será la única que se tomará en cuenta”.  

Para evitar el anterior procedimiento de autenticación de firmas, se ratificó el 

Convenio de la Haya Sobre Eliminación del Requisito de Legalización de 

Documentos Públicos Extranjeros
68

 (APOSTILLE), ya que con este convenio se 
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viene a obviar la auténtica de la firma del funcionario competente  de un país 

extranjero o del Cónsul salvadoreño en otro país, esto se ve reflejado en las 

siguientes disposiciones: en el Artículo 1 se establece que  el presente convenio se 

aplicará a los documentos públicos que hayan sido autorizados en el territorio de un 

Estado contratante y que deban ser presentados en el territorio de otro Estado 

contratante y en el Art. 2 se regula que cada Estado contratante eximirá de la 

legalización a los documentos a los que se aplica el presente convenio y que deberán 

ser presentados en su territorio. 

 

2° Una vez recibida la solicitud junto con la documentación que la acompaña, la 

Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, hace constar que ésta fue presentada 

y por razones de especialización de la materia, lo remiten para la labor de trabajo y 

análisis a la Secretaría de la Sala de lo Civil. 

 

3° La Sala de lo Civil trabaja el caso, lo análiza y elabora un proyecto; lo somete al 

conocimiento de los Magistrados de esta Sala, quienes le dan la primera revisión. 

Previamente se cita a la parte contraria  para ser escuchado en el período de tres días. Y 

si esta se opusiera alegando la falta de alguna de las circunstancia que requiere el 

Artículo 452 del Código de Procedimientos Civiles, se recibirá la causa a prueba por el 

término ordinario de veinte días, si fuere necesario  y concluido resolverá la Corte Plena 

según corresponda (Artículo 51 atribución 13° de la Ley Orgánica Judicial)
69

. 

 

4° Por conducto de los Magistrados de la Sala de lo Civil remiten el caso a la Corte 

Plena, para que ahí decidan y discutan de la procedencia o no de la ejecutoria de la 

sentencia de divorcio decretada en el extranjero. Cuando están los quince Magistrados 

reunidos en la Corte Plena, una vez discutido el caso, pasa a la ejecución y firmas, 
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siempre y cuando el caso este  conforme a derecho, es decir, cumpliendo todos los 

requisitos legales exigidos por el ordenamiento jurídico (Artículo 451, 452 y 453 del 

Código de Procedimientos Civiles y 117 del Código de Familia). Las firmas la pueden 

realizar todos los magistrados o el número mínimo (se necesita del voto de ocho 

Magistrados, Artículo 50 de la Ley Orgánica Judicial).   

 

La Corte Plena falla o se pronuncia solo sobre dos cosas principalmente: una de 

ellas es que si el caso tiene defectos de procedimiento de fondo, se les previene o se hace 

un incidente; se elabora un auto especial donde se determina lo que se debe subsanar, 

dándoles plazos que se deben de cumplir, que si no se evacuan conforme se establezcan 

se declara inadmisible y se archiva, esto no causa preclusión de la instancia por lo que 

queda salvo el derecho de la parte interesada de volver a iniciar el procedimiento de 

exequátur para darle validez a la sentencia de divorcio extranjera; la otra es que se 

autorice la ejecución de la sentencia de divorcio extranjera o se deniegue. Si se deniega 

la ejecutoria se devuelve la sentencia extranjera al interesado, Artículo 429 del Código  

Bustamante
70

; no pudiéndose interponer recurso alguno, ya que es el fallo del tribunal de 

mayor grado jerárquico.  

 

5° Una vez aprobado y firmado el caso baja de nuevo a la Sala de lo Civil para hacer el 

descargo de que éste ya se encuentra firmado y de nuevo se remite a la Secretaría 

General de la Corte Suprema de Justicia. La Sala de lo Civil realiza una labor auxiliar al 

notificar la resolución de la Corte Plena a la parte interesada, ésta puede ser favorable o 

no, negándole  la solicitud de ejecutoria de la sentencia de divorcio decretado en el 

extranjero a la parte solicitante,  archivándose el caso. Pero si es favorable se le extiende 

la Certificación de la resolución y ésta tiene plena validez para que produzca los efectos 

de ley (efectos de cosa juzgada y ejecutivos). 
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 Artículo 429 del Código de Bustamante: “Si se deniega el cumplimiento se devolverá la ejecutoria al 

que la hubiese presentado”. 
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6° La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, se encarga de dar y emitir la 

Certificación de la resolución a la parte interesada,  cuando se haya concedido la 

ejecutoria. (Artículo 453 inciso 2° del Código de Procedimientos Civiles). 

 

  Una vez obtenida la Certificación favorable para la ejecutoria de la sentencia de 

divorcio decretado en el extranjero, puede llevarla la parte interesada al Registro 

Familiar para que se cancele la Partida de Matrimonio, se extienda la Partida de 

Divorcio y se marginen las Partidas de Nacimiento de los cónyuges; sin necesidad, de 

iniciar otras nuevas  diligencias ante los Juzgados de Familia, para que estos libren 

oficios al Registro Familiar, como sucede en la práctica. Ya que,  la Certificación de la 

resolución  favorable (sentencia del exequátur) a la parte interesada concedida por la 

Corte Suprema de Justicia,  tiene el carácter de erga omnes, que constituye el título de 

emplazamiento en el estado de familia; así como lo establece Zannoni diciendo que: “la 

sentencia, reúne en un acto  único, una declaración de certeza respecto de los 

presupuestos del emplazamiento y, consecuentemente, un pronunciamiento que cambia 

– y por ello, constituye- una situación jurídica. La función jurisdiccional en tal supuesto, 

está dirigida precisamente, a constituir el estado de familia controvertido o desconocido  

y otorga entonces título oponible erga omnes”.
71

 

 

Si la solicitud fue denegada, se puede retirar la documentación pertinente 

terminando el procedimiento del exequátur ante la Corte Suprema de Justicia.  

 

 Lo anterior constituye el verdadero procedimiento del exequátur, pero en la 

práctica, los litigantes inician diligencias ante los Juzgados de Familia, a efectos de tener 

una interpretación de la sentencia de divorcio extranjera o se aclare la misma, o se 

soliciten que se  libren los oficios de ley basados en el Artículo 125 de la Ley Procesal 
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de Familia
72

, ya que, la parte interesada lo considera una forma viable para obtener la 

certificación de la partida  de divorcio. No obstante, es importante aclarar, que las 

mencionadas diligencias no tienen carácter obligatorio, ya que la ley no lo manda; 

conforme a lo que dispone  nuestra Carta Magna, en su Artículo 8  “ Nadie está obligado 

a hacer lo que la ley no manda ni a privarse de lo que ella no prohíbe”. Por lo tanto dicha 

diligencia la consideramos innecesaria, pues con solo la Certificación de la Corte 

Suprema de Justicia la parte interesada se puede presentar al Registro del Estado 

Familiar a realizar los trámites respectivos, como anteriormente lo establecimos, lo que 

ocasiona que dicho procedimiento sea más difícil y tardío; no reconociéndose  de forma 

inmediata los efectos de la sentencia de divorcio extranjera. 

  

 Pero a continuación se explicarán como en la practica se llevan a cabo las 

diligencias de jurisdicción voluntaria para ejecutar la sentencia de divorcio extranjera, 

Artículo 179 de la Ley Procesal de Familia “Se seguirán por el trámite de jurisdicción 

voluntaria todos los asuntos que no presenten conflicto entre partes”: 

1° Interposición de la solicitud ante el correspondiente Juzgado de Familia, por medio de 

Apoderado constituído con arreglo a la Ley, salvo que la misma estaría autorizada para 

ejercer la procuración (Artículo 10 y 180 de la Ley Procesal de Familia), acompañada de 

la documentación siguiente:  

 Certificación  de la resolución de la Corte Suprema de Justicia sobre la sentencia 

extranjera de divorcio. 

 Testimonio de Poder General Judicial, Poder General con Claúsula Especial, o 

Poder Especial. 
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 Artículo 125 de La Ley Procesal de Familia “ En los procesos de divorcio  contencioso y de nulidad del 

matrimonio, dentro de los tres días siguientes de ejecutoriada la sentencia el Juez librará oficio al Registro 

del Estado Familiar del lugar donde se encuentra asentado la partida de matrimonio ordenándole su 

cancelación y la inscripción del divorcio o de la sentencia de nulidad, en su caso; asimismo, librará oficio 

a la oficina del Registro del Estado Familiar donde se encuentren asentadas las partidas de nacimiento de 

quienes fueron partes en dicho procesos, para que se hagan las anotaciones marginales de Ley”. Los 

Juzgados de Familia toman como base esta disposición para librar los oficios de todas las sentencias de 

divorcios, ya sean contenciosos  o no. 
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 Certificación de la Partida de Nacimiento de los cónyuges, de los hijos si existen 

y la de Matrimonio. Con el fin de comprobar el estado familiar de las partes, 

conforme lo estable el Artículo 195 del Código de Familia “El estado familiar de 

casado, viudo, divorciado y el de padre, madre o hijo, deberá probarse con la 

partida de matrimonio, divorcio, nacimiento y de muerte, según el caso”. 

Además, con dichas certificaciones los Juzgados de Familian librarán los oficios 

correspondientes a los Registros de Estados Familiares; Artículo 125 de la Ley 

Procesal de Familia “…librará oficio a la oficina del Registro del Estado 

Familiar donde se encuentren asentadas las partidas de nacimientos de quienes 

fueron partes en dicho procesos, para que se hagan las anotaciones marginales de 

Ley”. Es necesario señalar que con respecto a la Certificación de Partida de 

Matrimonio , que en la práctica es exigida; ésta no se debería de presentar ante 

los Tribunales de Familia ya que existe un previo examen de la Corte Suprema 

de Justicia de todos los documentos que la parte interesada presentó para que se 

le diera validez a la sentencia de divorcio extranjera. Por lo que si dicha 

sentencia es reconocida nacionalmente, no se tendría que probar el Estado 

Familiar de casado. 

 

2°  El Juzgado de Familia admitirá la solicitud, de acuerdo al Artículo 180 y 181 de la 

Ley Procesal de Familia
73

 y ordenará se libren los oficios al respectivo Registro del 

Estado Familiar correspondiente. 

 

3° Se libran los oficios y se proceden a archivar definitivamente el expediente en el 

Juzgado de Familia.  
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 Artículo 180 de la Ley Procesal de Familia: “La solicitud deberá  reunir los requisitos previstos para la 

demanda, en lo que fuere aplicable, excepto lo referente al demandado”; y Artículo 181: “Para la admisión 

de la solicitud se aplicarán las reglas de la admisión de la demanda”. 



 75 

4° La parte interesada,  pasado cierto tiempo se presenta al Registro del Estado Familiar 

correspondiente solicitando se le extienda Certificación de la Partida de Divorcio. 
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CAPITULO IV 

 

 

EJECUCIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  DE CAMPO 

 

 

En el presente capítulo contiene los datos recolectados mediante el Método 

General Deductivo, utilizando la técnica de la cédula de la entrevista; que fue dirigida a 

personas con conocimiento de carácter especializado acerca del exequátur, y a un 

usuario que ha sido parte de un procedimiento; con el objetivo de conocer el carácter 

práctico, aspectos positivos y negativos de dicho procedimiento, su eficacia para 

garantizar la validez de una sentencia de divorcio decretada en un país extranjero. 

 

Para la tabulación de los datos se han utilizado cuadros de frecuencia simple que 

son presentados con su respectiva grafica para una mejor y más rápida ubicación visual, 

para luego presentar su adecuada interpretación de manera escrita, para explicar al lector 

de forma rápida y clara lo observado en los cuadros. Agregando las conclusiones de 

dichos cuadros y la verificación de la hipótesis con relación a los datos recabados de la 

entrevista. 

 

4.1 SÍNTESIS DE LAS ENTREVISTAS 

 

Entrevista realizada a persona con conocimiento especializado acerca del 

exequátur y de la sentencia de divorcio decretada por país extranjero, 

perteneciente a  la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia.  

 

El conocimiento que tiene sobre el procedimiento del exequátur es que existen 

requisitos formales y de fondo que no están adecuados a las exigencias jurídicas actuales  
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específicamente en lo referente a familia, se aplican reglas supletorias de otra materia.  

 

Considera que la regulación actual del Código de Procedimientos Civiles, sobre 

el exequátur no es suficiente para que se otorgue inmediato cumplimiento a una 

sentencia extranjera; ya que existen situaciones actuales en diferentes campos jurídicos 

que no están claramente definidos o no los cubre lo dispuesto en el Código de 

Procedimientos Civiles. 

 

Los requisitos de acuerdo a su criterio necesarios para que se ejecute una 

sentencia extranjera en el país son: que no se pronuncie en rebeldía del demandado, y 

que la causa por la cual se pronunció no sea ilícita o violente el orden público de nuestro 

ordenamiento jurídico. 

 

Los principales obstáculos que destaca, en cuanto a la ejecución inmediata de la 

sentencia extranjera por medio del exequátur, es la diferencia en los requisitos exigidos 

por nuestro ordenamiento  jurídico y los requisitos formales y de fondo exigidos en el 

país que se pronuncie la sentencia. 

 

Considera que el plazo que establece el Código de Procedimientos Civiles para 

que la parte contraria pueda ejercer su defensa es actualmente inoperante, ya que en la 

práctica se confía en principio que en la sentencia dictada en el extranjero, se le 

respetaron todos los derechos a la parte contraria por lo que no se le violentaría su 

derecho de defensa; y por otro lado si la parte contraria esta en rebeldía, si es obligación 

de la Corte Suprema de Justicia mandarlo a oír, inclusive si se sabe que está en el 

extranjero se manda a citar por medio de exhorto volviéndose el procedimiento más 

largo, no cumpliéndose el plazo de tres días. 
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Considera que el exequátur es eficaz para garantizar la ejecución de la sentencia 

de divorcio decretada por un país extranjero; porque los requisitos que establece el 

Código de Procedimientos Civiles y la legislación de familia facilitan el conceder la 

autorización para su ejecución. 

 

Los requisitos que establece el Código de Familia, para que una sentencia de 

divorcio extranjera pueda producir efectos en El Salvador son: que se refiera a una 

acción personal, que no sea otorgada en rebeldía, que la causa porque se pronunció sea 

lícita en el país y que cumpla los requisitos de autenticidad. 

 

Si las causales invocadas del divorcio decretado en el extranjero no son iguales a 

las que establece nuestro Código de Familia, es que se puede dar lugar a que por tal 

razón no se conceda la autorización para su ejecución; no obstante que el criterio 

nacional es flexible, pero si es claramente ilícita tampoco da lugar a su ejecución. 

 

Dentro de las limitaciones que observa en el procedimiento están: el 

desconocimiento del mismo, los requisitos están dispersos y los requisitos formales, de 

fondo y autenticación no coinciden con los exigidos en nuestra legislación. 

 

No considera necesarias las diligencias que se siguen ante los Juzgados de 

Familia una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de Justicia de una 

sentencia de divorcio extranjera, porque la resolución pronunciada por la Corte es la que 

autoriza en forma directa su ejecución en el país, es decir le da plena validez salvo que la 

autorización sirva de base para  un proceso o procedimiento de la jurisdicción de familia. 

 

Entrevistas realizadas a diferentes Jueces de Familia de San Salvador: 
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 Primer Juez entrevistado. 

 

 El conocimiento que tiene sobre el exequátur, es que éste, es un procedimiento 

para que se ejecute una sentencia decretada en el extranjero, sea de divorcio o no; se 

sigue un trámite ante la Corte Suprema de Justicia, conforme lo contenido en el Código 

de Procedimientos Civiles. Por lo que considera, que lo regulado en dicho Código, si es 

suficiente para que una se le de inmediato cumplimiento a la sentencia extranjera, pero 

que de la Corte Suprema de Justicia depende que dicho cumplimiento sea eficaz.  

 

 Los requisitos que de acuerdo a su criterio son necesarios para que se ejecute una 

sentencia extranjera, son los establecidos en el Código de Procedimientos Civiles, entre 

los que destaca; que no se debe dictar la sentencia extranjera cuando este en rebeldía de 

la contraparte y debe ser dictada por un Tribunal competente, además no debe contrariar 

el orden público salvadoreño y en le caso específico de la sentencia de divorcio 

extranjera los requisitos los establece el Código de Familia, que nos dice que, el divorcio 

extranjero debe haberse dado por la mismas causas que reconoce la ley nacional. 

 

 Considera que no existen obstáculos o limitantes para hacer valer una sentencia 

extranjera sea ésta de divorcio o no, pues es la Corte Suprema de Justicia la que debe 

velar por que se le de cumplimiento a dicha sentencia cuando  cumple con los requisitos 

requeridos por la legislación salvadoreña. Por otra parte, sostiene que los plazos 

procesales son, demasiado cortos y deberían ser más largos, en especial  cuando se va a 

citar a la parte contraria para que comparezca y ésta reside en el extranjero. 

 

 Opina que el exequátur si es eficaz para garantizar la ejecución de una sentencia 

de divorcio, pues la Corte Suprema de Justicia analiza y ve todos los requisitos que 

establece el Código de Procedimientos Civiles para que la sentencia extranjera pueda ser  

ejecutada en el país. Asevera, que de acuerdo a la ley de familia si la causal invocada no  
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es igual o semejante a la que el Código de Familia regula, la sentencia de divorcio no se 

podrá ejecutar. Por otra parte, considera que la misma Corte como tribunal jurisdiccional 

que es, puede mandar directamente a cancelar la Partida de Matrimonio y asentar la de 

Partida de Divorcio, pero que por la competencia de los Jueces de Familia, las sentencias 

de familia deben ser ejecutadas por éstos, aunque la Sala de lo Civil, tiene competencia 

suficiente para conocer de materia familiar y realizar perfectamente dicho trámite 

encomendado en la práctica a los Jueces de Familia. 

 

 Segundo Juez entrevistado. 

 

El conocimiento que tiene sobre el exequátur, es que éste se conoce como 

pareatis, que se sigue ante la Corte Suprema de Justicia y es ésta la que le da el aval a la 

sentencia emitida en el extranjero, ordenando su ejecución. 

 

Considera que el Código de Procedimientos Civiles en su regulación actual sobre 

el exequátur si es suficiente; pero lo que sucede es que el procedimiento no deja de ser 

siempre un poco lento en la Corte Suprema de Justicia. 

 

Los requisitos necesarios para que una sentencia extranjera se pueda ejecutar en 

el país, es que haya sido reconocida por la Corte Suprema de Justicia ya que ésta 

reconoce su validez. 

 

Por otro lado no observa ningún obstáculo o limitante en la ejecución de la 

sentencia de divorcio decretada en el extranjero en los Juzgados de Familia, ya que la 

única labor que realiza el Juez de Familia es mandar a cancelar la Partida de Matrimonio 

y asentar por separado la de divorcio. 
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A su criterio el plazo establecido en el Código de Procedimientos Civiles es 

suficiente para que la parte contraria ejerza su defensa; pero que en la práctica los plazos 

cortos siempre se hacen más largos, y  si estuvieran regulados plazos más largos el 

proceso se retardaría demasiado. 

 

El exequátur es eficaz para garantizar la sentencia de divorcio en el extranjero 

porque uno de los requisitos que se establece  para poder ejecutar la sentencia de 

divorcio, es que se haya llevado a cabo el procedimiento del exequátur ante la Corte 

Suprema de Justicia; además el Código de Familia nos dice que se tiene  que revisar que 

se trate de las causales o motivos de divorcio que nosotros permitimos. 

 

Entre las consecuencias que se suscitan si las causales invocadas de divorcio 

decretado en el extranjero no son iguales a las que establece el Código de Familia, es 

que no se reconoce la sentencia y se tendrían que divorciar en El Salvador, por ejemplo: 

si alguien se divorcia por repudio la Corte Suprema de Justicia no concedería la 

ejecución de la sentencia extranjera, constituyendo esto una garantía para salvaguardar el 

orden público. 

 

Considera que las diligencias que se siguen ante los Juzgados de Familia son 

necesarias una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de Justicia de la 

sentencia de divorcio, porque ésta no esta autorizada para ejecutarlo sino que tiene que 

hacerlo a través de los Juzgados u órganos competentes; se vuelve como una comisión 

procesal, a través del Juez con competencia. 

 

 Tercer Juez entrevistado. 

 

El conocimiento que tiene sobre el exequátur, es que en primer lugar, es 

conocido como pareatis y para que se ejecute la sentencia extranjera tiene que reunir ésta  
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los elementos que nuestra legislación contempla para que pueda ser efectiva. Los 

elementos, los sujetos, la capacidad para poderla ejecutar y se logre el objetivo. 

 

No considera que la regulación sobre el exequátur en nuestro Código de 

Procedimientos Civiles sea suficiente pero que con el Anteproyecto del Código de 

Procedimientos Civiles se regulará en forma más amplia. 

 

Los requisitos que considera necesarios para la ejecución de una sentencia 

extranjera en nuestro país son: que se siga el exequátur ante la Corte Suprema de 

Justicia, que la sentencia extranjera sea traducida legalmente, que este definido donde se 

puede encontrar el demandado, que este claro el objeto y sujeto para ser efectiva dicha 

sentencia. 

 

Considera que no existen ningún obstáculo o limitación para ejecutar cualquier 

sentencia extranjera inclusive la de divorcio. 

 

Según su criterio el exequátur es eficaz para garantizar la ejecución de una 

sentencia de divorcio decretada en el extranjero, ya que es la forma de validez que se le 

da para que se pueda ejecutar. 

 

Asevera que los requisitos que establece nuestro Código de Familia para que una 

sentencia extranjera pueda producir efectos en El Salvador son los que estable el 

Artículo 117 del Código de Familia. 

 

Entre las consecuencias que existen si la causal invocada no es igual a la 

establecida en el Código de Familia, es que se declara inadmisible dicho divorcio, por 

ejemplo: si existe el caso extremo como el matrimonio entre personas del mismo sexo 

como se da en Alemania, no podría decretarse el divorcio en El  Salvador  y  en  ninguna 
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 legislación americana pues no esta contemplado. En la práctica, las sentencias 

extranjeras de divorcio utilizan un lenguaje jurídico diferente al nuestro; pero que en el 

fondo vienen a ser el mismo, esta el caso de la intolerabilidad en la que pueden caber 

varias situaciones o conductas, que si son reconocidas por el Artículo 106 Numeral 

Tercero del Código de Familia. 

 

Considera que las diligencias que se siguen ante los Juzgados de Familia, si son 

necesarias una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de Justicia de la 

sentencia de divorcio, pues el Código de Familia tiene por objeto resolver conflictos 

familiares y la ejecución de la sentencia vendría a resolver el conflicto de no 

cumplimiento de la sentencia si ésta no se puede ejecutar con la sola Certificación. 

 

Entrevista realizada a  Juez Suplente de Familia. 

 

 Inicialmente manifestó, que conoce el exequátur como un procedimiento que se 

lleva ante la Corte Suprema de Justicia, para que se resuelva a favor o no de la ejecución 

de una sentencia dictada en el extranjero y se quiera hacer valer  en nuestro país. 

Considera que la regulación actual de nuestro Código de Procedimientos Civiles sobre el 

exequátur no es suficiente, ya que, se establece algunos plazos  muy cortos para su 

objetivo o circunstancias como la autenticidad de los documentos, que ya nuestra 

realidad jurídica ya los ha superado o ya no tienen razón de ser, agregando que en sí el 

procedimiento como tal del exequátur no se encuentra establecido en una forma clara. 

 

 Agrega que los requisitos que son necesarios para que se ejecute una sentencia 

extranjera en nuestro país, son los establecidos en  los Artículos 452 del Código de 

Procedimientos Civiles, aunque la misma Corte Suprema de Justicia, hace que estos 

requisitos se vuelvan tediosos y sin sentido. 
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 Los principales obstáculos que impiden la ejecución inmediata de la sentencia 

extranjera es la misma Corte Suprema de Justicia, ya que ella es la que complica la 

agilidad del procedimiento, que una vez entendido como funciona, es realmente fácil de 

realizar. Considera que  el exequátur si es eficaz, por lo que esta figura no es del todo 

absurda, pero el problema es que en nuestro país, siempre se complican las cosas, 

tornando un trámite tan sencillo en uno muy tedioso y muy poco accesible de llevar en la 

práctica. 

 

 Establece que, el requisito del Código de Familia para que una sentencia 

extranjera de divorcio  sea valida en nuestro país, es que las causales que motivaron el 

divorcio en el otro país, sean iguales o semejantes a las que establece nuestra legislación 

y  agrega que  a pesar, de todo a veces, hay problemas para poder saber cual causal es la 

que motivo el divorcio, o alguna que no se encuentra ni semejante a las de nuestra 

legislación, por lo que, la Corte plena decide, en la no aplicabilidad de esa sentencia. 

Pero tal vez si existiera una facultad expresa, para que la Corte no fuera rigorosa y  bajo 

algún criterio fuera algunas veces, abierta a considerar las causales que no se encuentran 

en nuestro ordenamiento jurídico en forma expresa, pues, la asimilación o equiparación 

de las causales motivadas por los divorcios extranjeros,  es una gran limitante, ya que 

implica la negación del fallo hacia la sentencia extranjera, o inclusive origina un estudio 

largo por parte de la Corte Plena, el cual fuera innecesario si la misma Sala de lo Civil 

fallara por su cuenta. 

 

 Por último establece que no es necesario las diligencias que se siguen ante los 

Tribunales de Familia, ya que una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de 

Justicia de la sentencia extranjera de divorcio, la misma parte puede ir al registro 

familiar  para ser la inscripción y las respectivas marginaciones del caso. 
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Entrevista realizada  a resolutor de Juzgado de lo Civil. 

 

 Estableció que por haber llevado en el último año un exequátur, conoce a éste 

como un procedimiento necesario, para que un país determinado de la autorización  de 

ejecución de una sentencia de divorcio que se ha decretado por otro país, reconociendo 

en su oportunidad y bajo el grado necesario la autoridad de otro país. 

 

 Menciona la entrevistada que, la regulación actual de nuestro Código de 

Procedimientos  Civiles sobre el exequátur no es suficiente, ya que, deja sin aclarar las 

formalidades que en la práctica la misma Corte Suprema de Justicia exige, en base  

únicamente a costumbres innecesarias. 

 

 Agrega que los requisitos que establece el Código de Procedimientos Civiles son 

totalmente necesarios, pero se precisan añadir otros requisitos que no se encuentran 

estipulados en el Código, como que documentos son o no necesarios al presentar la 

solicitud del procedimiento. 

 

 Expresa que si existen obstáculos, los cuales impiden que la ejecución de la 

sentencia  extranjera  no sea inmediata; entre ellos, están las constantes prevenciones 

que realiza la Corte Suprema de Justicia, y algunas se encuentran sin fundamento 

alguno, y talvez sólo se guían por mera costumbre. También, el plazo que establece el 

Código de Procedimientos Civiles para que la parte contraria ejerza su defensa, es 

demasiado poco, y si no se previene, lo cual  hace este plazo muy largo y sin limite, pues 

no esta establecido en el Código, ni en ninguna regulación, la Corte tiene demasiadas 

libertades. 

 

 Menciona que el exequátur es una figura que según el Derecho Internacional 

Privado, es funcional para esta clase de sentencias; pero  también  hay  que   analizar que 
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aunque la naturaleza de esta figura, es ayudar a las relaciones internacionales en nuestro 

país, no esta funcionando como se debe, y esto no es por la figura en sí, si no más bien 

es por el órgano que  decide,  ya que la Corte plena se tarda mucho en fallar. 

 

 Con respecto a la sentencia de divorcio decretada en el extranjero estableció que 

el requisito que establece nuestro Código de Familia, es que  la causal  del divorcio sea 

aceptada por nuestra legislación familiar, para no contrarrestar el orden público de 

nuestro país, así, al no ser aceptada la causal por nuestra legislación, da el riesgo que no 

se ejecute esa sentencia en nuestro país, por lo que, a veces esto es un problema, ya que 

no siempre en muchos países no tienen las formalidades que nosotros al resolver. Por 

otra parte considera que la limitación más grande, al llevar está clase de procedimientos, 

es que no hay flexibilidad en el criterio de la Corte Suprema de Justicia al resolver. 

 

 Concluye  diciendo  que,  no son necesarias las diligencias que se siguen ante los 

Juzgados de Familia, ya que esto ocasiona que el trámite sea más largo y caro de 

realizarse, lo más conveniente es hacer un divorcio acá en  El Salvador. 

 

Entrevista realizada a persona especializada en la materia sobre la cual versa 

nuestra tesis, perteneciente al Consejo Nacional de la Judicatura. 

 

El conocimiento que tiene sobre el exequátur, es que es un procedimiento en que 

no hay conflicto entre partes, y por ende su función es proteger judicialmente los 

derechos ya reconocidos y hacerlos efectivos. 

 

Considera suficiente la regulación actual en nuestro Código de Procedimientos 

Civiles sobre el exequátur, ya que el Artículo 452 del mismo cuerpo legal, determina 

que  si  no  hubiese  tratados  especiales  y  eso  da  apertura jurídica  para  adecuar  a  las 

diferentes áreas la ejecución de sentencias extranjeras.  
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Dentro de los requisitos que considera necesarios para que se ejecute una 

sentencia extranjera en nuestro país son: que no se dicte la resolución en un país en el 

cual no se le de cumplimiento a nuestras sentencias; además que no contravenga nuestra 

Constitución y que no sea dictada en materias en las cuales no tiene competencia 

exclusiva los tribunales de El Salvador. 

 

Dentro de los obstáculos principales que impide la ejecución inmediata de la 

sentencia extranjera por medio del exequátur se encuentra lo que es la diversidad de 

normativas y el determinar si el marco jurídico que se tomó para dictar la sentencia no 

contraviene el orden jurídico nacional. 

 

No considera que el procedimiento del exequátur sea eficaz para garantizar la 

ejecución de una sentencia de divorcio decretada por un país extranjero porque las 

causales invocadas de divorcio pueden variar impidiendo que la sentencia de divorcio 

extranjera tenga inmediata ejecución y ponen en peligro los derechos personales. 

 

Entre  los requisitos que establece nuestro Código de Familia está el contemplado 

en su Artículo 117 que establece que la causal invocada en el divorcio sea igual o 

semejante a las que reconoce el Código de Familia. 

 

La consecuencia que existe si la causal invocada no es igual a la establecida en el 

Código de Familia es que no validará la causal y podría generarse violación de derechos 

para el cónyuge  declarado culpable o vencido. 

 

Dentro de las limitaciones encontradas en el procedimiento para ejecutar la 

sentencia de divorcio extranjera, está el retraimiento en determinar la amplitud en cuanto 

a las tres causales que establece nuestra legislación y el enmarcar en ellas otra y la 

limitación en cuanto a los derechos tutelados. 
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Considera que son necesarias las diligencias que se siguen ante los Juzgados de 

Familia  una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de Justicia de la 

sentencia de divorcio debido a la naturaleza de los derechos tutelados. 

 

Entrevista realizada a Litigantes y Docentes de la Facultad de Jurisprudencia y 

Ciencias Sociales de la Universidad de El Salvador: 

 

 Litigante entrevistado. 

 

El conocimiento que tiene sobre el exequátur, es que es un procedimiento que se 

sigue para darle validez a una sentencia extranjera ante la Corte Suprema de Justicia; 

pero que de acuerdo a su criterio  éste procedimiento no debería ser atribución de Corte 

Plena sino de la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia. 

 

No considera que la regulación actual en nuestro Código de Procedimientos 

Civiles sobre el exequátur, sea suficiente pues existe lentitud en el conocimiento por la 

Corte Plena de la sentencia extranjera a la cual se le quiere dar validez. 

 

El requisito que es necesario para que se ejecute una sentencia extranjera en el 

país, es principalmente que no viole normas de orden público en El Salvador. 

 

Dentro de los obstáculos y la principal limitante que impiden la ejecución 

inmediata de la sentencia extranjera, es que hay un lento conocimiento de la Corte Plena 

para autorizar la ejecutoria de la sentencia extranjera de divorcio. 

 

Considera que el exequátur, no es eficaz para garantizar la ejecución de una 

sentencia de divorcio decretada en el extranjero, y que la verdadera finalidad de dicho 

procedimiento es salvaguardar el interés público del país. 
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El requisito que establece el Código de Familia  para que una sentencia de 

divorcio pueda producir efectos en El Salvador, es el que se refiere a la dictada respecto 

de casados bajo la ley salvadoreña, que se podrán divorciar si la causal estuviere 

regulada en nuestro ordenamiento jurídico. 

 

  La consecuencia que se genera debido a que la causal invocada de divorcio 

decretado en el extranjero no sea igual o semejante a la regulada a la de nuestro Código 

de Familia, es que no se puede romper el vínculo matrimonial, no pudiendo el Estado 

salvadoreño autorizar la ejecución de la sentencia de divorcio extranjera. 

 

Si considera, que son necesarias las diligencias que se siguen ante los Juzgados 

de Familia, una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de Justicia de la 

sentencia de divorcio decretada por país extranjero; ya que la ejecución de dicha 

sentencia esta a cargo del órgano que supervisa la legalidad de su cumplimiento, 

mientras que la Corte Suprema de Justicia solo tiene la facultad para autorizar su 

ejecución por medio del exequátur. 

 

 Docente entrevistado. 

  

  Manifestó haber tenido suficientes conocimientos sobre el exequátur, como un 

procedimiento, que por medio del cual se puede ejecutar una sentencia dictada en el 

extranjero en nuestro país. 

 

 Según  su  criterio  la  regulación  actual  en  nuestro  Código  de  Procedimientos 

 Civiles sobre el exequátur, no es suficiente para que se otorgue a una sentencia 

extranjera   inmediato  cumplimiento,   agregando  que  ésta   se  encuentra   totalmente 
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 obsoleta, ya que, plantea una serie de requisitos formales  que convierten al 

procedimiento en un tramite lento y dispendioso, el cual se encuentra altamente 

burocratizado, especialmente por las prevenciones y por la carga de trabajo al alto 

Tribunal. 

 

 Manifiesta además,  que sólo basta con cumplir los requisitos  necesarios que en 

nuestra legislación establece  para que se ejecute una sentencia extranjera en nuestro 

país, pero cree que es necesaria la existencia de reformas a los Códigos de Familia y la 

Ley Procesal de Familia para adecuar estos requisitos en un Procedimiento Especial. 

 

 Para el Profesor Universitario, si existen obstáculos que impiden la ejecución 

inmediata de la sentencia extranjera, los cuales hacen que el trámite sea burocrático,  

uno de los obstáculos, es  el exagerado formalismo que se expresa en prevenciones 

fútiles o de poca importancia y eficacia, haciendo que el usuario sienta que el trámite sea 

pesado y largo. Agregando además que, el plazo que establece el Código de 

Procedimientos Civiles no es suficiente para que la parte contraria pueda ejercer su 

defensa, por lo que ocasiona que en la práctica no se cumplen dichos plazos, dejando 

una incertidumbre del tiempo que podría desarrollarse este trámite. 

 

 Por todo lo anterior,  establece, que no es eficaz el exequátur para garantizar la 

ejecución de una sentencia de divorcio, y el mejor indicador de ello es el poco uso que 

se hace de esta institución, según su experiencia y la compartida de otros colegas. Y por 

ende estableció que, esto es inoperante también, en el caso que uno quiera hacer ejecutar 

una sentencia de divorcio extranjera en nuestro país, y lo más fácil, es que antes de usar 

este procedimiento, es más conveniente realizar otro proceso de divorcio en nuestros  

Juzgados de Familia, bajo la causal de separación de los cónyuges. 
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 Así manifiesta que en relación a  la ejecución de  una sentencia de divorcio  el 

requisito que nuestro Código de Familia exige es, que la causal invocada sea igual o 

semejante a la de nuestra legislación, de acuerdo a nuestro Artículo 117 del Código de 

Familia, y cuando las causales invocadas en el divorcio decretado no son iguales  

ocasiona  irregularidades que provocan que este trámite sea más engorroso e imposible 

de utilizar en la práctica. 

 

 Considera que, las diligencias que se siguen ante los Juzgados de Familia no son 

necesarias, una vez que se  había obtenido la Certificación de la Corte Suprema de 

Justicia de la sentencia de divorcio extranjera, ya que  esto hace mas engorroso el 

procedimiento, y  esto se convierte en un obstáculo más para una pronta y cumplida 

justicia; estableciendo además, que en esta época de globalización se deben introducir 

reformas urgentes a este tipo de trámites ineficaces.  

 

 Litigante y Docente entrevistado. 

  

 Establece que conoce la figura del exequátur, como un procedimiento burocrático 

que se debe cumplir  en base a lo previsto en los Artículos 451 y siguientes del Código 

de procedimientos Civiles, ante  la Corte Suprema de Justicia a fin que esta avale u 

homologue la sentencia dictada en país extranjero. 

 

 Considera que, la  regulación actual en nuestro Código de Procedimientos Civiles 

sobre el exequátur no es suficiente, ya que el procedimiento no se encuentra en  un 

forma expedita, sino tardía, por lo que establece que, se debe de dar énfasis a tratados 

bilaterales o multilaterales que dispongan que, con sólo  autenticar la sentencia 

procedente de otro estado, simplemente se ejecutará en nuestro país, sin ningún otro 

requisito; y los requisitos que establece necesarios  son  los  que regula  el  Artículo  452 
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en el ordinal tercero y cuarto del mencionado Código, como base una obligación igual o 

similar en nuestro país, y que la ejecutoria sea lo suficientemente válida en el país donde 

se dictó. 

 

 Manifiesta que el principal obstáculo que impide la ejecución inmediata de la 

sentencia extranjera, es el mismo trámite de homologación, ya que esto es innecesario 

por ser un trámite engorroso y como éste no da inmediata ejecución a una sentencia, se 

debería de obviar y más aún con la integración y globalización de los estados, cree que 

bastaría con que la Corte Suprema de Justicia del estado donde se dicto de fe de su 

autenticidad. 

 

 Además considera que, el plazo que establece el Código de Procedimientos 

Civiles no es suficiente  y es demasiado breve. Por otro lado, asegura que el 

procedimiento es eficaz, siempre y cuando los interesados reúnan todos los requisitos 

suficientes que establece nuestro Código. 

 

  Opina que el requisito para que una sentencia de divorcio extranjera pueda 

producir efectos en nuestro país,  es el establecido en el Artículo 117 del Código de 

Familia y además dice que si las causales invocadas del divorcio decretado en el 

extranjero no son iguales o semejantes esto produciría la no aplicabilidad de la 

sentencia. 

 

 Por último, considera que las limitaciones que ha observado para ejecutar una 

sentencia de divorcio extranjera en nuestro país es el tiempo que se lleva en realizarlo y  

económicas, pues si se tarda dicho proceso, causa gastos  a las partes; agregando que no 

son necesarias las diligencias que se siguen ante los Juzgados de Familia, ya que si el 

máximo tribunal se pronuncio al respecto, por lo que es, inoficioso que éstos entren a 

conocer del caso ya resuelto. 
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 Litigante y Docente entrevistado. 

 

 Establece que, si tiene conocimiento del exequátur como un procedimiento de 

legalización de la sentencia extranjera. Agrega además, que no es suficiente la 

regulación actual en nuestro Código de Procedimiento Civiles sobre el mismo, ya que, es 

muy limitada.  Por otra parte considera que los requisitos necesarios para que se ejecute 

una sentencia extranjera en nuestro país,  son que se haya sido declarada por un tribunal 

competente y  debidamente autenticada. 

 

 Establece que el obstáculo principal que impide la ejecución inmediata de la 

sentencia extranjera por medio del exequátur, es la exigencia que la parte contraria esté 

presente en el proceso  del tribunal extranjero que dictó la sentencia, agregando a lo 

anterior que el exequátur no es eficaz para garantizar el inmediato cumplimiento de la 

sentencia extranjera pues se enfrentan  con  ciertas  limitaciones  en   el     procedimiento  

como es la tardanza de la Corte Suprema de Justicia en concebir o no el exequátur o 

pariatis, y las exigencias innecesarias de la propia  ley nacional. 

 

 Por último, establece que si son necesarias las diligencias que se siguen ante los 

Juzgados de Familia ya que se  debe de tener una especia de respaldo nacional. 

   

 Docente entrevistado. 

 

 Manifestó que su conocimiento sobre el exequátur ha sido relativamente poco, ya 

que,  está figura  ha caído con el tiempo en un desconocimiento en la práctica de los 

abogados, los cuales, prefieren buscar otras vías alternas para hacer efectivo un divorcio 

decretado en el extranjero, como por ejemplo realizar un divorcio en los Tribunales de 

Familia  en  el  país;  agregando  que  uno  de  los  obstáculos  principales que impiden la 

Ejecución  inmediata  de la sentencia extranjera es que las causales que sirvieron de base  
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en el divorcio extranjero, no  se encuentran comúnmente estipuladas en el Código de 

Familia, causando una confusión al litigante. 

 

 Pero considera, que  a pesar de todos los inconvenientes, la regulación actual en 

nuestro Código de Procedimientos Civiles sobre el exequátur es suficiente para que se 

otorgue a una sentencia extranjera inmediato cumplimiento, ya que, no se necesita 

discutirse más, sino hacer efectivo lo que ya fue decidido en un proceso llevado en otro 

país, El Salvador sólo tiene que hacer efectivo esa sentencia, pero estableció que  sin 

embargo,  en la práctica es muy difícil lograr hacer efectiva una sentencia, ya que la 

Corte Suprema es el principal obstáculo por causa de su burocratismo. Además, 

estableció que todos los requisitos establecidos en el Código de Procedimientos Civiles 

y de Familia son realmente necesarios. Y que,  si al  no cumplimiento de éstos, es lógica 

la no aplicabilidad de esa sentencia. 

 

 Manifestó que  no considera necesarias las diligencias que se siguen ante los 

Juzgados de Familia, una vez obtenida por las partes la Certificación de la Corte 

Suprema de Justicia de la sentencia de divorcio extranjera, ya que debería ser un sólo 

procedimiento y ante un mismo tribunal competente. 

 

 Por último, estimo que si es eficaz el exequátur para garantizar la ejecución de 

una sentencia de divorcio decretada por un país extranjero, pero  siempre  que las partes 

llenen los requisitos  que se requieren, aunque esto es muy complicado,  ya que surgen 

ciertas limitaciones en el desarrollo del procedimiento, más que todo administrativas; 

ocasionando que  se  vuelva largo el proceso para las partes, aunado a esto  la tardanza 

de la Corte plena para resolver. 
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 Docente entrevistado. 

 

 El conocimiento que tiene sobre el exequátur para poder ejecutar una sentencia 

extranjera es un poco limitado,  ya que en la práctica es una figura que casi no utiliza. 

 

 Considera que la regulación actual del Código de Procedimientos Civiles sobre el 

exequátur no es suficiente para que se otorgue a una sentencia inmediato cumplimiento, 

ya que no se adapta a las nuevas reglas. 

 

 Estima que los principales obstáculos que impiden la ejecución de la sentencia 

extranjera son: la falta de normativa apropiada y la actitud de la Corte Suprema de 

Justicia, ante la figura del exequátur, considerando que la última, es la principal 

limitante para que tenga inmediata eficacia la sentencia extranjera de divorcio. 

 

 El plazo que establece el Código de Procedimientos Civiles no es suficiente para 

que la parte contraria pueda ejercer su defensa, debería ser más amplio por la delicadeza 

que tiene este tipo de casos, ya que la parte a oír, en su mayoría está fuera del país. 

 

 Considera que el exequátur no es eficaz para garantizar la ejecución  de una 

sentencia de divorcio decretada por un país extranjero; es muy tardado y debería ser más 

breve. 

 

 El requisito que establece nuestro Código de Familia para que una sentencia de 

divorcio extranjera pueda producir efectos en El Salvador, es que las causales de 

divorcio sean reconocidas por nuestra legislación. 

 

 La  consecuencia  que  se  genera  si  las  causales  de  divorcio  decretado  en  el  

extranjero no sean iguales a las que establece nuestro Código de Familia, es que  no se  
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ejecuta la sentencia. 

 

 Considera que si son necesaria las diligencias que se siguen ante los Tribunales 

de Familia una vez obtenida la Certificación de la Corte Suprema de Justicia, porque su 

conocimiento es necesario con respecto a que pudiera darse el caso que exista una 

modificación de la sentencia en cuanto a lo accesorio. 

 

 Litigante (Abogado y Notario) entrevistado. 

 

 El conocimiento que tiene sobre el exequátur es extenso, ya que ha llevado varios 

casos sobre dicho procedimiento. 

 

 Considera que la regulación actual en nuestro Código de Procedimientos Civiles 

sobre el exequátur no es suficiente, porque este no se adapta a las exigencias actuales. 

 

 Los requisitos que son necesarios para que se ejecute una sentencia extranjera en 

nuestro país son los que establece la legislación. 

 

 Entre los obstáculos que observa, es lo referente al plazo establecido para oír a  la 

parte contraria, ya que ésta en la mayoría  de los casos esta fuera del país. Incluso 

considera que dicho plazo no debería de existir, por tratarse de la ejecución de la 

sentencia. 

 

 El exequátur fuera eficaz para garantizar la ejecución  de una sentencia de 

divorcio decretada por un país extranjero, si la legislación tuviera las respectivas 

reformas. 
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 El requisito establecido por el Código de Familia para que una sentencia de 

divorcio extranjera pueda producir efectos en El Salvador, es que la causal sea igual o 

semejante a la del Código de Familia. 

 

 Cuando las causales invocadas del divorcio decretado en el extranjero no sean 

iguales o semejantes a las que establece el Código de Familia, tiene como consecuencia 

que la sentencia de divorcio extranjera no se ejecute. 

 

 Las diligencias que se siguen ante los juzgados de familia una vez obtenida la 

certificación de la Corte Suprema de Justicia de la sentencia de divorcio extranjera, no 

son necesarias, porque las consecuencias del exequátur son de carácter administrativas y 

no jurisdiccionales; además la Corte Suprema de Justicia, como un tribunal supremo 

tiene la facultad para librar los oficios. 

 

Entrevista realizada  a persona que fue parte en un procedimiento de exequátur 

para darle validez a una sentencia de divorcio extranjera. 

 

 Nos dice que el procedimiento que siguió para darle validez a su  sentencia 

extranjera de divorcio, fue ante la Corte Suprema de Justicia ante la cual se interpuso 

una solicitud presentada por medio de abogado, con el fin de que le autorizarán para que 

su  divorcio fuera válido en El Salvador. 

 

 Los requisitos exigidos para iniciar el procedimiento consistieron en tener que 

presentar la sentencia de divorcio autenticada, llevar diligencias de traducción de la 

sentencia ante Notario, poder otorgado al abogado para que la representara y la dirección 

de su cónyuge. Además, menciona la entrevistada, que tuvo problemas para llenar todos 

los requisitos exigidos, especialmente porque no sabía en esa época el domicilio actual 

de su cónyuge. 
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 Manifiesta que el tiempo que duró el procedimiento ante la Corte Suprema de 

Justicia fue aproximadamente de dos años y medio, que la causal por la que se divorcio 

en el país extranjero fue por separación por más de un año y que no concluyó dicho 

trámite ante la Corte pues retiro su caso; considera que este procedimiento la hizo 

incurrir en gastos innecesarios y que dentro de los principales obstáculos con los que se 

enfrento fueron las prevenciones realizadas las cuales según le dijo la abogado, eran de 

mera formalidad. Por lo que en base a lo anterior concluye diciendo que no considera 

eficaz el exequátur para garantizar la ejecución inmediata de la sentencia de divorcio 

extranjera, agregando que le recomendaron que mejor iniciara un proceso en los 

Tribunales de Familia.   

 

4.2 CUADROS. 

 

CUADRO 1. 

  

Cuadro de frecuencia simple sobre  el grado de conocimiento de los entrevistados. 

 

CONOCIMIENTO F 

MUCHO 8 

POCO 4 

MUY POCO 2 

TOTAL 14 

 

 

CONOCIMIENTO SOBRE EL EXEQUATUR PARA PODER EJECUTAR UNA 

SENTENCIA EXTRANJERA 

57%29%

14%
MUCHO

POCO

MUY POCO
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CUADRO 2 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la consideración de los entrevistados en cuanto si es 

suficiente o no  la actual regulación en nuestro Código de Procedimientos Civiles sobre 

el exequátur para que se otorgue a una sentencia extranjera  inmediato cumplimiento 

 

 

 

SUFICIENTE 
REGULACION 

F 

SI 4 

NO 10 

TOTAL 14 

 

 

 

29%

71%

SI

NO

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 100 

CUADRO 2.1. 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados sobre las razones de 

porque no es suficiente la regulación actual en nuestro Código de Procedimientos 

Civiles sobre el exequátur  para que se otorgue a una sentencia extranjera inmediato 

cumplimiento en nuestro país. 

 

 

 

RAZONES 
 

F/% 

Situaciones actuales en diferentes campos jurídicos 
que no están definidos / obsoleta 

75 

Requisitos innecesarios  
25 

 

TOTAL 100% 

 

 

 

 

 

75%

25%

Situaciones actuales en diferentes campos jurídicos que no estan definidos / absoleta
Requisitos innecesarios 
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CUADRO 3 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados en cuanto a cuáles son 

los requisitos necesarios para que se ejecute una sentencia extranjera en nuestro país. 

 

 

 

REQUISITOS NECESARIOS F/ % 

Competencia del juez 11 

La sentencia no dictada en rebeldía 17 

No en contra del orden público 32 

Requisitos de autenticidad 25 

Todos los establecidos en el Código 
de Procedimientos Civiles 

15 

TOTAL 100% 

 

 

11%

17%

32%

25%

15%

Competencia del juez

La sentencia no dictada en rebeldia

No en contra del orden público

Requisitos de autenticidad

Todos los establecidos en el Código de

Procedimientos Civiles
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CUADRO 4 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados en cuanto  a cuales 

son los obstáculos principales que impiden la ejecución inmediata de la sentencia 

extranjera 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

21%

43%

36%

Diferencia en los requisitos exigidos por nuestro ordenamiento jurídico y los de otros paises

Tardanza de la Corte Plena en fallar

Exagerado formalismo por parte de la Corte Suprema de Justica

 
 

 

 

 

 

 

OBSTACULOS PRINCIPALES F/% 

Diferencia en los requisitos exigidos 
por nuestro ordenamiento jurídico y 

los de otros países 
21 

Tardanza de la Corte Plena en fallar 43 

Exagerado formalismo por parte de la 
Corte Suprema de Justicia 

36 

 
TOTAL 

100% 
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CUADRO 5 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la consideración de los encuestados sobre si el plazo 

que establece el Código de Procedimientos Civiles es suficiente o no  para que la parte 

contraria  puede ejercer su defensa 

 

 

 

 

29%

71%

SI

NO

 

 

 

 

 

 

CONSIDERACION F 

SI 4 

NO 10 

TOTAL 14 
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CUADRO 5.1 

 

Cuatro de frecuencia simple sobre las razones por la cuales los encuestados consideraron 

que no es suficiente el plazo establecido en el Código de Procedimiento Civiles para que 

la parte contraria pueda ejercer su defensa 

 

 
EL PLAZO NO ES 
SUFICIENTE ¿Por 

qué? 
F/ % 

Inoperante 34 

Muy corto para citar a 
la parte contraria  

66 

TOTAL 100 

 

 

34%

66%

Inoperante Muy corto para citar a la parte contraria 
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CUADRO 6 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los encuestados sobre si consideran 

eficaz el exequátur para garantizar la ejecución de una sentencia de divorcio decretada 

por un país extranjero. 

 

 

 

 

¿ES EFICAZ EL 
EXEQUATUR? 

F 

SI 8 

NO 6 

TOTAL 14 

 

 

57%

43%

SI NO
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GRAFICO 6.1 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados en cuenta a las 

razones del porque consideran que el Exequátur es eficaz para garantizar la ejecución de 

una sentencia de divorcio extranjera en nuestro país. 

 
RAZONES F/% 

Es la única forma para hacer efectiva la 
sentencia extranjera en nuestro país 

57 

Tiene que dar el aval el Órgano de Mayor 
jerarquía del estado ejecutor 

43 

TOTAL 100 

 

 

 

57%

43%

Es la única forma para hacer efectiva la sentencia extranjera en nuestro país

Tiene que dar el aval el Organo de Mayor jeraquia del estado ejecutor
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GRAFICO 6.2. 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados en cuenta a las 

razones del porque consideran que el Exequátur no es eficaz para garantizar la ejecución 

de una sentencia de divorcio extranjera en nuestro país. 

 

 

 

22%

35%

43%

Es un trámite tadió no produciendo una pronta justicia

es un tramite burocratizado y con arbitrariedades

La legislación actual no es suficiente 

 
 

 

 

 

 

 

 

RAZONES F/% 

Es un trámite tardío no produciendo una pronta 
justicia 

22 

Es un trámite burocratizado y con arbitrariedades 35 

La legislación actual no es suficiente  43 

TOTAL 100 
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CUADRO 7 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los encuestados en cuanto que 

requisitos establece nuestro Código de Familia para que una sentencia de divorcio 

extranjera pueda producir efectos en El Salvador. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

86%

14%

Causales establecidas en el Art.117 del C. Fm. otros
 

 

 

 

REQUISITOS  F 

Causales 
establecidas en el 
Art. 117 del C. Fm. 

12 

Otros 2 

TOTAL 14 
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CUADRO 8 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados en cuanto a las 

consecuencias cuando la causal invocado en el divorcio decretado en el extranjero no sea 

igual o semejante a las que establece nuestro Código de Familia. 

 

 

 

 

100%

0%

INAPLICABILIDAD DE LA SENTENCIA EXTRANJERA

APLICABILIDAD DE LA SENTENCIA EXTRANJERA 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONSECUENCIA F/% 

INAPLICABILIDAD DE LA SENTENCIA 
EXTRANJERA 

100 

APLICABILIDAD DE LA SENTENCIA 
EXTRANJERA  

0 

TOTAL 100 
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CUADRO 9 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la opinión de los entrevistados en cuanto a las 

limitaciones para ejecutar una sentencia de divorcio extranjera en nuestro país. 

 

 

 

 

 

 
LIMITACIONES F 

SI 11 

NO 3 

TOTAL 14 

 

 

 

 

79%

21%

SI

NO
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CUADRO 9.1 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre  cuales fueron las limitaciones que consideraron los 

entrevistados para que una sentencia de divorcio extranjera se ejecute en nuestro país. 

 

 

 

 

 
LIMITACIONES 

F/% 

Desconocimiento 12 

Los requisitos estas dispersos 24 

Retraimiento en determinar la amplitud de las causales 29 

Retraso de la Corte Suprema de Justicia en dar el fallo 
final 

35 

TOTAL 100 

 

 

 

 

 

12%

24%

29%

35%

Desconocimiento

Los requisitos estas
dispersos

Retreimiento en
determinar la amplitud
de las causales

Retraso de la Corte
Suprema de Justicia en
dar el fallo final
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CUADRO 10. 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la consideración de los entrevistados sobre si son 

necesarias o no las diligencias que se siguen ante los Juzgados de Familia una vez se 

obtiene la certificación de la Corte Suprema de Justicia de la sentencia de divorcio 

extranjera. 

 

 

 

NECESARIA  F 

SI 5 

NO 9 

TOTAL 14 

 

 

 

 

36%

64%

SI

NO
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CUADRO 10.1 

 

Cuadro de frecuencia simple sobre la consideración de los entrevistados sobre las 

razones del porque no son necesarias las diligencias que se siguen ante los Juzgados de 

Familia una vez se obtiene la certificación de la Corte Suprema de Justicia de la 

sentencia de divorcio extranjera.  

 

 

 

 

36%

64%

El fallo de la Corte Plena tiene suficiente validez y veracidad por ser  el trbunal del maximo grado 

jerarquico
No debe existir una diligencias extra que hace retrazar la ejecución de la sentencia extranjera

 

RAZONES F/% 

El fallo de la Corte Plena tiene suficiente validez y 
veracidad por ser  el tribunal del máximo grado  

jerárquico 
36 

No debe existir una diligencias extra que hace 
retrazar la ejecución de la sentencia extranjera 

64 

TOTAL 100 
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4.3  INTERPRETACIÓN DE CUADROS 

 

 Se entrevistó a una población de catorce personas con conocimiento de carácter 

especializado acerca del exequátur para darle validez a una sentencia de divorcio 

decretada en el extranjero. 

 Es importante aclarar que se hicieron dos cuadros en algunas preguntas de las 

entrevistas, uno estableciendo las respuestas afirmativas o negativas de la población y 

otro estableciendo las razones de la mayoría de los entrevistados. 

 

CUADRO 1 

 Un 57 % de la población entrevistada tiene mucho conocimiento sobre el 

exequátur para poder ejecutar una sentencia extranjera en nuestro país; por otra parte 

solo un 29% tiene poco conocimiento y solo un 2% tiene muy poco conocimiento. 

 

CUADRO 2 Y 2.1 

 La mayoría de los entrevistados (71%) considera que la regulación actual en 

nuestro Código de Procedimientos Civiles sobre el exequátur no es suficiente para que 

se otorgue a una sentencia extranjera inmediato cumplimiento; estableciéndose que las 

razones por las cuales no era suficiente era que  existían situaciones actuales en 

diferentes campos jurídicos que no están definidos en la regulación u obsoletos (75%), o 

que los requisitos existentes en la regulación eran innecesarios (25%). Mientras que la 

minoría de los entrevistados (29%), establecieron que la regulación actual si es 

suficiente. 

  

CUADRO 3 

 Un 32% de los entrevistados opina que el requisito necesario para que se ejecute 

una  sentencia  extranjera  en  nuestro  país  es  que dicha sentencia no vaya en contra del 
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orden público, mientras que un 25% asevera que los necesarios son los requisitos de 

autenticidad. Por otra parte los entrevistados opinan que la sentencia extranjera no fuera 

dictada en rebeldía (17%) y el juez que la dictó fuera competente (11%). Pero la otra 

parte de la población (15%) estableció que todos los requisitos establecidos en el Código 

de Procedimientos Civiles son necesarios para que se otorgue dicha sentencia. 

 

CUADRO 4 

 Dentro de los principales obstáculos que consideraban los entrevistados es en 

primer lugar, la tardanza de la Corte Plena en fallar (43%); en segundo lugar, el 

exagerado formalismo por parte de la Corte Suprema de Justicia (36%); y en tercer 

lugar, la diferencia en los requisitos exigidos por nuestro ordenamiento jurídico y los 

exigidos en los otros países de la sentencia extranjera (21%). 

 

CUADRO 5 Y 5.1 

 La mayoría de los entrevistados considera que no es suficiente el plazo que 

establece el Código de Procedimientos Civiles para que la parte contraria pueda ejercer 

su defensa (71%), porque este plazo es demasiado corto para citar a la parte contraria y 

en especial cuando se encuentra en el extranjero (66% del 71%),  opinando además que 

dicho plazo es inoperante cuando la parte contraria es la que ha solicitado la ejecución 

de la sentencia (34% del 71%). Por el contrario un 29 % de los entrevistados opinaron 

que si es suficiente el plazo regulado. 

 

CUADRO 6, 6.1 Y 6.2 

 La mayoría de los entrevistados estableció que el exequátur si era eficaz para 

garantizar la ejecución de una sentencia de divorcio ejecutada por un país extranjero 

(57%), ya que es la única forma establecida por nuestra regulación para hacer efectiva la 

sentencia extranjera (57% del anterior porcentaje) y para que se ejecute una sentencia 

extranjera  es   necesario  que  el   órgano   de   mayor jerarquía del estado en que se va a  
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ejecutar de el aval (43% del 57%). Por otra parte  el 43% de la población consideraron 

que no era eficaz, en primer lugar porque la regulación de dicho trámite no es suficiente 

(43% del anterior porcentaje), y en segundo lugar el trámite es tardío y no produce así un 

pronta justicia (22% del 43%); y en tercer lugar, es un trámite burocratizado y lleno de 

arbitrariedades (35% del 43%). 

 

CUADRO 7 

 La mayoría de los entrevistados establecieron de forma correcta que el requisito 

que establece el Código de Familia para que una sentencia de divorcio pueda producir 

efectos en El Salvador es que la causal invocada sea igual o semejante a la que nuestra 

legislación establece (86%), pero otros opinaron erróneamente que existen otros 

requisitos (14%). 

 

CUADRO 8 

 La totalidad de los entrevistados establecieron que la única consecuencia de que 

la causal invocada no sea igual o semejante a las que establece nuestro Código de 

Familia, es la inaplicabilidad de la sentencia extranjera de divorcio (100%). 

 

CUADRO 9 Y 9.1 

 La mayoría de los entrevistados opinaron que si existen limitaciones  en el 

procedimiento para ejecutar una sentencia de divorcio extranjera en nuestro país (69%); 

las cuales son: el desconocimiento del procedimiento (12% del 69%); los requisitos para 

hacer ejecutar una sentencia, se encuentran de una forma dispersa en la legislación (24% 

del 69%); el retraimiento en determinar la amplitud de la causal por parte de la Corte  

Plena (29% del 69%) y la tardanza del fallo final de la Corte Plena (35% del 69%). La 

otra parte de la población opinó que no existían limitantes (21%). 
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CUADRO 10 

  La mayoría de los entrevistados consideraron que no  eran  necesarias  las 

diligencias que se siguen ante los Juzgados de Familia una vez obtenida la Certificación 

de la Corte Suprema de Justicia de la sentencia de divorcio extranjera (64%), las razones 

son: no debe de existir una diligencia extra que haga retrasar la ejecución de la sentencia 

(64% del anterior porcentaje); el fallo final de la Corte Suprema de Justicia tiene plena 

validez por ser un órgano de mayor jerarquía (36% del 64%). Por otro lado el 36% de la 

población consideró que si son necesarias. 

 

4.4 CONCLUSIONES 

 

 Como resultado de las anteriores entrevistas realizadas a personas con 

conocimiento especializado acerca del exequátur se estableció que éste es un 

procedimiento para darle validez a una sentencia extranjera el cual se lleva a cabo ante la 

Corte Suprema de Justicia. 

 

 Que la regulación actual del Código de Procedimientos Civiles es totalmente 

obsoleta y plantea una serie de requisitos formales que convierten al procedimiento en 

un trámite lento. Además, ésta  no es suficiente ya que no cubre circunstancias reales 

como son los plazos, la documentación necesaria que se debe de llevar para iniciar el 

proceso, o situaciones actuales en diferentes campos jurídicos, tales como los 

formalismos más o menos rigurosos de las diferentes sentencias extranjeras, que no 

están claramente definidos o no los cumple lo dispuesto en el Código. 

 

 Los requisitos  considerados verdaderamente básicos para darle cumplimiento a 

una  sentencia  extranjera  son  que  no  se  contraríe  el orden público salvadoreño y que 
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 dicha  sentencia   se  haya  dictado  por  un  Tribunal  competente,  los cuales deben 

estar reconocidos por un tratado y en nuestra legislación interna; pero, además existen  

requisitos formales y de fondo contemplados en nuestra legislación que no se adecuan a 

las exigencias jurídicas actuales originadas por el  proceso de globalización en el que 

comienza a estar inmerso El Salvador. 

 

 Se ha sostenido que el exequátur es un procedimiento lento, lo cual es el 

principal obstáculo para que una sentencia extranjera se ejecute, tardanza que recae 

sobre el conocimiento de este procedimiento por la Corte Plena, ya que se atrasa en 

fallar, por lo que se recomienda que se le atribuya a la Sala de lo Civil la competencia 

para conocer de este trámite pues perfectamente puede conocer sobre casos de familia y 

así darle mayor celeridad a este procedimiento. Dentro de las limitantes para  darle 

inmediato cumplimiento a la sentencia de divorcio extranjera se encuentran, las 

prevenciones innecesarias imposibles de suplir por el exagerado formalismo de la Corte 

Suprema de Justicia. Este formalismo no se encuentra regulado en nuestro ordenamiento 

jurídico, por lo que, el órgano competente resuelve en base a mera costumbre no 

adecuándose a la realidad jurídica actual. Aunado a esta limitante  se encuentra que la 

poca regulación que existe esta  en una forma dispersa. Otra de las limitantes se da en el 

caso que la causal invocada de divorcio decretado en el extranjero sea diferente a las que 

regula nuestro ordenamiento jurídico, por lo que la Corte Suprema de Justicia aplica su 

analogía para determinar si dicha causal  es igual o semejante a la que establece el 

Código de Familia, lo que obstaculiza el ágil reconocimiento de la sentencia de divorcio 

extranjera o se le niega  su  ejecución.  

  

 De acuerdo al Derecho Internacional Privado, el exequátur es una figura eficaz y 

funcional para la ejecución de las sentencias extranjeras en especial las de divorcio 

siempre y cuando se cumplan  los requisitos requeridos por el país donde se quiera 

ejecutar, aunque la naturaleza de esta figura, es ayudar a las relaciones internacionales 

en  nuestro  país,  ésta  no  se esta cumpliendo como se debería puesto que el órgano que 
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decide su ejecución como se ha manifestado anteriormente, no ayuda a que el exequátur 

sea un procedimiento para que se de pronta y cumplida justicia, salvaguardando la 

seguridad jurídica internacional; volviéndose por el contrario burocrático y poco 

aplicable. 

 

4.5  CASOS DE ESTUDIO. 

 

En el presente trabajo de investigación se han estudiado diferentes resoluciones 

que ha emitido la Corte Suprema de Justicia para que se ejecute una sentencia de 

divorcio extranjera en nuestro país, con el objetivo de determinar si son conformes a 

derecho y si garantizan eficazmente la validez de dicha sentencia a través del exequátur. 

Entre los que se encuentran los siguientes, con sus respectivos comentarios: 

 

En el año de 1938 la Corte Suprema de Justicia pronunció el siguiente fallo: 

“Vista la solicitud del doctor Juan Antonio Villalta, apoderado de doña Consuelo 

Esperanza López, sobre que se conceda permiso para cumplir en esta República, 

conforme a la ley, la sentencia de divorcio pronunciada por la Corte de Apelaciones de 

Granada, República de Nicaragua, confirmatoria de la juez de Distrito de lo Civil de 

Rivas, sentencia en la cual se resolvió  lo siguiente:  se declara disuelto el vínculo 

matrimonial contraído por los señores Rodolfo Pérez Avilés y Consuelo Esperanza 

López, llamada igualmente Cosuelo Guadalupe López, el treinta de noviembre de mil 

novecientos treinta y tres. Inscríbase en el competente Registro de Estado Civil y en el 

de las personas, poniéndose nota de ella al margen de la partida de matrimonio de los 

cónyuges. Y, Considerando: Que el doctor Villalta presentó a este Tribunal la ejecutoria 

correspondiente, debidamente autorizado donde consta que realmente fue declarado  el 

divorcio expresado, por la causal de abandono invocada por doña Consuelo Esperanza 

López,  contra  su  esposo  doctor Rodolfo Pérez Avilés, reconocido por las leyes de este 
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 país; que para dictar la referida sentencia se han cumplido todas las circunstancias que 

requiere el Artículo 452 Pr., y resulta por otra parte que el matrimonio disuelto se 

contrajo en esta ciudad de San Salvador, donde en el Registro  Civil correspondiente ha 

debido asentarse la respectiva partida; que oído el curador del ausente doctor Pérez 

Avilés, Bachiller don Francisco Quintanilla Granados, manifestó este que no se opone al 

permiso solicitado por haberse llenado los requisitos legales. 

 Por tanto: de conformidad con los Artículos 171 C., 453 Pr. Y 53 al 56 de la 

Convención sobre Derecho Internacional Privado (Código Bustamante), dijeron: 

Concédese a doña Consuelo Esperanza López el permiso que solicita….”. 

 

 En esa época la Corte Suprema de Justicia utilizó el criterio del Artículo 171 del 

Código Civil erróneamente ya que éste regula la sentencia ejecutoriada de nulidad de 

matrimonio;  teniendo que haber invocado el Artículo 170 de mencionado cuerpo legal 

para concederle validez a la sentencia extranjera de divorcio y las disposiciones del 

Artículo 453 del Código de Procedimientos Civiles, 54 y 55 del Código  Bustamante por 

haber llenado la sentencia extranjera todos los requisitos legales impuestos en esta 

disposiciones  y no los Artículos 53 y 56 de dicho tratado, ya que éstos son contrarios a 

lo que establece nuestra ley y por lo tanto es aplicable la reserva quinta que nuestro 

legislador estipuló al ratificar el Código Bustamante.   

  

 En el año 1939 se presentó el caso que literalmente dice: “Vista la solicitud de la 

señora Encarnación Victoria Menjívar, sobre que se le conceda el premiso legal para 

ejecutar ante la autoridad competente en ésta República, la sentencia de divorcio 

promovida por el Juez 3° de la Instancia de Guatemala, con fecha dieciocho de junio de 

mil novecientos treinta y siete, por la cual se declara disuelto el vínculo matrimonial 

celebrado entre los señores Otto Raúl Paiz Beteta y la solicitante, en esta ciudad de San 

Salvador, el  catorce de octubre de mil novecientos treinta y seis. CONSIDERANDO: 
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 1°.- que el divorcio referido fue declarado por la causal de ofensas graves proferidas por 

el marido contra la mujer, justificadas con la confesión del demandado, siendo esa 

causal de divorcio reconocida por nuestra legislación; 2°.- que la referida sentencia de 

divorcio se ha pronunciado observándose las reglas establecidas en el Artículo 423 de la 

Convención de Derecho Internacional Privado (Código  Bustamante) que rige a 

Guatemala y El Salvador, fallo que, por estar debidamente autenticado, procede su 

ejecución en esta República conforme a dicho Código; 3°.- que, si bien el Ministerio 

Público, evacuando la audiencia que se le confirió, se opone a la ejecución de dicho 

fallo, porque éste contraviene el orden público o el derecho público salvadoreño, por 

cuanto en la legislación de este país no se admite la confesión como prueba de derechos, 

se ha reconocido universalmente en Derecho Internacional Privado que prevalece en 

cada país donde se realiza el acto, el estatuto formal que comprende la naturaleza, forma 

y modo de producir la prueba pertinente, estableciéndolo así de manera expresa los 

Artículos 398 y siguientes de la citada convención, que consideran el caso, desde luego, 

fuera del alcance del número tercero de Artículo 423 de la misma, y aún del precepto 

consignado en el inciso último de la Quinta Reserva a que se refiere el derecho 

legislativo de aprobación del Convenio, toda vez que sin éste siempre prevalecería el 

principio internacional privado antes referido. POR TANTO, de conformidad con el 

Artículo 453 Pr., dijeron: concédase permiso a la señora Encarnación Victoria 

Menjívar….”. 

 

 De acuerdo al anterior fallo se debe tomar en cuenta que el Artículo 453 del 

Código de Procedimientos Civiles, es una norma adjetiva o procesal y es 

complementaria a la norma sustantiva,  Artículo 170 del Código Civil, actualmente 117 

del Código de Familia, y que tiene como fin cumplir con las obligaciones y derechos 

que consagran la segunda disposición. Por lo que en el caso anterior, siendo la causal  
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de divorcio contemplada en nuestro ordenamiento jurídico y además existiendo tratado 

entre los Estados es conforme a derecho el fallo de la Corte Plena para darle validez en 

El Salvador a la sentencia de divorcio extranjera. 

 

 En el año de 1969 nuestro Tribunal Supremo emitió el siguiente fallo: “Vista la 

solicitud del doctor Luis Alonso Posada, apoderado judicial del señor Roberto Nelly 

Clark o Robert Nelly Clark, contraída a que este Tribunal le conceda permiso para 

ejecutar en la república la sentencia definitiva ejecutoriada que el Juez de Primera 

Instancia de Calpulapán, distrito judicial de Ocampo, estado de Tlazcala, República 

Mexicana, pronunció en el juicio civil ordinario que el poderdante del doctor Posada 

promovió contra la señora María Luisa Ruiz López, a fin de que se declare disuelto el 

vínculo matrimonial que el actor y demandada contrajeron en la ciudad de Santa Tecla, 

departamento de La Libertad, el día diecisiete de julio de mil novecientos cincuenta y 

siete, habiéndose presentado con la solicitud la ejecutoria del fallo dicho debidamente 

autenticada; y, CONSIDERANDO: Que en acatamiento a lo dispuesto en el Artículo 

453 Pr. se mando a oír por tercero día a la parte contraria, María Luisa Ruiz López de 

Clark o Maritza Ruiz de Clark, quien evacuó la audiencia manifestando en lo esencial y 

pertinente: a) que la aludida sentencia se pronunció sin que ella hubiera sido citada 

personalmente o por representante legal para el juicio, es decir que se pronunció en 

rebeldía, por lo que no tiene fuerza en El Salvador conforme a la regla segunda del 

Artículo 452 Pr.; y b) que la misma sentencia se pronunció con base a una causal de 

divorcio que no existe en la legislación salvadoreña, contraviniendo así el orden público 

nacional”... Más adelante continúa esta resolución diciendo: “Considerando: Que el caso 

en estudio está comprendido en el Artículo 452 Pr. habida cuenta de que con la 

República de México no existen tratados especiales ni es signatario del Código de 

Bustamante. Conforme aquella disposición, cuando no hay tratado tendrá fuerza en El 

Salvador si  entre  otros  requisitos está el de que no se haya dictado en rebeldía y, según  
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se ha relacionado, la sentencia de mérito se pronunció en contumacia. Lo anterior por 

una parte, y por otra, según doctrina contenida en los Artículos 15 y 170 C., el pareatis 

tampoco procede porque el matrimonio se disolvió en territorio extranjero conforme a 

sus leyes y con base en una causal que no reconoce la legislación patria, como es la 

impotencia de uno de lo cónyuges. POR TANTO: de conformidad con las disposiciones 

citada la Corte Suprema de Justicia declara sin lugar el permiso solicitado por el doctor 

Luis Alonso Posada” 

 

 Esta sentencia esta totalmente apegada y conforme a derecho, pues nuestra 

legislación establece en el Artículo 452 del Código de Procedimientos Civiles, que al no 

existir tratados especiales con la nación en que se hayan pronunciado la sentencia 

extranjera, sólo tendrán fuerza en El Salvador si reúnen las circunstancias 

contempladas en dicho artículo, y al haberse dictado en rebeldía la sentencia de 

divorcio extranjera contraviene uno de los requisitos regulados, además la causal 

invocada no está reconocida por la legislación salvadoreña. Pero, consideramos con 

respecto a la causal de divorcio, que en esa época el criterio  utilizado  de la Corte 

Suprema de Justicia se basaba en las costumbres conforme a la realidad social del país,  

exigiendo formalismos burocráticos los cuales eran mayores que en la actualidad; no 

existiendo un criterio amplio para analizar la disparidad de causales que existen a nivel 

internacional, determinando cuales de estas violentan o no realmente nuestro 

ordenamiento jurídico. 

 

 La Corte Suprema de Justicia emitió los siguientes fallos: el primero en el año 

de 1973; y el segundo en 1979, que tienen en común que no es necesaria la audiencia a 

que se refiere el Artículo 453 del Código de Procedimientos Civiles, pues, si el 

condenado ha sido objeto de una citación para el juicio, en debida forma, de que se le 

haya oído, proporcionándole oportunidad para su defensa y que se le haya permitido 

interponer recursos de los fallos  que le son contrarios y además la parte contraria es la  
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que solicita el permiso, es porque reconoce que en efecto se le dio la oportunidad de 

oponerse al dictamen pero ha renunciado al mismo, criterio utilizado también en las 

resoluciones de los años 1976, 1984 y 1985: “el señor Agustín Castillo, se ha presentado 

a este tribunal, pidiendo permiso para la ejecución de la sentencia definitiva pronunciada 

por el Oficial de la Suprema Corte del distrito de Columbia, de la ciudad de Washington, 

Estados Unidos de Norte América, para lo cual presenta certificación de dicha sentencia 

debidamente autenticada, acompañando su respectiva traducción legal, la cual fue 

dictada en juicio de divorcio seguido por la señora Blanca A. Castillo, contra el 

peticionario señor Castillo, alegándose separación absoluta pro más de un año de ambos 

cónyuges, habiéndose resuelto así: Que su matrimonio fue un error y mutuamente 

acordaron separarse, a saber: quince de junio de mil novecientos sesenta y ocho, y por 

cuanto las partes aquí no han convivido o cohabitado desde esa fecha hasta la presente 

oportunidad; y que la demandante tienen derecho a obtener divorcio absoluto del 

demandado. A los once días de marzo de mil novecientos setenta. ORDENADO, 

SENTENCIADO Y DECRETADO: 1. Que la demandante Blanco A. Castillo, sea y por 

este medio, se le concede el divorcio absoluto del demandado, Agustín Castillo, basado 

en la separación voluntaria por más de una año, sin  cohabitación…” Y, 

CONSIDERANDO: I.- Que siendo el peticionario, de conformidad con el inciso primero 

del Artículo 453 Pr., a quien se oirá por tercero día, estima este tribunal  que tal 

audiencia debe de omitirse, pues ésta ha sido establecida a favor de aquél contra quien se 

dictó la sentencia, para que alegue lo pertinente a su favor, ya que sería un absurdo 

suponer que, al solicitar un permiso para ejecutar una sentencia dictada por un tribunal 

extranjero el legislador haya querido que se oiga al victorioso a favor de quien se dictó 

la sentencia, para que alegue en contra de la ejecución de la misma sentencia que 

accedió a sus peticiones. II.- Que la causal en que se funda la sentencia para cuya 

ejecución se solicita el permiso de este tribunal, aunque con distinta redacción, el 

contenido es el mismo a que hace referencia el ordinal 10° de l Artículo 145 C. (causal 

reconocida  en  la  actualidad   en   el   Artículo  106 N° 3  del Código de Familia), o sea,  
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separación absoluta de los cónyuges durante uno o más años consecutivos, pudiendo, en 

este caso, pedir el divorcio cualquiera de ellos lo cual de conformidad con nuestra ley, 

da lugar a solicitar el divorcio. III.- Que la referida sentencia, a juicio de este tribunal, 

reúne todos los requisitos establecidos en el Artículo 452 Pr. de los cuales en este caso 

no se requiere el consistente en no haber sido dictada en rebeldía, puesto que  habiendo 

sido tal exigencia instituida como garantía a favor de la parte reo, la razón de ser de ella 

desaparece en casos como el que hoy se confronta, en el que, precisamente, dicha parte y 

no la actora, es la interesada en obtener el permiso para que la sentencia se ejecute en 

nuestro país. POR TANTO, DIJERON: concédese al señor Agustín Castillo, 

permiso…”. 

  

 El doctor José Eduardo Cáceres Chávez actuando en su carácter de apoderado 

general judicial de la señora Constanza Elena Gomero, antes de Newbill, ha solicitado a 

esta Corte que se conceda permiso para que pueda ejecutar en El Salvador la sentencia 

por la cual el señor Juez Tercero de Familia de la República de Guatemala ha decretado 

el divorcio por la causal de mutuo consentimiento presentada por la poderdante y el 

señor James Watson Newbill. Por la naturaleza de la causal invocada esta Corte se 

abstienen de darle cumplimiento a lo ordenado en el Artículo 453 Pr., en el sentido de 

oír a la parte contraria, desde luego que también ella interpuso en forma conjunta la 

correspondiente demanda de divorcio, lo que vuelve inoperante lo ordenado en dicha 

disposición procesal. La causal en que se funda la sentencia para cuya ejecución se 

solicita el premiso de este Tribunal, es la misma a que hace referencia el Artículo 148 C. 

En vista de que según el Artículo 451 Pr. las sentencias pronunciadas en países 

extranjeros, tendrán en El Salvador la fuerza que establezcan los tratados respectivos y 

de que la sentencia a que alude la solicitud presentada por el doctor José Eduardo 

Cáceres Chávez, reúne las condiciones exigibles que preceptúa el Artículo 423 de la 

Convención  Sobre  el  Derecho  Internacional Privado (Código  Bustamante) suscrita en  
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La Habana, Cuba, en 1928. POR TANTO: DIJERON: a) Concédese a la señora 

Constanza Elena Gomero, antes de Newbill, permiso…”. 

 

 En conclusión, la Corte Suprema de Justicia utiliza el procedimiento regulado en 

el Artículo 453 del Código de Procedimientos Civiles,  donde se establece que las 

sentencias pronunciadas en naciones extranjeras se obtendrán previo permiso del 

Supremo Tribunal de Justicia, quien  para concederlo o negarlo oirá por tercero día a 

la parte contraria. No obstante que dicho plazo  no se cumple si el emplazamiento se 

realiza  por medio de exhorto y como se ha podido constatar en las anteriores 

resoluciones, es inoperante cuando  la parte quien  solicita el exequátur, es a la que le 

fue  desfavorable  la sentencia de divorcio decretada en el extranjero o dicha solicitud 

de divorcio es por mutuo consentimiento. 

  

 En 1998 la Corte Suprema de Justicia emite varios fallos acerca del exequátur y 

que son acordes con la nueva legislación de familia (Código de Familia):  

“CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: Antiguo Cuscatlán, a las catorce horas del día 

cinco de marzo de mil novecientos noventa y ocho. 

Agréguese el anterior escrito presentado por la señora Carminda Magdalena Chopín 

Moya. 

Agréguese la documentación presentada; confróntense los originales con las fotocopias, 

y siendo conformes, agréguense éstas y devuélvanse aquéllos a la interesada. 

Admítase la solicitud anterior referente a que se otorgue por este Tribunal el permiso de 

ley para poder ejecutar en el país la sentencia de divorcio de los señores Carminda 

Magdalena Chopín Moya y el señor Lázaro Argueta, dictado en país extranjero. 

Estudiada la solicitud en referencia, este Tribunal advierte: a) que la sentencia se dictó a 

consecuencia del ejercicio de una acción personal; b) que la disolución del matrimonio 

se  obtuvo  por  separación  absoluta, tal como consta en la sentencia de divorcio dictada  
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por la Corte Superior del Distrito de Columbia, División de Familia de Washington, 

Estados Unidos de América, el día nueve de enero de mil novecientos noventa, causal 

que también  El Salvador constituye motivo de divorcio; c) consta que la mencionada 

resolución se dictó con la presencia de las partes en el proceso, y d) que la certificación 

extendida por el tribunal donde se decretó el divorcio ha sido debidamente autenticada y 

traducida al idioma castellano, por lo que se considera como auténtica y capaz de hacer 

fe en El Salvador. POR TANTO: Concédase a la señora Carminda Magdalena Chopín 

Moya permiso para ejecutar, ante el tribunal u oficina competente de esta República, 

conforme a las leyes pertinentes de El Salvador, la sentencia de que ha hecho mérito”. 

 

 La doctrina utilizada en este fallo por la Corte Suprema de Justicia cosiste en, 

que procede a conceder el permiso que se solicita para la ejecución de una sentencia de 

divorcio, dictada en el extranjero, cuando ésta ha sido pronunciada bajo las causales 

que nuestra legislación contempla y que además la certificación extendida por el 

Tribunal donde se dictó la sentencia del divorcio, haya sido debidamente autenticada y 

traducida al idioma castellano, por lo que el fallo es conforme a derecho al no 

contravenir el orden público salvadoreño actual. En este, como en los siguientes casos, 

se ha observado el cumplimiento de los requisitos exigidos por nuestra legislación, los 

cuales son difíciles de cumplir por la parte interesada, como lo es la presencia de 

ambas partes en el proceso,  y en especial cuando están domiciliadas en el extranjero. 

 

 “CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: Antiguo Cuscatlán, a las once horas 

veintisiete minutos del día nueve de junio de mil novecientos noventa y ocho. 

Vista y analizada la solicitud presentada por la Licenciada Ana Josefina Arteaga Álvarez 

de Morán, actuando en calidad de apoderada general judicial del señor Santiago Enrique 

Hernández Carpio,  respecto de la sentencia de divorcio pronunciada por el Juzgado 

Quinto  de  Familia de la ciudad de Guatemala, República de Guatemala, de acuerdo a la  
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cual obtuvo la disolución del vínculo matrimonial que le unía con la señora Gladis 

Cecilia Zetino, y que habían contraído en la ciudad de San Salvador, el once de febrero 

de mil novecientos ochenta y cuatro, según consta de la certificación  de la partida de 

divorcio que está agregada a los autos, este Tribunal advierte: a) Que la sentencia ha 

sido dictada a consecuencia del ejercicio de una acción personal; b) Que la disolución 

del vínculo matrimonial se obtuvo por la causal de mutuo consentimiento de los 

cónyuges, tal como consta en la sentencia de divorcio  agregada en autos, pronunciada 

por  el Juzgado Quinto de Familia de la ciudad de Guatemala, el día veintisiete de 

noviembre de mil novecientos noventa y seis, causal que El Salvador también constituye 

motivo de divorcio, de acuerdo con el Artículo 106 ordinal 1° del Código de Familia; c) 

Consta, en consecuencia, que la mencionada sentencia se dictó con la concurrencia de 

las partes en el proceso; y d) Que la certificación extendida por el Tribunal donde se 

decretó el divorcio ha sido debidamente autenticada, por lo que es considerada como 

auténtica y capaz de hacer fe en El Salvador. 

Por todo lo anterior, y teniendo como base los Artículos 452, 453 Pr. y 51 atribución 13ª 

de la Ley Orgánica Judicial, la CORTE RESUELVE: Concédase al señor Santiago 

Enrique Hernández Carpio permiso para ejecutar, ante los tribunales y oficinas 

competentes de esta República, conforme a las leyes pertinentes de El Salvador, la 

sentencia de que se ha hecho mérito. 

Devuélvanse al peticionario la documentación original presentada, previa confrontación 

con sus fotocopias. 

Extiéndase certificación de esta resolución”. 

 

El criterio utilizado por la Corte consiste en que toda sentencia que se dé en otro país 

que no sea el nuestro y si entre estos dos países no hubieren tratados especiales; pero si 

la sentencia se ha dictado de conformidad a los requisitos que señala el Artículo 452 del  
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Código de Procedimientos Civiles, tendrá lugar a que se le conceda el permiso de 

ejecución, por lo que dicha resolución es conforme a lo establecido en la legislación 

salvadoreña. 

 

 “CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: Antiguo Cuscatlán, a las once horas treinta 

y siete minutos del día ocho de julio de mil novecientos noventa y ocho. 

Agréguese al anterior escrito presentado por la Licenciada Gladis Ruth López de 

Rodríguez, como apoderada general judicial de la señora Irma Gladis Blandón de 

Arévalo. Confróntese la escritura de poder especial con sus fotocopias presentadas, y 

estando conformes, agréguense éstas y devuélvase el original. 

Agréguese la demás documentación presentada; confróntense los originales con las 

fotocopias, y siendo conformes, agréguense éstas y devuélvanse aquéllos a la interesada. 

Admítase la solicitud anterior referente a que se otorgue por este Tribunal el permiso de 

ley para poder ejecutar en el país la sentencia de divorcio de los señores Irma Gladis 

Blandón de Arévalo y Armando Arévalo, dictada en país extranjero. 

Estudiada la solicitud en referencia, este Tribunal advierte: a) que la sentencia se dictó a 

consecuencia del ejercicio de una acción personal; b) que la disolución el matrimonio se 

obtuvo por abandono de hogar, tal como consta en la sentencia de divorcio dictada por la 

Corte Superior del Condado de Warren, en el Centro Municipal del Warren, Lake 

George, Estado de Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, el día treinta y uno de 

julio de mil novecientos ochenta y siete, causal semejante a la causal de separación 

absoluta que constituye en El Salvador motivo de divorcio; c) consta que la mencionada 

resolución se dictó con la presencia de las partes en el proceso, y d) que la certificación 

extendida por el Tribunal donde se decretó el divorcio ha sido debidamente autenticada 

y traducida al idioma castellano, por lo que se considera como auténtica y capaz de 

hacer fe en El Salvador. POR TANTO: Concédase a la señora Irma Gladis Blandón de 

Arévalo   permiso para ejecutar, ante el Tribunal u oficina competente de esta República,  
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conforme a las leyes pertinentes de El Salvador, la sentencia de que ha hecho mérito. 

Extiéndase certificación de esta resolución, Artículo 453 Pr.”. 

 

 La Corte Suprema de Justicia otorga el permiso solicitado por la causal que se 

decretó el divorcio en el extranjero, cuando la causal invocada es igual o equivalente en 

nuestro país, siendo ésta la de abandono de hogar, ya que es una causal que esta 

contemplada en nuestra Legislación y además tiene que reunir lo requisitos del Artículo 

452 Pr. C. 

 

 “CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: Antiguo Cuscatlán, a las nueve horas del 

día veintiocho de octubre de mil novecientos noventa y seis. 

Se ha presentado el Licenciado OSCAR ALBERTO LÓPEZ JEREZ,  en carácter de 

apoderado del señor JORGE RAMÍREZ ZEPEDA  conocido por JORGE RAMÍREZ, en 

sustitución del Doctor RICARDO GONZÁLEZ CAMACHO solicitando permiso para 

ejecutar en El Salvador sentencia de divorcio entre los señores JORGE RAMÍREZ 

ZEPEDA  e ISABEL LOENOR LARDE que pronunció la Corte del Circuito del 

Onceavo Circuito Judicial en y para el Condado de Dade, Florida, Estados Unidos de 

América, el día cinco de octubre del mil novecientos noventa y tres. CONSIDERANDO: 

I- A dicha solicitud se le dio el trámite que establece el Artículo 452 y siguientes del Pr., 

en razón de que el Código  Bustamante o Convención sobre Derecho Internacional 

Privado, celebrado en la Habana Cuba en 1928 no fue ratificado por los Estados Unidos 

de América y no es aplicable al caso de autos. II- De dicha petición, se mandó a oír 

dentro del término legal a la señora ISABEL LOENOR LARDE; habiendo evacuado la 

audiencia por escrito agregado a fs. 136, en el sentido de que no se opone a la ejecución 

de la referida sentencia en El Salvador. III- Se ha examinado la documentación 

presentada y que consiste en poder con que actúa el licenciado LOPEZ JEREZ, y 

diligencias   de   traducción  correspondientes,  en  original  y  fotocopias  y de lo cual se  
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concluye: que la demanda fue interpuesta en ejercicio de acción personal; que no fue 

dictada en rebeldía y la ejecutoria reúne los requisitos necesarios para ser considerada 

auténtica. POR TANTO DIJERON: De conformidad al Artículo 21 N° 13 de la L.O.J. 

concédese EXEQUÁTUR a la sentencia recaída en el Juicio de Divorcio de que se ha 

hecho mérito, en consecuencia concédese permiso para que pueda ser ejecutada ante 

cualquier Tribunal o autoridad, de la República.- En su oportunidad dese certificación de 

esta resolución”. 

 

 La Corte Suprema de Justicia falló correctamente en este caso, pues cuando no 

existen tratados especiales para regular la ejecución de las sentencias dictadas en un 

país extranjero y el nuestro, se examinará si la documentación presentada reúne los 

requisitos del Artículo 452 Pr.C. y si los cumple, procede conceder el permiso 

solicitado. Inclusive, El Salvador para darle validez a las sentencias de divorcio 

extranjeras y al ser respetuoso de las normas internacionales, excepcionalmente y en 

base a la costumbre se rige por la reciprocidad.  

 

4.6 VERIFICACIÓN DE LA HIPÓTESIS DEL TRABAJO A LA LUZ DE LOS 

RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN DE CAMPO. 

 

 La guía precisa que ha orientado la realización del presente trabajo ha sido la 

hipótesis y que a continuación procedemos a conocer su verificación confirmando o no 

lo sostenido por ella. 

 

Hipótesis de Trabajo: 

“La validez de la sentencia de divorcio decretada en el extranjero es garantizada 

eficazmente por la legislación salvadoreña a través del exequátur”. 
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 Establecemos que acerca de que “la validez de una sentencia extranjera de 

divorcio es garantizada eficazmente por la legislación salvadoreña a través del 

exequátur”, no es confirmada ya que dicha legislación no es suficiente puesto que en 

ésta no se encuentran regulados los plazos, prevenciones, documentación necesaria para 

iniciar el trámite, entre otras, lo que ocasiona que la Corte Suprema de Justicia imponga 

exagerados formalismos, generando que el exequátur se convierta en un procedimiento 

burocrático y tardío. De acuerdo a la investigación antes realizada hemos podido 

constatar que el exequátur es un procedimiento en si mismo simple, funcional y eficaz 

para darle validez a la sentencia extranjera, lo que en El Salvador podrá ser así si se 

reformara nuestra legislación tanto en lo que se refiere a detallar en forma precisa el 

procedimiento como que la atribución del conocimiento del exequátur ya no sea de la 

Corte Plena sino de la Sala de lo Civil. 
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CAPÍTULO V 

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

Realizando el anterior estudio de investigación del Exequátur en la legislación 

salvadoreña  y su eficacia  para garantizar la validez de la sentencia de divorcio 

decretado por un país extranjero, justo es que pasemos a proporcionar las conclusiones 

generales y  recomendaciones, que se han gestado y que representan el criterio propio a 

partir de la ya mencionada investigación. 

 

Conclusiones: 

 

5.1 El procedimiento del exequátur, llamado también de homologación o pareatis, es       

impresindible para que toda sentencia extranjera tenga validez en nuestro 

ordenamiento jurídico; siendo la labor de la Corte Suprema de Justicia examinar 

minuciosamente y exahustivamente solo los requisitos extrínsecos necesarios, no 

resolviendo respecto a la materia ya sometida al juicio seguido en el extranjero. 

Pero a pesar de esto, existe una tardanza en fallar para conceder o denegar tal 

validez, basados en exagerados formalismos imposibles de cumplir por la parte 

interesada, que de acuerdo a la investigación de campo que refleja un 36 %, es 

uno de los principales obstáculos para que se ejecute inmediatamente dicha 

sentencia. 

 

5.2 El exequátur no es un juicio de ejecución, sino un juicio de cognición y de 

reconocimiento, ya que la situación de la sentencia es muy distinta a la de una 

sentencia nacional; pues dicha sentencia  antes de ser reconocida no produce 

ningún efecto,  por lo que,  este  procedimiento es imprescindible cada vez que se  
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 trate de validar una sentencia extranjera, invocando así su eficacia, esto es, su 

fuerza ejecutiva y fuerza de cosa juzgada; tratandose por lo tanto de nacionalizar 

la sentencia extranjera y convertirla en un elemento jurídico nacional,  no siendo 

necesario este procedimiento cuando la sentencia se hace valer como documento, 

pues no se están invocando los pronunciamientos en derecho del juez extranjero. 

 

5.3 La Corte Suprema de Justicia para darle validez a toda setencia extranjera se rige 

por tratados vigentes y a falta de estos por la legislación interna, es decir, los 

requisitos señalados en el Artículo 452 del Código de Procedimientos Civiles, así 

la sentencia no necesita reunir los requisitos señalados por este artículo para 

ejecutarse en El Salvador, por lo que se da preferencia a los tratados 

internacionales por sobre la legislación interna salvadoreña; y excepcionalmente 

basandose en la costumbre, se rige por la reciprocidad. 

 

5.4 El exequátur por su naturaleza es considerado un juicio especial que lo hace 

distinto a cualquier otro proceso, por lo que debe estar regulado por normas 

propias especiales, las cuales no pueden tener lugar de un modo diverso del 

establecido por el legislador; pero en El Salvador no cabe determinar al 

exequátur como tal, ya que de acuerdo al 75% de nuestro entrevistados, la 

legislación no es suficiente y se encuentra en forma dispersa y no especial, no 

regulando ciertas circunstancias que provocan que la Corte Suprema de Justicia, 

resuelva en base a su criterio que muchas veces resulta ser burocratizado. 

 

5.5 El Salvador al ser un país respetuoso de las normas que rigen la comunidad 

internacional, trata de salvaguardar la seguridad jurídica internacional, por medio 

del procedimiento del exequátur para darle validez a la sentencia extranjera de 

divorcio;  pero   no   se  logra  de  manera  inmediata,  ya  que la Corte Plena para  
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 determinar si la causal de divorcio decretado en el extranjero es igual o 

semejante, muchas veces se ve en la necesidad de aplicar la analogía por la 

disparidad de causales que existen a nivel internacional,  lo que obstaculiza el 

agil reconocimiento de la sentencia, concluyendo en ocasiones en la no 

semejanza de las mismas y por lo tanto, se niega la ejecución de la sentencia. 

 

5.6 La normativa de la ejecución de sentencia extranjera está plasmada o considerada 

por nuestro legislador con el afan de lograr eficaz y plenamente el cumplimiento 

de aquellas, pero en nuestra realidad y según se constato con la investigación 

antes realizada, dicha normativa no responde a tal fin, ya que es totalmente 

obsoleta, y más aún, con el exagerado formalismo de la Corte Suprema de 

Justicia que exige en base a mera costumbre a los interesados que quieren hacer 

ejecutar la sentencia extranjera en nuestro país, convirtiendo al exequátur en la 

actualidad como un procedimeinto difícil de utilizar. 

 

5.7 Las diligencias que se llevan ante los Juzgados de Familia con el fin de hacer 

ejecutar la sentencia de divorcio extranjera no tienen carácter obligatorio, ya que 

la ley no lo manda; Artículo 8 de la Constitución “Nadie está obligado a hacer lo 

que la ley no manda ni a privarse de lo que ella no prohíbe”, por lo que éstas son 

innecesarias pues con solo la Certificación de la Corte Suprema de Justicia la 

parte interesada se puede presentar al Registro del Estado Familiar para realizar 

los trámites respectivos. A pesar de lo anterior,  gran parte de los litigantes 

inician dichas diligencias ante los Juzgados de Familia, a efectos de que se  libren 

los oficios de ley basados en el Artículo 125 de la Ley Procesal de Familia. 
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Recomendaciones: 

 

 Es imperioso tener una reforma sobre la regulación de la figura del exequátur a 

manera que esta se encuentre de forma especial, propia y no dispersa, para que al 

momento de acudir ante la Corte Suprema de Justicia, la ejecución de toda 

sentencia extranjera  sea un trámite apegado a derecho y no existan formalidades 

burocráticas, solucionando a su vez la actual tardanza de la Corte Plena en fallar, 

al atribuirle a la Sala de lo Civil, el conocimiento de la ejecución de la sentencia 

extranjera, asignando un plazo determinado en la legislación para que se otorgue 

dicho fallo. 

 

 Para que esa normativa que regula el exequátur sea efectiva, es necesario que se 

adapte a las exigencias jurídicas actuales resultantes de las relaciones en las que 

esta inmerso El Salvador con respecto a la comunidad internacional, como darle 

un reconocimiento inmediato y garantizado a una sentencia extranjera por 

nuestro ordenamietno jurídico; las cuales existen a nivel internacional, por lo que 

esto debe estar reflejado en tratados bilaterales o multilaterales, y en su defecto 

retomar la reciprocidad, la cual debería  también estar  plasmada en nuestra ley 

nacional. 

 

 Dentro de los intentos por lograr una eficaz y pronta ejecución de  la sentencia 

extranjera de divorcio a traves del exequátur, se debería de incluir dentro de la 

legislación parámetros, por cuales la Corte Plena puede reconocer dicha 

sentencia, aunque la causal no sea igual o semejante a la establecida en el Código 

de Familia,  así,  tomando en cuenta unicamente que no sea ilícita y que no 

violente el orden público salvadoreño; tratando de salvaguardar la seguridad 

jurídica internacional. 
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 Se deben de obviar las diligencias que se llevan ante los Juzgados de Familia con 

el fin de hacer ejecutar la sentencia de divorcio extranjera, que generalmente 

realizan los litigantes; pues es suficiente con la Certificación de dicha sentencia 

que entrega la Corte Suprema de Justicia para que la parte interesada pueda 

ejecutarla, es decir, para que se vaya al Registro del Estado Familiar competente 

para se cancele la Partida de Matrimonio y se extienda la de divorcio. No 

obstante,  se considera viable dicha diligencia cuando se inicia para que se aclare 

o interprete la sentencia extranjera de divorcio. 
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ANEXO  1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 



 

UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR 

FACULTAD DE JURISPRUDENCIA Y CIENCIAS SOCIALES 
 

 
CÉDULA DE LA ENTREVISTA SOBRE EL EXEQUATUR EN LA LEGISLACIÓN 

SALVADOREÑA Y  LA SENTENCIA DE DIVORCIO DECRETADO EN EL 

EXTRANJERO. 
 

 

Estimado señor o señora: 
 

 La presente entrevista se ha dirigido a usted tomando en cuenta que su 

conocimiento acerca del Exequátur es de carácter especializado, con el objetivo de 

conocer  el carácter práctico, aspectos positivos y negativos de dicho procedimiento, su 

eficacia para garantizar la validez de una sentencia de divorcio decretada en país 

extranjero. 

 

 La presente investigación es realizada por egresados de la carrera de Licenciatura 

en Ciencias Jurídicas de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la 

Universidad de El Salvador. 

  Por su colaboración, Gracias. 
 

Nombre del Entrevistado:__________________________________________________ 

Institución:______________________________________________________________ 

Cargo que desempeña:_____________________________________________________ 

 

 

1. ¿Cuál es su conocimiento sobre el exequátur para poder ejecutar una Sentencia 

Extranjera en nuestro 

país?___________________________________________________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____ 

 

2. ¿Considera usted que la regulación actual en nuestro Código de Procedimientos 

Civiles sobre el exequátur es suficiente para que se otorgue a una Sentencia Extranjera  

inmediato cumplimiento?  

                          Si____                                                No____ 

¿Por qué ?_________________________________________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____ 

 



 

3.  ¿Cuáles requisitos considera usted que son los necesarios para que se ejecute una 

sentencia extranjera en nuestro 

país?____________________________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____ 

 

4. ¿Cuáles son los obstáculos principales que impide la ejecución inmediata de la 

sentencia 

extranjera?______________________________________________________________

__ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____ 

 

 

5. ¿Considera usted que el plazo que establece el Código de Procedimientos Civiles es 

suficiente para que la parte contraria pueda ejercer su defensa?    

Si________           No_______ 

¿Porqué?_______________________________________________________________

__ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____ 

 

6. ¿Considera usted que el exequátur es eficaz para garantizar la ejecución de una 

sentencia de divorcio decretada por un país extranjero? 

                                            Si____                                   No____ 

¿Porqué?_______________________________________________________________

__ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____ 

 

7.  ¿Qué requisitos  establece nuestro Código de familia para que una sentencia de 

divorcio extranjera pueda producir efectos en El 

Salvador?_________________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

______________ 

 

 

 



 

 

8.  ¿ Cuáles serían  las consecuencias, sí las causales invocadas del divorcio decretado en 

el extranjero no sean iguales a las que establece nuestro Código de 

Familia?______________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

______ 

 

9. Conociendo usted el procedimiento para ejecutar una Sentencia de Divorcio 

Extranjera  en nuestro país ¿Cuáles serían las limitaciones que usted ha 

observado?______________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

______ 

 

10. ¿Considera usted que son necesarias las diligencias que se siguen ante los juzgados 

de familia una vez obtenida la certificación de la Corte Suprema de Justicia de la 

sentencia de divorcio extranjera? 

   Si_____                          No____ 

¿Porqué?_______________________________________________________________ 

_______________________________________________________________________ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR 

FACULTAD DE JURISPRUDENCIA Y CIENCIAS SOCIALES 
 

 
CÉDULA DE LA ENTREVISTA SOBRE EL EXEQUATUR EN LA LEGISLACIÓN 

SALVADOREÑA Y  LA SENTENCIA DE DIVORCIO DECRETADO EN EL 

EXTRANJERO. 
 

 

Estimado señor o señora: 
 

 La presente entrevista se ha dirigido a usted tomando en cuenta  su experiencia 

como parte en el proceso que se lleva ante la Corte Suprema de Justicia para darle 

validez a una Sentencia de Divorcio extranjera en nuestro país (Exequátur),con el 

objetivo de conocer su opinión acerca de los aspectos positivos y negativos de dicho 

procedimiento. 

 

 La presente investigación es realizada por egresados de la carrera de Licenciatura 

en Ciencias Jurídicas de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la 

Universidad de El Salvador. 

  Por su colaboración, Gracias. 
 

 Nombre:___________________________________________ 

 Edad:_________________ 

 Sexo:_________________ 

 

 

1. ¿Qué procedimiento siguió usted para darle validez a su sentencia extranjera de 

Divorcio? 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_____________________ 

 

2. ¿Qué requisitos se le exigieron al momento de iniciar el procedimiento? 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_____________________ 

 

 

 

 



 

 

3. ¿Tuvo dificultad en llenar todos los requisitos exigidos? Si______               No______ 

     ¿Por 

qué?_____________________________________________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

______________ 

 

4. ¿Cuál fue la causa por la cual usted se divorcio en el Extranjero? 

 

 Mutuo Consentimiento__________ 

 Separación más de un año_______ 

 Vida intolerable_______________ 

 Otras_______________________ 

 

5. ¿Qué tiempo duro el procedimiento que siguió usted  para hacer valer su sentencia de 

divorcio en nuestro 

país?________________________________________________________________ 

 

6. La resolución final de la Corte Suprema de Justicia sobre su caso fue: 

 Favorable, fallando  si ha lugar la ejecución de la sentencia extranjera_____ 

 No ha lugar, la sentencia extranjera________ 

 

7. ¿Qué obstáculos le surgieron en el desarrollo del 

procedimiento?________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_____________________ 

 

8. ¿Considera que este procedimiento hace incurrir en elevados gastos económicos?  

Si__    No__ 

   

¿Porqué?_______________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

________________________ 

 

 

 

 

 



 

 

9. ¿Fue necesario realizar alguna diligencia ante los juzgados de familia una vez 

obtenida la Certificación de la Sentencia de Divorcio Extranjera? Si_____          

No_______ 

 

¿Cuál?_________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____________ 

 

10. ¿Considera usted que el exequátur fue eficaz para garantizar la ejecución de la 

Sentencia de Divorcio Extranjera? Si___           No________     

 ¿Por 

qué?___________________________________________________________________ 

_______________________________________________________________________

_______________________________________________________________________

____________ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 2 

 

 

 

 

 

 



 

DOCUMENTACION: 

1. Sentencia extranjera de 

Divorcio 

2. Poder General Judicial 

3. Certificación de la Partidas de 

nacimiento y de matrimonio de 

los cónyuges 

 

 

Se remite a la Sala 

de lo Civil para su 

análisis y estudio 

 

la Sala de lo 

Civil elabora 

un proyecto 

 

Se somete al 

conocimiento de 

los magistrados 

de la Sala de lo 

Civil 

 

Se cita a la parte 

contraria por 

tercer día Art. 

453 inc. 1° 

Código de 

Bustamante 

Oposición 

de la parte 

Contraria 

Resuelve 

la Corte 

Plena 

Apertura 

a puerta 

por 20 

días 

Revisión del 

proyecto por parte 

de los magistrados 

de la Sala de lo 

Civil 
Remite el 

caso a la 

Corte 

Plena y 

resuelve. 

Art. 50 de 

la L.O.J. 

A lugar la 

ejecución de la 

Sentencia 

extranjera de 

divorcio 

Remite a la 

Sala de lo 

Civil  para que 

notifique a las 

partes 

Art 429 del 

Código de 

Bustamante 

Se remite a la 

Secretaría General 

de la Corte 

Suprema de 

Justicia y extiende  

la Certificación de 

la sentencia 

extranjera de 

divorcio 

DILIGENCIAS 

DE 

AUTENTICIDAD 

Art. 261 C.Pr. C. 

DILIGENICAS DE 

TRADUCCION Art. 

24 Ley del ejercicio 

notarial y otras 

diligencias 

DILIGENCIAS 

ANTE LOS 

JUZGADOS DE 

FAMILIA 

Art 125 C. Fm. 

PREVIENE 

otorgando 

plazos para 

subsanar 

SUBSANA 
NO 

SUBSANA 

SE ARCHIVA 

No a la 

ejecución de 

la Sentencia 

extranjera 

de divorcio 

La Sala 

notifica y 

devuelve  la 

documentación 

 

PROCEDIMIENTO DEL EXEQUATUR  ANTE 

 LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 

INTERPOSICION 

 

De la solicitud ante la 

Secretaría General de 

la Corte Suprema de 

Justicia 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 3 
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